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Oblación al Derecho 


...Los actos de las autoridades que vio- 
lan el derecho de un solo individuo, aunque 
aparentemente no afecten sino ese derecho, 
hieren a la sociedad entera, que por nece- 
sidad es solidaria con el individuo o dejaría 
de ser lo que es; la injusticia cometida con 
un solo ciudadano afecta a cuantos forman 
parte del cuerpo social: es de esa solidari- 
dad de donde han surgido las grandes con- 
quistas del derecho moderno; es ella la base 
inconmovible de las libertades públicas. 


JOSE VICENTE CONCHA 
(“Derecho Constitucional.”) 


Vamos solamente a exhibir en este opúsculo pruebas de he- 
chos que dan la VERO EFIGIE de los nuevos piratas del Estado, 
ejemplos objetivos de que el nombre y el poder de los órganos de 
éste deben emplearse siempre honorablemente, porque nada ni 
nadie logrará disculpar ni siquiera explicar la fé púnica. 

Sacamos de la sombra y mostramos ante la conciencia. del 
país por medio de las siguientes. páginas, las audaces acusacio- 
nes en que se soñó fundar pretendida denegación de Justicia, 
y con la luz de la verdad probamos a propios y extraños que la; 
Compañía del Ferrocarril del Norte no solamente hizo uso Y 
abusó de todos los recursos legales, disfrutando sus VOCEYOS, PA- 
tronos y apoderados judiciales de toda libertad, sino que herido 
en su honra el más alto de los Tribunales de la República, en 
gracia sin par rompió la espada de la Ley para no fulminar a 
esos vehementes abogados. ) 

Y como contraste quedará en esas mismas páginas un eco 
- de labor silenciosa y pertinaz, honesta y legal, a la cual se ha 
pretendido negar hasta lo adquirido contractualmente. 


A NE, 
Bogotá, septiembre de 1926. SNE 
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Alegato de bien probado. 


Señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia en la Sala de Ne- 
gocios Generales: 


| Yo Jorge Martínez L., mayor de edad y vecino de esta. 
ciudad de Bogotá, alego de bien probado tanto en el juicio ordi- 
nario que inicié y adelanto contra la Nación sobre reconocimiento 
y pago de mis honorarios acordados en el contrato de bienes ocul- 
tos celebrado con el Gobierno Nacional, el catorce (14) de diciem- 
bre de mil novecientos veintiuno (1921) y otros puntos como en 
el ordinario que promoví y sigo contra la misma entidad para 
que se la condene a cumplir el referido contrato y a pagarme 
los daños y perjuicios que me ha ocasionado su violación e in- 
cumplimiento por parte de la Nación demandada, juicio éste últi- 
mo que se acumuló al anteriormente individualizado, según lo 
dispuso el auto de veintitrés (23) de febrero del año en curso, 
ya que, según lo dice esa providencia ejecutoriada que falló el 
incidente de acumulación, “conforme al artículo 785 del Código 
Judicial, la acumulación de autos es la reunión de dos o más 
procesos, para sustanciar y decidir en un solo juicio las contro- 
versias a que se refieren...” 


Las pruebas aducidas por má en el primer juicio. 


Para mayor facilidad del estudio del proceso, así como de 
la apreciación del presente alegato, haré un somero análisis de 
las pruebas que he aducido en apoyo de los hechos de ambos libe- 
los de demanda, sucesivamente, prueba por prueba e indicando 
las páginas o folios que forman en el proceso. 

Con la primera demanda acompañé los números 17.486-87, 
17.590-91, 17.776-77, 18.635 a 18.638, 19.701, :19.717, 19.747, 
19.902 y 19.922, del “Diario Oficial”, debidamente autentica- 
dos; y la copia auténtica de la escritura pública N* 896 de 24 
de julio de 1925, pasada ante el Notario 5* del Circuito de Bo- 
gotá, debidamente registrada. Con estos documentos demuestro 
que tanto el contrato celebrado conmigo el 14 de diciembre de 
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1920, como la resolución que declaró bienes ocultos del Estado 
y ordenó investirme de los poderes necesarios para hacer efec- 
tivos los derechos del Estado, declarados bienes ocultos del Es- 
tado, así como también las resoluciones 59 y 66 de 1924, pro- 
feridas por el Ministerio de Hacienda Crédito Público, por me- 
dio de las cuales se requirió a The Colombian Northern Rail- 
way Company Limited a depositar la garantía prendaria que 
debió entregar desde el año de 1897, y a pagar y depositar en 
la oficina recaudadora respectiva las sumas que debe a la Na- 
ción a título de subvención reembolsable, de subvención cobra- 
da y recibida por kilómetros de ferrocarril no construídos, por 
las participaciones que le corresponden a la Nación en la ex- 
plotación del ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá desde el 23 de 
abril de 1893, y los dividendos de las acciones que la Compa- 
ñía estaba obligada a entregar como garantía, de igual modo 
que las resoluciones ejecutivas sobre caducidad del privilegio 
y de la concesión de que era usufructuaria la mencionada Com- 
pañía, fueron actos publicados en el periódico oficial, como lo 
manda la ley; y que por medio del instrumento público citado 
se me habían revocado los poderes que ejercía en forma con- 
tractual, sin que hubiera caducado el contrato en cuya virtud 
se ejecutaron los actos oficiales indicados. 


En el cuaderno de mis pruebas en ese primer debate judi- 
cial, se hallan las siguientes: en los folios 1 a 6 están visibles 
dos memoriales de pruebas y los autos de fechas 16, 24 y 25 de . 
septiembre de 1925, decretándolas;; del folio 7 al 10 obra el . 
exhorto N* 1.113, diligenciado por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público con las copias del memorial que elevé a ese Mi- 
nisterio el 24 de junio de 1925, de la Resolución que dictó sobre 
la petición, del memorial que elevé al mismo Ministerio el 30 
de junio del mismo año, de la Resolución dictada con motivo del - 
mismo memorial, del memorial que elevé al propio Ministerio 
el 3 de julio siguiente y de la Resolución que se dictó por ese 
Despacho con motivo del pedimento renovado en dicho memo- 
rial de fecha 3 de julio, Resolución premeditada que no se dictó 
hasta el día 24 de julio de 1925, confundiendo las obligaciones 
contractuales. Con estos documentos pruebo que no sólo ejercí 
ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público tanto los po- 
deres que tenía para representar a la Nación ante todos los 
Poderes Públicos, con el fin de hacer efectivos sus derechos 7 
acciones declarados bienes ocultos, sino que reclamé y exigí el 
nombramiento de peritos por el Consejo de Estado, de confor- 
midad con lo estipulado en la clásula novena del contrato que 
me ligaba a la Nación; y que el Ministerio, en vez de acteder a 
mis justas peticiones, me revocó los poderes para decir con pos- 
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terioridad: “en vista de que el señor Martínez L. no es hoy apo- 
derado de la Nación, no es el caso de resolver lo pedido en el 
anterior memorial, mientras el nuevo representante de la Nación 
no se haga parte.”; y prueban también esos documentos que 
hasta el último momento que ejercí los poderes de la Nación 
velé por sus derechos y porque el Gobierno no los comprometiera 
con medidas ilegales, al mismo tiempo que en ellos se halla la 
constancia que manifesté que “en nombre de mi mandante y en 
el mío propio me reservaba el derecho de ejercitar la acción 
judicial respectiva,” ordenando el Ministerio que tal aviso se 
agregara a sus antecedentes, mucho antes de revocarme los po- 
deres. Y prueban dichos documentos y antecedentes del presente 
Juicio que para la efectividad de mis derechos, para que se me 
reconocieran y pagaran mis honorarios de conformidad con lo 
pactado en el contrato referido, necesitaba acudir al Poder Ju- 
dicial, como forzosamente he tenido que hacerlo. 


En los folios 9 a 18 del mismo cuaderno de mis pruebas 
en el primer debate, obra el despacho 1.115, diligenciado por el 
Notario 5* del Circuito de Bogotá con las copias auténticas, de- 
bidamente registradas, de las escrituras públicas números 360 
y 631, de 30 de junio de 1921 y de 25 de mayo de 1925, respec- 
tivamente, pasadas ambas ante él, con las cuales pruebo no so- 
lamente que los poderes que ejercía contractualmente como man- 
datario de la Nación eran tan amplios y completos, que no ne- 
cesitaba consultar ninguna acción de las que a mi juicio convi- 
nieran a la efectividad de los derechos de la Nación, ante todos 
los poderes públicos, poderes amplísimos otorgados según la inter- 
pretación honrada que las partes habíamos dado al contrato 
materia de la presente litis, sino que en el poder complementario, 
el propio Ministro doctor Jesús M. Marulanda “manifestó que 
por el presente público instrumento hace extensivo a nombre 
del Gobierno Nacional el poder otorgado por medio de la eseri- 
tura número 360 de treinta de junio de mil novecientos veintiuno, 
otorgada en la Notaría 5* de esta ciudad a favor del señor don 
Jorge Martínez L., varón, mayor de edad y vecino también de 
esta ciudad, a todas las gestiones, intervenciones que fuere me- 
nester para la defensa de los intereses del Estado por razón de 
acciones, pleitos o reclamaciones que se promuevan contra la 
Nación como consecuencia y efecto del cumplimiento y práctica 
de las estipulaciones contenidas en el contrato que sobre de- 
_nuncia de bienes ocultos celebró el Gobierno Nacional con el 
mentado señor Martínez L. En consecuencia, queda éste investido 
de plenos poderes no sólo para promover nuevas acciones, sino 
también para contestar las demandas que se establezcan contra 
la Nación, para oponerse a las acciones que The Colombian Nor- 
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thern Railway Company Limited, o cualquiera persona o entidad 
cesionaria de esta Empresa inicie contra la misma Nación. Pre- 
“ente el señor Jorge Martínez L., varón mayor de edad, vecino 
de esta ciudad, a quien igualmente conozco, manifestó la acep- 
tación del anterior poder complementario del otorgado en la 
escritura de 30 de junio de 1921 citada atrás...” Ahora, en el 
mismo exhorto, con la escritura pública número 896, pasada 
ante el mismo Notario el veinticuatro (24) de julio de 1925, 
escritura de revocación de los poderes relacionados, queda pro- 
bado el hecho fundamental que alego para demandar el cum- 
plimiento del contrato en la forma que lo hice en el primer libelo 
de demanda. 


De folios 19 a 69 inclusive, obra de la copia auténtica de: 
la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia el 1? 
de diciembre de 1923, en el juicio ordinario que como apoderado 
de la Nación, inicié y adelanté hasta su terminación, contra The 
Colombian Northern Railway Company Limited, con sus noti- 
ficaciones y notas del registro o incorporación de ella en los 
libros correspondientes de las Oficinas de Registro de los Círculos 
de Bogotá, Chía y Zipaquirá. Con ella pruebo el derecho que 
tengo a que los honorarios acordados en el contrato materia. 
de la controversia se me reconozcan y paguen como lo tengo 
pedido, porque en las peticiones respectivas solamente he rela- 
cionado las prestaciones que alcancé como mandatario de la Na 
ción; y porque si alguna de esas prestaciones no se hicieran 
efectivas sería por causa de la revocación de los poderes que 
ejercí en forma contractual y que me fueron revocados como 
queda comprobado. En su oportunidad, al relacionar otra de las 
pruebas aducidas, diré cuál es la razón que tuve para pedir otras 
cosas en el primer libelo de demanda. r 


De los folios 19 a 69 inclusive, obra la copia auténtica de 
en el libelo referente a los honorarios, obran la copia del oficio 
número 2.562 del 10 de marzo de 1924, de la Procuraduría Ge- 
neral de la Nación, en el cual manifiesta el señor Procurador 
que coadyuvaba las acciones iniciadas por mí, el auto de la 
Corte de fecha 12 de marzo de 1924, mi memorial como apode- 
rado de la Nación relacionando los juicios indicados, y el auto 
de la Corte de fecha 15 ibídem, que ordenó agregar sendas copias 
de la nota del señor Procurador a los diversos: juicios que yo 
adelantaba como apoderado de la N ación. Estos documentos prue- 
ban que desde que consideré ejecutable la sentencia de 1* de 
diciembre de 1923, inicié su ejecución; y que si hay todavía sin 
hacer efectivas algunas prestaciones, se debe a que el Gobierno 
me revocó los poderes y decretó una indemnización a favor de 
la Compañía vencida judicialmente, indemnización que el GoxW. 
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bierno dispuso se pagara con el valor de aquellas prestaciones. 
estableciendo compensaciones sin mi voluntad, con parte de lo 
que me corresponde según las obligaciones contractuales. 


En los folios 72 al 127 obra el despacho número 1.114, dili- 
genciado por el Notario 2* de Bogotá, o sea la copia auténtica 
de la escritura pública número 1.695 de fecha 14 de julio de 
1925, debidamente registrada, o sea el instrumento público por 
medio del cual se protocolizaron en esa Notaría las resoluciones 
ejecutivas sobre la caducidad del privilegio y de la concesión 
referentes al ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, las resoluciones. 
dictadas en desarrollo y ejecución de aquéllas y el acta de recibo 
y entrega del ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá. Esta es la prueba 
de que, conforme las declaraciones contenidas en las propias 
resoluciones ejecutivas, fue acción iniciada y adelantada e im- 
puesta por mí como mandatario de la Nación en forma contrac-- 
tual, la de la caducidad decretada administrativamente; pero 
que opuse todos los medios legales para evitar que se decretara 
la indemnización aludida; y que mientras judicialmente no se 
improbara tai indemnización y en la forma ordenada, nc pueden 
hacerse efectivas las prestaciones que condenaron a The Colom- 
bin Northern Railway Company Limited. Luégo he pedido que 
se me reconozcan los honorarios. correspondiente, porque fue en 
virtud de mis gestiones que entró al patrimonio del Estado el 
Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, con su usufructo consolidado 
a la nuda propiedad durante el resto o saldo de la concesión y 
del privilegio, o sea desde el 14 de julio de 1925 y por setenta y 
dos (72) años más, que faltan para completarse los noventa: y: 
nueve (99) que se habían otorgado. Esta prueba, pedida y de- 
Gcretada en el otro debate, la haré valer al considerar lo pedido 
en el otro libelo de la demanda acumulada. 


Del folio 128 al 206, inclusive, obra el exhorto número 1.120, 
diligenciado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
O sea la memoria que el Ministro del ramo rindió al Congreso 
Nacional en sus sesiones ordinarias de 1925, debidamente auten- 
ticadas, y la copia auténtica de la parte de dicha memoria refe- 
rente al Ferrocarril del Norte de Bogotá a Zipaquirá. Con estos 
documentos confirmo y corroboro, con las declaraciones del Go- 
bierno al Congreso de la República, el derecho que tengo a pedir 
como lo hice respecto de los bienes presentados por efectos de 
la caducidad del dos y de la concesión del renosarl de 
Bogotá a Zipaquirá... 

Del folio 209 en adelante obran los Aútad referentes: al 
nombramiento y posesión de los peritos para la inspección ocular 
decretada en todos los juicios iniciados y adelantados ante esa: 
Superioridad en mi condición de mandatario de la Nación en 
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forma contractual; las actas originales de tal diligencia; la copia 
de la diligencia de entrega judicial de la antigua carretera del 
Norte que conducía de Chapinero al Puente del Común 5 y el 
dictamen pericial decretado en oportunidad. También presenté 
el contrato y el concepto del H. Consejo de Estado. 


Estas pruebas demuestran superabundantemente que yO 
cumplí con el mayor celo, diligencia, actividad y consagración 
sin precedentes, mis obligaciones contractuales; y de consiguiente 
mi derecho a que se me reconozcan y paguen mis honorarios como 
lo tengo pedido, es perfecto. 


La parte petitoria del segundo libelo es la siguiente: 

“Que se condene a la Nación o República de Colombia, de 
acuerdo con la doctrina del artículo 1.546—inciso segundo—del 
Código Civil, a cumplir el contrato celebrado entre el Gobierno 
Nacional y el suscrito demandante, de fecha 14 de diciembre de 
1920, y a pagarle al mismo suscrito demandante, en el tiempo 
que fije la sentencia, los daños y perjuicios causados a éste por 
la violación e incumplimiento del referido contrato por parte 
de la entidad demandada, por el valor que los estimen o avalúen 
peritos nombrados dentro de este mismo juicio.” 


Para probar los hechos en que fundé las peticiones que acabo 
de reproducir, pedí con citación del señor Procurador General 
de la Nación, y fueron evacuadas oportunamente, las siguientes 
pruebas: 


Aducidas por mí en el segundo juicio acumulado al de los 
honorarios. 


Como pruebas en este debate pedí que se tuvieran como re- 
producidas especialmente y que así se decretara de modo ex-. 
preso, como se decretó expresamente, antes que toda otra, las 
pruebas evacuadas en el juicio de los honorarios, inclusive la 
pedida por el señor Procurador General de la Nación, y que se 
tuvieron como aducidas por el demandante. 


Del folio 1 al 3 obra la copia auténtica de la Resolución de 
4 de abril de 1925, que me negó el derecho a la participación 
que me corresponde como honorarios de cuota litis en la suma a 
que ascendió el valor de la quinta prestación de la sentencia 
proferida por la Corte el ]* de diciembre de 1923, aun cuando 
el Gobierno reconoció expresamente que “di cuenta de haber 
obtenido la consignación en el Banco de la República y a la orden 
del Ministerio de la cantidad de $ 12.093,84, como capital co- 
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rrespondiente a la quinta prestación de la sentencia dictada por 
la Corte Suprema de Justicia en el juicio principal, y la de 
$ 812,27, como intereses sobre dicha suma durante la mora en 
el cumplimiento de lo ordenado en tal prestación”; y en esa Re- 
solución también se confesó “que la Corte Suprema, por su parte, 
confirma la información del General Martínez L. en el oficio 
que antecede y envía el recibo de la consignación hecha a favor 
del Ministerio en el Banco de la República.” 


Esta es la prueba primera de que el Gobierno, lejos de cum- 
plir el contrato honradamente, como lo manda la ley, que en vez 
de cooperar, como estaba y está obligado, para que el buen éxito 
coronara mis labores de mandatario de la Nación en forma 
contractual, se ha opuesto sistemáticamente a que yo alcance el 
triunfo negándome el más insignificante apoyo, y contribuyendo 
así, por el contrario, a que la contraparte pudiera triunfar por 
las dificultades económicas que necesariamente se me han pre- 
sentado para sostener tan larga, porfiada y costosa lucha. 


La negativa se fundó en que “la sentencia de la Corte Su- 
prema que puso fin (?) al juicio principal condena a prestacio- 
nes mutuas a la Nación y a la Compañía; y por lo mismo, mien- 
tras esa sentencia no se cumpla en su totalidad y se lleven a 
cabo las compensaciones a que haya lugar, no se podrá saber 
cuáles sean los bienes recuperados en definitiva por el Estado, 
que es sobre los que se haya de liquidar la participación del de- 
nunciante de ellos como ocultos. La suma que ahora se consigna 
a la orden de la Nación no entra al patrimonio de ella de modo 
definitivo....” 


Aquí tenéis, señores Magistrados, el más objetivo y protu- 
berante hecho de que el Gobierno, que disfruta hoy irrestricta- 
mente de la propiedad y del usufructo del Ferrocarril de Bo- 
gotá a Zipaquirá, no creía en el mes de abril de 1925 en la efec- 
tividad de la sentencia dictada por esa Superioridad el 1* de 
diciembre de 1923, aun cuando obligado por mi tesonera labor 
tuvo que declarar la caducidad administrativa del privilegio y 
de la concesión que usufructuaba la Compañía, y tuvo que aceptar 
y sostener en ese acto que el derecho para hacer efectiva tal ca- 
ducidad emanaba de esa sentencia despectivamente considerada 
hasta entonces. Pero impuesta tal caducidad, todas las labores 
del Gobierno tendieron y tienden a desconocerme mis derechos 
contractuales y a favorecer a la Compañía, regalándole no sola- 
mente lo que es de la Nación, sino que en parte es mío, y sin mí 
voluntad no se puede disponer. | 

Además, con la prueba que vengo comentando, demuestro 
«que pedida la reconsideración y revocatoria de tal resolución, el 
“Ministerio dictó la Resolución N* 13 de 28 de abril, en la cual 
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ce reafirmó la negativa fundándola en que “el caso es el mismo: 
que cuando un particular celebra con su'abogado de ocurrencia 
frecuente, que consiste en pactar que el segundo hace los gastos. 
del juicio y recibe, como honorarios, un porcientaje sobre lo. 
cbtenido en la sentencia, y ésta resulta desfavorable ya porque 
se rechace la pretensión (sic) del actor, ya porque las condo-. 
naciones sean recíprocas, no se ha ocurrido jamás al abogado: 
pretender que el cliente le pague el valor de sus honorarios en. 
el primer caso, o que se los reconozca solamente sobre la parte 
favorable en el segundo. Y si esto sucede en lo privado y; es lo. 
equitativo y racional, no ve el Ministerio por qué haya de deci-. 
dirse lo contrario en el:caso presente, únicamente porque el 
cliente sea la Nación, a quien, parece pensarse, que en todo caso 
hay derecho para perjudicar licitamente. (Así, señores Magis-- 
trados, he perjudicado lícitamente a la N ación!) Por otra parte, 
aun en el supuesto de que fuera llegada la oportunidad de orde- 
nar el pago, el Ministerio no podría hacer tal cosa a favor del. 
General Jorge Martínez L. ni del señor Vicente Saravia, a quien 
aquél indica, porque el señor Juez 1? Municipal ha comunicado 
a cste Despacho que tales derechos están embargados en favor 
de Jesús Antonio Gutiérrez...” 


Al folio 4 obra un certificado del Contralor General de. la 
República que acredita que los productos del Ferrocarril del 
Norte se llevan íntegramente a Rentas.. ., €s decir, que entran 
definitivamente al patrimonio del Estado desde el 14 de julio de 
POE 


Del folio 5 al 9 obran los documentos originales. que prue-- 
ban el incidente de las estampillas en el Ministerio de Agricul- 
tura y Comercio el año 1920, es decir, que desde el primer mo- 
mento se me opusieron obstáculos. 


Del folio 10 al 17 obra el contrato original, con el concepto 
original del Consejo de Estado, actuación original, y reforma. 


original del contrato en la cláusula undécima, causales de cadu- 
cidadiotí 


Del folio 18 al 28 obra la exposición denuncio original, con 
su actuación y auto de aprobación por el Ministerio. La expo- 
sición está dividida en los siguientes capítulos: Motivo del re- 
curso—Los bienes ocultos materia del presente denuncio—Privi- 
legio, concesión y derechos preferenciales—Condiciones materia= 
les—Garantías—Obligaciones—PENAS-—-Adiciones y modifica= 
ciones—La garantía—Los contratos leoninos—ANALIZO—Las 
acciones conducentes (de primera a octava) —CONCLUSION. 

Observaciones: En el primer capítulo (Motivo del recurso) 
hago presente: “una vez que han sido estériles las censuras, las. 
acusaciones y los denuncios públicos hechos con el ánimo de que: 
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la Nación "recupere lo que se ha sustraído de su dominio por 
actos de maliciosa usurpación y por incuria o complicidad de 
las autoridades, he resuelto acogerme al recurso del denuncio 
de bienes ocultos, con el propósito de que se me invista de las 
prerrogativas que concede el artículo 1.491 del Código Judicial 
para poder instaurar y hacer efectivas las acciones del Estado, 
“con el concurso de los Agentes del Ministerio Público, Agentes 
que hoy se oponen a que un simple ciudadano vele por los dere- 
chos de la Nación en uso de la acción popular, y que se niegan 
a promover la más tenue investigación judicial, con la restricta 
interpretación de la Ley que exige la venia del Gobierno y las 
órdenes e instrucciones precisas para adelantar ciertos juicios 
€ Investigaciones, pero que ellos la aplican en todos los casos. 
“Pretendo, con este recurso, romper el círculo vicioso a que 
aludo, y que “como interesado” se me permita y se me ayude a 
recuperar cuantiosos bienes nacionales, a fin de que con esos 
caudales públicos que han encontrado dueños egoístas y codi- 
-closos que explotan con ellos a sus legítimos propietarios, se 
atienda a la construcción eficiente (sic, eficiente, empleado como 
finalidad de mi propósito antes del Gobierno del General Ospi- 
na) de las vías estratégicas y comerciales de la República...” 


“Los bienes ocultos materia del presente denuncio. 


“Celebró el Ministerio de Fomento de la República de Co- 
lombia un contrato para la construcción de un ferrocarril entre 
Bogotá y Zipaquirá con don Juan María Fonnegra, el día 26 
de febrero de 1889. En ese contrato se incorporó el celebrado 
- por el señor Fonnegra con el Gobierno del extinto Estado de 

«Cundinamarca, que le daba el privilegio para la construcción, 
.eouipo y explotación del mismo Ferrocarril de Zipaquirá, “vista 
la Ley 30 de 1884 del extinto Estado Soberano de Cundinamarca. 
y teniendo en consideración las amplias autorizaciones concedi- 
das al Poder Ejecutivo por las Leyes 69 de 1871, 52 de 1872, 89 
de 1873, 31 de 1874, 62 de 1878 y 718 de 18830.” Además de esta 
formal y precisa declaración, que se halla consignada en el 
«preámbulo del contrato del 26 de febrero de 1889, se reafirmó 
su espíritu y esencia en el artículo veintiocho (28), que dice: 
“Queda vigente en todas sus partes el contrato celebrado con 
fecha veinte (20) de octubre de mil ochocientos ochenta y cuá- 
tro (1884), entre el concesionario y el Gobierno del extinto Es- 
tado Soberano de Cundinamarca. con las ono de que 
: halla la citada Ley -.30 del mismo año.' 

- Así determiné el bien oculto denunciado; en el capítulo si- 


E o lante analicé, separé y destaqué lo que es el privilegio, lo que 
: es o constituye la concesión y los derechos preferenciales. ** 


En el capítulo Condiciones materiales, determiné con preci- 
sión cuáles eran las obligaciones principales a cargo del conce- 
sionario sobre construcción; cuáles los derechos del Estado; 
cuáles las violaciones sustanciales del constructor, ete. 

En el capítulo Garantías - Obligaciones - Penas, determiné 
sintética y claramente, cuáles eran las causales de caducidad del 
privilegio y de la concesión, y terminé con estas dos líneas: “Como 
pena se estipuló la caducidad del privilegio y de la concesión, 
caducidad que podría declarar el Poder Ejecutivo.” (Folio 20 del 
cuaderno de pruebas del juicio sobre perjuicios). 

Con verdadera síntesis y en el lenguaje más claro y preciso, 
indiqué. cuáles fueron las adiciones y modificaciones sustancia- 
les al primitivo contrato, demostré que se aumentaron las esti- 
pulaciones graciosas de la concesión; al estudiar separadamente 
el asunto de la garantía, lo hice para demostrar que “... El ferro- 
carril quedaba especial y expresamente hipotecado para el pago 
a que ascienda el auxilio.” Y agregué: “Muy lógico es que no se 
exigiera la fianza por el privilegio de construcción de ferroca- 
rriles, tranvías, cables, etc., durante los cuarenta y cinco (45) 
años, ni por la concesión de la explotación y usufructo de la Em- 
presa en los 99 años, por cuyo privilegio y concesión debería 
dar la Empresa al Gobierno el porcientaje acordado, pues de no — 
cumplirse con. este compromiso, el Gobierno podía declarar la 
caducidad del privilegio y de la concesión y entrar a disfrutar 
de su propiedad, explotación, etc.” | 

Y cerré el capítulo con estas palabras: “Dejo esta constan- 
cia antes de considerar los nuevos contratos.” 

Al estudiar los contratos leoninos, destaqué la cláusula dé- 
cima segunda del que lleva fecha de 15 de junio de 1892, para 
hacer constar: “Quedaron, de consiguiente, vigentes, las obliga- 
ciones que había contraído el concesionario, y las penas esta- 
tuídas para el caso de su incumplimiento.” Y a] considerar el 
contrato de 21 de abril de 1897, elevado a escritura pública el 28 
de los mismos bajo el número 695, pasada ante el Notario 2* del 
Circuito de Bogotá, demostré que solamente se había cambiado 
la garantía hipotecaria por una especial prendaria, y que el Go- 
bierno había quedado con el derecho de cobrar unos dividendos 
equivalentes al 40% de las utilidades de la Empresa; y en el 
capítulo que denominé “Analizo,” indiqué en dónde se hallaba 
especial y específicamente la oscuridad u ocultación de los de- 
rechos del Estado. 

En el capítulo “Las acciones conducentes”, establecí lo si- 
guiente: “Fundándome en lo que dejo expuesto paso a indicar 
cuáles son las acciones que, en mi concepto, deben instaurarse 
para recuperar los bienes ocultos materia de este denuncio; y 
aun cuando para instaurarlas me asesoraré de eminentes aboga- 
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dos versados en la ciencia del Derecho, y en la demanda y 
Juicio deberé ser apoyado, aconsejado y guiado por el señor 
Procurador General de la Nación, me acojo al principio funda- 
mental: “Pruebe el demandante el hecho que el Juez aplicará 
el derecho,” consagrado en los artículos 265 y 932 del Código 
Judicial. Debo hacer constar, además, que ni el Gobierno ni 
ninguno de los Agentes del Ministerio Público han instaurado 
ninguna de las múltiples y eficaces acciones que la ley estableció 
para hacer efectivos los derechos del Estado; y que los diferentes 
contratos, resoluciones y escrituras públicas que marcan la huella 
de estas negociaciones revestidas de las ritualidades y solemni- 
dades para que surtieran sus efectos legales en favor de los ven- 
turosos privilegiados concesionarios, sólo han servido para hacer 
oscuros los primitivos títulos y prerrogativas de la Nación, como 
lo tengo demostrado. Se necesitaba de la clasificación y separa- 
ción que he hecho, para demostrar los derechos incontrovertibles 
-que tiene la Nación sobre los bienes materia de este denuncio.” 


Con este preámbulo, con postulados tan fundados en el de- 
recho y en la lógica, la indicación de las acciones, hecha en la 
misma exposición, ho podía contener todas las que en tal situa- 
ción se pudieran iniciar, sino formulada en la forma general en 
que lo hice para demostrar la verosimilitud o eficacia de las que 
“se siguieron tanto por la vía judicial como por la administrativa 
y por otras, porque podría suceder, como ocurrió varias veces 
durante la larga controversia, que los Jueces hallaran improce- 
deñtes unas acciones pero que en sus fallos indicaran cuáles 
podrían prosperar, o que en la ejecución de las diversas senten- 
ciás o providencias que dictaran y que hubiesen de ejecutarse, se 
hiciera necesario e indispensable la iniciación de diversas accio- 
nes, muchas de las cuales no habrían podido preverse a la inicia- 
ción del juicio administrativo de bienes ocultos. 


Por esta razón, el artículo 30 del Código Fiscal dispone en 
su numeral “b) Que hecha la declaración en el sentido afirma- 
tivo, el Ministerio debe investir al denunciante de la personería 
necesaria para hacer efectivos los derechos del Estado, y orde- 
nar al respectivo Agente del Ministerio Público que coadyuve 
la acción o acciones necesarias al efecto.” 


| En los primeros días en que el Ministerio de Agricultura y 
Comercio conoció de este negocio, como lo atestigua el incidente 
de las estampillas cuya actuación original obra en autos, todo . 
fue adverso a mis pretensiones; pero cuando mis escritos y las 
“pruebas que aduje fueron estudiadas, el buen criterio y la hono- 
-rabilidad de aquellos funcionarios del Estado me dieron toda 
-elase de garantías. Terminado el juicio administrativo me pidie- 
ron que explicara de viva voz el alcance de algunas acciones. 
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especialmente de la “octava,” y hallando justificable mi razo- 
namiento se dispuso otorgarme los poderes en la forma amplí- 
sima que consta en autos, “para que iniciara y siguiera hasta 
.su término completo, ante todos los Poderes Públicos, las aecio- 
nes de toda clase que creyera oportunas...” | 


Pero en esta litis, en donde el Gobierno ha sostenido que 
la acción de la caducidad no fue indicada ni iniciada en virtud 
del contrato de 14 de diciembre de 1920, ni sometida al Minis- 
«terio del ramo y menos aprobada por éste, y que por tal razón 
no se pidió al H. Consejo de Estado que nombrara los peritos que 
avalúen los bienes recuperados, debo hacer constar que en esa 
“octava acción” aprobada expresamente, sí determiné que “la 
caducidad del privilegio y de la concesión para usufructuar y 
explotar el Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá... es y era la 
principal, a mi juicio, pero que debía instaurarse como subsi- 
diaria si no había razones para invertir el orden.” Es decir, que 
se requería primero el ejercicio y eficacia de otras acciones, y 
que en todo caso, aun cuando se llegara al convencimiento de 
que el Gobierno podía y debía declarar la caducidad administra- 
tiva, era a la Corte Suprema de Justicia a quien convenía pedir 
la confirmación del derecho de declarar tal caducidad en dicha 
forma, y que pusiera, en virtud de la caducidad consumada, 
.al Representante de la Nación “en posesión de la Empresa 
con todos sus materiales, anexidades, dependencias, etc., ete.” 
Haciendo constar: “Quizá el Gobierno, cuyo representante ce- 
lebró el contrato en referencia, sabiendo o debiendo 'saber el 
vicio que lo invalidaba,” no puede alegar la nulidad del acto; 
pero mi condición de denunciante del bien oculto me da todo el 
derecho y poder para instaurar la acción.” | 


¿Habría prosperado la acción declarada procedente por el 
Gobierno, de la caducidad administrativa, sin que judicialmente 
se hubiera anulado el contrato de transacción de 22 de septiem- 
bre de 1905, y sin que judicialmente se hubiera interpretado el 
artículo 111 del contrato de 21 de abril de 1897, tal como se 
decretó la nulidad del primero y se interpretó el segundo en la 
sentencia del 1* de diciembre de 1923? Yo sostengo que nunca 
Jamás; aun más, yo afirmo que declarada la caducidad como se 
hizo, era indispensable seguir el juicio que inicié y que tánto 
sulfuró al Ministro de Hacienda o a quien lo aconseja jurídi- 
camente, porque sin existir un contubernio escandaloso de los 
representantes de la Nación con los de la Compañía, era impo- 
sible adivinar que éstos dejaran prescribir la acción civil contra 
tal acto del Gobierno, contentándose con la indemnización de- 

cretada en él ilegalmente, sólo con el propósito de perjudicar- 
me. Y sigo exhibiendo las pruebas de mi plenario; y 
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Del folio 29 al 34 obra la primera Vista del señor Procu- 
rador General sobre mi denuncio de bienes ocultos, Vista de la 
cual se me dio traslado por el Ministerio el día 4 de febrero de 
1921, y que rebatí en mi escrito del 5 del mismo mes, que ori- 
ginal obra en los folios 30 y 32 del mismo cuaderno de mis prue- 
- bas. Con ese escrito acompañé las pruebas que echaba de menos 
el señor Procurador, pruebas que amplié todavía más el Y de 


marzo siguiente con el memorial que obra con los documentos * 


anteriormente indicados, al folio 33, agregado a los autos y des- 
glosado en la forma legal, como consta al folio 34 del mismo 
cuaderno de mis pruebas. 

Del folio 35 al 37 obra el concepto de fondo del señor Pro- 
curador General, fechado el 18 de mayo de 1921, concepto de 
fondo que, aun cuando termina diciendo: “En virtud de lo ex: 
puesto conceptúo que no es el caso de declarar que son ocultos 
los bienes a que se refiere la susodicha exposición del seño1 
Martínez,” reconoció expresamente: “En su exposición analiza 
el denunciante varios convenios celebrados por el Gobierno con 
la Compañía constructora y explotadora del Ferrocarril del Norte; 
deduce que ésta no ha cumplido varias estipulaciones; y enuncia 
las acciones que, a su juicio, serían conducentes a obtener el 
pago de diversas sumas que ella le debe a la Nación, la cance- 
lación de títulos de baldíos, la demostración de que la línea no 
reúne las condiciones técnicas estipuladas y la caducidad del pri- 
wilegio...” Y enumera así dichas acciones: “.... 8* Que, como 
consecuencia de la caducidad del privilegio, debe pedirse tam- 
bién que se ponga a la Nación en posesión de la Empresa con 
todos sus materiales, anexidades, dependencias, etc.”... 
Llevada a mi conocimiento la Vista de fondo del señor Pro- 
curador General de la Nación, elevé el memorial de fecha 24 de 
"mayo del mismo año, memorial que, desglosado en debida forma, 
cbra original de folios 38 al 40 de este mismo cuaderno de mis 
“pruebas; y ya había refutado a espacio el erróneo concepto del 
mérito y valor que tal alto Funcionario reconocía al contrato de 
transacción de 22 de septiembre de 1905, del erróneo concepto 
de que tal acto había sido llevado a cabo con las facultades ex- 
traordinarias del Gobierno por estar entonces el país bajo el 
estado de sitio. Además, presenté la copia auténtica del memorial 
«que había elevado al mismo Procurador General de la Nación 
el día 26 de mayo de 1920, mucho antes de haber celebrado: con 
el Gobierno Nacional el contrato de bienes ocultos materia de 
este debate judicial, documento que con la Resolución de dicho 
funcionario, obra en autos a folios 41 y 42 del mismo cuaderno, 
como también obra en autos el memorial relacionado anterior- 
“mente, en copia compulsada por la Secretaría de esa honorable 
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Sala, memorial en que hice el análisis moral y legal de la famosa. 
transacción, bajo el epígrafe El Talón de Aquiles. Y en el me 
morial elevado al señor Procurador General dije, entre otras. 
cosas: “... Considero que debe usted tomar la defensa de los 
intereses de la Nación, porque la Ley 30 de 1884 (12 de di- 
ciembre) expedida por la Asamblea Legislativa del Estado So- 
berano de Cundinamarca, que aprobó el privilegio de que hoy 
disfruta la prenombrada Empresa, dice en su artículo 17: “Ca- 
ducará este privilegio en caso de que los concesionarios no llenen 
los compromisos contraídos en los artículos 5 y 6 del presente 
contrato, cuya caducidad podrá declarar el Poder Ejecutivo del 
Estado”, pues no hubo quien lo hiciera efectivo y a los concesio- 
narios se exoneró de toda fianza, multa o pena, recibiendo los 
trayectos construídos de la obra, y pagándoles subvenciones, sin 
que se cumpliera el artículo 8* del contrato, que expresa las con- 
diciones que debería reunir el ferrocarril desde el día que se 
diera al servicio público cada kilómetro-..” 


En este sitio, para que resalte y poder hacer luégo algunos 
comentarios, voy a insertar lo que ha dicho el actual Ministro 
de Hacienda y Crédito Público al diligenciar el exhorto de la 
Corte número 1.149, visible a los foliós 57 y 58 del mismo cua- 
derno de mis pruebas: 


“.. El suscrito Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
en atención al exhorto número 1.149 de la Corte Suprema de 
Justicia, Certifica: Que el Ministerio no pidió al Consejo de 
Estado el nombramiento de peritos que avaluaran el tramo del 
ferrocarril comprendido entre Bogotá y Zipaquirá, porque no 
era el caso de dar cumplimiento a la cláusula novena (9%) del 
contrato celebrado con el señor Martínez L., pues la declarato- 
ria de caducidad de la concesión y el privilegio referentes al Fe- 
rrocarril del Norte, como consecuencia de la cual pasó el ferro- 
carril a poder de la Nación, no fue resultado de ninguna acción 
emanada del contrato, aprobada por el Ministerio o intentada 
por el contratista. Bogotá, marzo 15 de 1926. (Fdo.) Jesús M. 
Marulanda.” 


Con las pruebas exhibidas hasta ahora ya está probado lo 
siguiente: 

Que el señor Ministro de Hacienda y Crédito Público se 
ha negado a reconocerme los honorarios de cuota litis sobre sumas 
líquidas que ya entraron definitivamente al patrimonio del Es- 
tado en virtud de mis gestiones, gestiones en las cuales yo he 
sufragado todos los gastos, según lo estipulado en el contrato; 
que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público se ha negado 
insistentemente a pedir al H. Consejo de Estado que designe 
los peritos avaluadores de los bienes muebles y fiscales que han 
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entrado definitivamente al patrimonio del Estado en virtud de 
mis gestiones, habiendo hecho yo todos los gastos Judiciales y 
extrajudiciales que dieron tales resultados; que el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público contestó a varias y reiteradas 
peticiones mías anteriores al día en que me revocó los poderes, 
contestación posterior al día en que dichos poderes me fueron 
revocados, en la siguiente forma: 

“Bogotá, julio 24 de 1925. En vista de que el señor Jorge 
Martínez L. no es hoy apoderado de la Nación, no es el caso de 
resolver lo pedido en el anterior memorial, mientras el nuevo 
representante de la Nación no se haga parte.”; y que obligado 
durante la secuela del juicio a que dijera categóricamente si 
había dado cumplimiento a dicha obligación, contestó en la forma 
transcrita. 

Salta a la vista la pretensión de obrar en estas cuestiones - 
con la facultad de ¿mperium, cuando el Gobierno no puede obrar 
en estos casos sino como representante de la persona jurídica 
Nación, como parte, al tenor del contrato materia de la contro- 
versia, que en lo pertinente dice: “Los suscritos, Jesús del Co- 
rral, Ministro de Agricultura y Comercio, debidamente autori- 
zado por el señor Presidente de la República, por una parte, que 
en adelante se llamará el Gobierno, y Jorge Martínez L., en su 
propio nombre, por otra, que se llamará el Contratista, hacemos 
constar que hemos celebrado el contrato contenido en las siguien- 
tes cláusulas:....” 

Ahora, la cláusula undécima, dice: 

“Undécima.—En caso de que el denunciante abandone o 
descuide su acción por el término legal, se entenderá que renun- 
cia sus derechos, y la Nación podrá ejercitar sus acciones por 
medio de sus agentes.” 

Y no habiendo abandonado ni descuidado mi acción, es decir, 
no habiendo renunciado a mis derechos, cómo pretende el Go- 
bierno que podía ejercer o ejercitar sus acciones por medio de 
sus agentes? 

Con un plenario que apenas llevo desflorado y que hace 
contraste con el desierto que marca el de la contraparte, he de- 
seado probar no solamente los hechos enumerados en los libelos 
de mis demandas, sino sacar verídicas y ténues “las premisas” 
de que habla el señor Procurador General en sus escritos de con- 
testación; y no puedo suponer que hoy se atreva a sostener la 
atrevida afirmación del Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
ya que el joven jurisconsulto que es hoy cabeza del Ministerio 
Público rinde ferviente culto a la verdad, que en este juicio he 
exhibido documentos originales de la misma Procuraduría, a. 
más de que el mismo Ministerio de Hacienda ha expedido copias 
auténticas de documentos de la mayor excepción, documentos 
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que enervan y desvirtúan sus apasionadas, intencionadas y ma- 
lévolas declaraciones. 


Ha llegado, pues, la oportunidad de aludir a algunas de las 
pruebas ya relacionadas en el primer debate sobre honorarios, 
pruebas que se consideran reproducidas en este juicio, según 
lo ordenó el punto primero del auto ejecutoriado de fecha 5 de 
marzo próximo pasado, visible al folio 44 de este cuaderno últi- 
mamente considerado: 


De la memoria del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
al Congreso de 1925, páginas 40 y 41, que obra además en copia. 
“Ferrocarril del Norte 

“La administración ejecutiva que se inició el 7 de agosto 
de 1918 y que fue presidida por el Excelentísimo señor don Marco 
Fidel Suárez, declaró bienes ocultos de propiedad de la Nación 
los derechos denunciados por el señor Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company Limited, provenien- 
tes de los contratos celebrados por el Gobierno Nacional con dicha 
entidad y con sus antecesores para la construcción y explotación 
del Ferrocarril entre Bogotá y Zipaquirá; y como consecuencia 
de esa declaración, formulada después de un detenido estudio 
del asunto, y del contrato celebrado con el denunciante, se otorgó 
a éste el poder necesario para hacer efectivos en favor del Es- 
tado los derechos de que se ha hecho mención. 


“El apoderado inició ante la Corte Suprema de Justicia un 
juicio ordinario que terminó con la sentencia de 1* de diciem- 
bre de 1923, en la que se condenó a la Compañía al tenor de 
varias peticiones de la demanda; y solicitó en repetidas ocasio- 
nes del Poder Ejecutivo que declarara la caducidad del contrato 
sobre concesión y privilegio del llamado Ferrocarril del Norte, 
solicitud a que, después de varios incidentes, fue preciso acce- 
der. De suerte, pues, que la sentencia condenatoria de la Corte 
Suprema y la resolución ejecutiva de caducidad del contrato son 
apenas resultados naturales y directos de la declaración de bienes 
ocultos a que se ha hecho referencia, y del poder que! para recu- 
perarlos se otorgó al señor Martínez L., como antes se dijo. 

“Colocado el Gobierno ante la situación de hecho y de dere- 
cho creada por la anulación del contrato de transacción de 1905 
decretada por la Corte, e instado ahincadamente por el apode- 
rado de la Nación para que hiciese la declaración administrativa 
de caducidad del contrato, debió examinar cuidadosamente la 
cuestión, lo que hizo durante varios meses, hasta formular un 
proyecto que fue sometido sucesivamente al estudio del Consejo 
de Ministros y del Procurador General de la Nación. Algunas 
consideraciones relacionadas con la ejecutoria de la sentencia de 
la Corte demoraron por entonces la decisión del Poder Ejecutivo; 
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mas cuando ya la providencia citada estuvo en firme, se llevó 
a cabo un nuevo análisis del problema, y, como consecuencia, 
se dictó la Resolución número 4, de 4 de mayo de 1925, que 
declaró caducados el privilegio y la concesión discutidos, Y Or- 
denó notificar al representante legal de la Compañía que debía 
proceder a entregar al Gobierno Nacional, dentro del término 
de un mes, el ferrocarril, con su equipo, materiales, zonas, etc. 
| “El apoderado de la Compañía, en extenso memorial, pidió 
que se reconsiderara y revocara la providencia anterior; pero 
._meditados y rebatidos serenamente los argumentos de aquél y 
ponderadas con frialdad las razones del Gobierno, fue preciso 
concluír que lo resuelto al principio era lo equitativo y lo legal, lo 
que los intereses de la justicia y las conveniencias nacionales re- 
clamaban, y lo que imponía el cumplimiento de los deberes anexos 
a la función gubernamental, por más, que ello pudiera descono- 
cer situaciones de hecho que parecían legalizadas ya por el trans- 
curso de los tiempos. El apoderado de la Nación solicitó tam- 
bién que se reformara la Resolución de que se trata; pero no 
fue posible acceder a lo pedido, porque se oponían a ello elemen- 
tales principios de justicia....” 


Ahora voy a exhibir con las pruebas que obran en estos 
mis cuadernos de pruebas en el proceso, cuál fue la gestación 
de la caducidad, y cuál el momento preciso en que se concibió 
la violación del contrato, y con qué se pretendió cohonestar tan 
reprobable conducta: 


“El infranscrito Secretario del Ministerio de “Hacienda y Cré- 
dito Público, en cumplimiento de la resolución que antecede, 
expide la siguiente copia: “Resolución N* 6.—Ministerio de Ha- 
cienda y Crédito Público.—Sección 1?*—Bienes Nacionales y Ocul- 
tos.—Bogotá, enero 31 de 1925.—El señor Jorge Martínez L., 
en su carácter de apoderado general de la Nación, constituído 
por instrumento público número 360 de la Notaría 5* de Bogotá, 
de fecha 30 de junio de 1924, y por medio de los precedentes 
memoriales, pide a este Ministerio que por conducto del Minis- 
terio de Obras Públicas, se haga practicar una inspección ocular 
escrupulosa, sobre la línea del Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, 
debiendo hacer la comisión designada al efecto la mensura de la 
vía principal y determinar el kilometraje exacto de estación 
a estación. Funda su solicitud en varias razones de diverso orden: 
y especialmente en la séptima acción de la exposición presentada 
ente el Ministerio de Agricultura y Comercio, con motivo del 
denuncio de bienes ocultos referentes al Ferrocarril del Norte, 
extre Bogotá y Zipaquirá. Nombra, por su parte, perito para 
que intervenga en la inspección y mensura solicitada, al inge- 
niero doctor Benjamín Dussán Canals. Pide, igualmente, que se 
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dé principio a la diligencia de inspección y mensura, desde la 
estación terminal de Zipaquirá hasta la estación central de Bo- 
gotá, que estaba al servicio antes de construírse la estación de 
pasajeros recientemente abierta al servicio público.—Para re- 
solver se considera:—+El peticionario es apoderado de la Nación, 
de acuerdo con el instrumento anteriormente citado, y en la ex- 
posición presentada y aceptada por el Ministerio de Agricultura 
y Comercio, indica el denunciante la necesidad de verificar la 
mensura de la vía del expresado Ferrocarril de Bogotá a Zipa- 
quirá. Expresa igualmente que la nombrada acción debe ser 
administrativa, y consiste ella en disponer que una comisión de 
ingenieros practique una inspección minuciosa y medición de la 
vía. Según resulta de lo pactado en el contrato de 15 de junio 
de 1892, artículos cuarto y quinto, se fijó aproximadamente el 
número de kilómetros de la vía entre Bogotá y Zipaquirá, de 
suerte que es indispensable en la actualidad fijar de modo pre- 
ciso el número de kilómetros que verdaderamente tiene la vía 
principal, entre la estación central de Bogotá y la de Zipaquirá. 
Por otra parte, el apoderado de la Nación hizo reserva especia! 
en la exposición en que efectuó el denuncio del bien oculto, a 
efecto de que la séptima acción indicada con el fin de hacer efec- 
tivos los derechos del Estado sobre los bienes denunciados y 
declarados ocultos por el Gobierno. Es, pues, el caso de que el 
Ministerio está en el deber legal de secundar la iniciativa del 
denunciante, quien hace uso de la acción administrativa. Este 
Despacho carece de personal idóneo en el ramo de ferrocarri- 
les, por lo cual se halla en la necesidad de acudir al Ministerio 
de Obras Públicas para que haga la designación de ingenieros 
que, en asocio del doctor Benjamín Dussán Canals, practiquen 
la diligencia. Por lo tanto, el Ministerio Resuelve: Remítanse ori- 
ginales los memoriales presentados por el señor Jorge Martí- 
nez L. al Ministerio de Obras Públicas, para que se sirva nom- 
brar una comisión de dos ingenieros que, en asocio del nombrado 
por el apoderado de la Nación, practiquen la diligencia de ins- 
pección y mensura pedidas, y rindan los informes del caso, de 
acuerdo con lo que es materia de la solicitud. Todo lo actuado 


debe ser devuelto original. Cópiese y cúmplase. (Fdo.) Jesús ES 
Marulanda de 


En esta copia se hallan insertos los informes rendidos por 
los ingenieros que practicaron la diligencia, y con tales piezas 
comprobé ante el Ministerio que el ferrocarril mencionado no 


reunía las condiciones técnicas estipuladas en el contrato de con- 
cesión y privilegio. 


Esta acción administrativa, como consta en su fecha, la es- 
taba adelantando en diciembre de 1924, y en enero de 1925 se 
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decretó, de conformidad con lo pedido al Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público; que solamente la ejercía en apoyo de las pe- 
ticiones o acción iniciada el 26 de enero de 1924, que el mismo 
Ministerio se había negado a acoger por medio de la Resolución 
N* 24 de fecha 21 de marzo de 1924, comunicada en el oficio 
que original obra en autos, resolución que tuve que demandar 
como apoderado de la Nación ante lo Contencioso Administra- 
tivo, Consejo de Estado, que la anuló por sentencia del 4 de 
agosto de 1924, que obra en autos debidamente autenticada, en 
copia expedida por aquel Tribunal a virtud de exhorto librado 
en el presente juicio, de folio 13 al 124 del segundo cuaderno 
de mis pruebas; que como consecuencia del fallo mencionado del 
Consejo de Estado, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
tuvo que dictar las Resoluciones números 59 y 66 de 1924, que 
publicadas en el “Diario Oficial” números 19.717 y 19.747, que ' 
obran en los. autos debidamente autenticados desde que inicié 
ambos juicios contra la Nación, resoluciones intocables desde 
su ejecutoria y que imponían la declaratoria de caducidad desde 
el día 30 de octubre de 1924, en que venció el plazo que se había 
dado a The Colombian Northern Railway Company Limited para 
«que, como lo ordenó la primera de dichas Resoluciones, cumpliera 
«con lo siguiente: 


“Primero. Que debe entregar al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, dentro de un término de quince (15) días, a 
partir de la fecha de la respectiva notificación, las acciones por 
valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000.00.00), a que está 
obligada por el contrato que consta en la escritura pública nú- 
mero 695, de 28 de abril de 1897, de la Notaría 2* de esta 
- <ludad. 

Segundo. Que debe consignar en la Recaudación General de 
Rentas las cantidades que correspondan como dividendos al Go- 
bierno por las acciones que representen el valor de cien mil 
libras esterlinas (£ 100.000.00.00). 


Tercero. Que la Compañía debe pagar al Tesoro Nacional 
en moneda de oro legal, todas las sumas que haya recibido en 
oro del Gobierno, por motivo de los contratos vigentes entre las 
partes; pagará en la misma moneda de oro legal las cantida- 
des que haya recibido en moneda corriente o en papel moneda. 
Las sumas recibidas en moneda legal se reducirán a oro legal 
al tipo corriente del cambio en la época de los pagos, y las re- 
cibidas en papel moneda, al tipo de diez mil por ciento.” 

Mientras mis gestiones administrativas habían colocado al 
Gobierno y a la Compañía en la situación jurídica, de hecho y . 
de derecho ampliamente demostrada, el Gobierno con la com- 
pañía, a espaldas mías, contra los claros intereses de la Nación, 
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estaban negociando la venta del Ferrocarril de Bogotá a Zipa- 
quirá a la Nación, por la suma de cuatro millones ($ 4.000.000) 
Oro; y para evitar semejante atentado contra los derechos e intere- 
ses de la Nación y de los míos, tuve que dirigirme al Congreso, en 
los términos que constan en las copias compulsadas por el Archi- 
vero del Congreso como auxilio del exhorto librado en este juicio 
al señor Ministro de Gobierno. Y consta lo del negocio de la 
compra en el exhorto diligenciado por el Ministerio de Obras 
Públicas, visible del folio 78 al 80 de este segundo cuaderno 
de mis pruebas. 

Nunca, antes de hoy, se había podido confundir a quienes 
niegan hechos evidentes con la maliciosa intención de violar un 
contrato, como lo estoy haciendo en este proceso. 

Impuesta, pues, la caducidad administrativa, después de de- 
mostrar que la caducidad es un hecho que se consuma cuando 
se cumplen las condiciones taxativas determinadas en el con- 
trato respectivo y en la ley, tesis que acogió el Poder Ejecutivo 
en la memorada Resolución, tuve que seguir presionando al Go- 
bierno para que tal Resolución no se quedara solamente escrita; 
y prueba de ello son los siguientes memoriales y Resoluciones de 
que ha expedido copia auténtica que obra en autos, el Ministe- 
rio de Hacienda y Crédito Público: 

“Señor Ministro de Hacienda y Crédito Público: En mi condi- 
ción de mandatario especial de la Nación para hacer efectivos 
todos los derechos que ella tiene procedentes de los contratos 
celebrados por el Gobierno Nacional para la construcción, equipo 
y explotación del Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, con todo 
respeto digo al Gobierno por el digno conducto de ese Despacho 
Ejecutivo: Confirmada en todas sus partes la Resolución Eje- 
cutiva N” 4 de 4 de mayo de 1925, por la cual se declaró la 
concesión y el privilegio para la construcción, equipo y explota- 

ción del Ferrocarril del Norte caducados, por medio de la Re- 
solución Ejecutiva N* 13 de fecha 10 del presente, y publicada 
la primera en el “Diario Oficial” N* 19.902, y la segunda en el 
mismo periódico oficial N* 19.922, la primera se halla ejecu- 
toriada y su ejecución corresponde al Ministerio de Obras Pú- 
blicas, venciéndose el término de treinta días, señalado para 
la entrega el próximo día 12 del mes de julio, una vez que, 
según aparece en el libro de recibo de oficios de ese Despacho, 
la última Resolución fue comunicada al Gerente de The Colom- 
bian Northern Railway Company Limited, el día 12 del mes en 
curso. De consiguiente, estando dentro del tiempo en que el Go- 
bierno debe dictar las disposiciones correspondientes para el fiel 
cumplimiento de dicha Resolución Ejecutiva, pido que se comi- 
sione al Ministerio de Obras Públicas para ejecutar la referida 
Resolución. Y para evitar ulteriores argucias de la mencionada 
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entidad, se pida al H. Consejo de Estado—Sala de lo Conten-. 
cioso Administrativo—que nombre los peritos que deben avaluar 
narcialmente la Carretera del Norte que conducía de Chapinero. 
al Puente del Común, que se recibirá próximamente; y también 
los materiales y dependencias de toda la Empresa mencionada, 
que deberá recibir el Ministerio de Obras Públicas, o sus repre- 
sentantes el próximo doce de julio. Aun cuando mi contrato y 
el poder que tengo me autorizan para recibir y también para 
nombrar perito principal, en guarda de los derechos de la Nación 
prefiero que sea aquella entidad la que haga la designación de 
peritos y que el Gobierno nombre un representante especial para 
recibir la Empresa con sus anexidades y dependencias por rigu- 
rcso inventario. Señor Ministro, (Fdo.) Jorge Martínez L. Bo- 
gotá, junio 24 de 1925.” 


“Ministerio de Hacienda y Crédito Público.—Negocios Ge- 
nerales.—Bogotá, junio 26 de 1925. ... El Ministerio de Ha- 
cienda y Crédito Público tampoco tiene intervención en lo que 
se refiere a las demás diligencias sobre ejecución de las resolu-- 
ciones ejecutivas números 4 y 13 del corriente año, puesto que 
es al Ministerio de Obras Públicas al que corresponde recibir 
la empresa de acuerdo con las providencias mencionadas. Co- 
muníquese. El Ministro, (Fdo.) Jesús M. Marulanda.” 


“Señor Ministro de Hacienda y Crédito Público: En mi 
condición de mandatario de la Nación, de acuerdo con los térmi-- 
nos de un contrato sobre bienes ocultos para hacer efectivos 
todos los derechos y acciones de aquélla contra The Colombian 
Northern Railway Company Limited, acuso a usted recibo de 
su oficio número 1.094, Negocios Generales, de fecha 26 del mes. 
que hoy expira, y respetuosamente digo: El contrato que tengo 
celebrado con el Gobierno y la distribución hecha por el Poder 
Ejecutivo para el estudio y resolución de los negocios adminis- 
trativos, determinan, de manera clara y forzosa, que mis rela-- 
ciones con el Gobierno se efectúan por conducto de ese Ministe- 
rio, al cual están adscritos los relacionados con los bienes ocul-- 
tos, de manera que es de extrañarse que ese Despacho pase in- 
advertidamente sobre solicitudes mías respondiéndolas en el sen- 
tido de indicar impersonalmente la entidad o ministerio distin-- 
tos que especialmente deban resolver sobre ellas, aparte de que 
por la ley es un deber de todos los funcionarios y empleados: 
públicos coadyuvar a mis gestiones dándoles el curso correspon- 
diente. Respecto de la comunicación a que me refiero, que es: 
de la Resolución que recayó sobre mis memoriales de 23 y 24 de- 
los corrientes, observo que no resolvió sobre mi petición refe-- 
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rente a la comunicación que solicité se le hiciera al Ministerio 
de Obras Públicas, pero ví en la prensa una comunicación del 
señor Ministro al de aquel ramo, en el sentido pedido por mí. 
Yo estoy satisfecho con eso, porque persigo la realidad de la 
efectividad de los derechos de la Nación, y si el señor Ministro 
quiere el honor de las exclusivas iniciativas, tengo mucho gusto 
en no discutírselas mientras no sean tomadas con posterioridad 
a mis peticiones y mientras aquel honor no implique un conato 
de desconocimiento de mis derechos contractuales. De conformi- 
dad con el contrato que me liga con el Gobierno y que llevo cum- 
plido, insisto en solicitar de ese Despacho se sirva disponer lo 
conducente a que el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, nombre los peritos que designen las partes para 
efecto de avaluar la Carretera del Norte que conducía. de Cha- 
pinero al Puente del Común y la Empresa del Ferrocarril de 
Bogotá a Zipaquirá, con sus estaciones, anexidades y dependen- 
cias, porque la ocupación que se va a verificar por efecto de la 
resolución de caducidad y esta resolución, son efecto de varios 
juicios administrativos y judiciales seguidos en ejercicio de ac- 
ciones estipuladas como bienes ocultos y en los cuales he cum- 
plido estrictamente con el respectivo contrato... Señor Minis- 
tro, (Fdo.) Jorge Martínez L. Bogotá, junio 30 de 1925.” 


“Ministerio de Hacienda y Crédito Público.—Negocios Gene- 
rales. —Bogotá, julio 1* de 1925.—El nombramiento de perito para 
la práctica de una diligencia judicial corresponde a la parte o 
a su apoderado. Según esto, es el peticionario quien debe hacer 
la designación, sin que el Ministerio encuentre, por lo tanto, 
fundamento legal para llevar a cabo la intervención que se le 
pide. Hágase saber. (Fdo.) Jesús M. Marulanda.” 


“Señor Ministro de Hacienda y Crédito Público: En mi con- 
dición de mandatario de la Nación, como efectos del contratu 
celebrado con el Gobierno Nacional el 14 de diciembre de 1920, 
que he cumplido escrupulosamente, y refiriéndome a su oficio 
número 1.110, Sección de Negocios Generales, de fecha de ayer, 
digo: Es indudable que si la buena suerte de la Nación y la 
propia mía no hubiera querido que en estos momentos fuera 
Jefe del ramo de Hacienda y Crédito Público, al cual están ads- 
critos los negocios sobre bienes ocultos, un ciudadano de la ree- 
titud, de la inteligencia, de la capacidad de estudio, del valor 
civil, que caracterizan al señor doctor Jesús M. Marulanda, a la 
fecha, en vez de estar resuelto el problema de la caducidad de 
la concesión y el privilegio para construír, equipar y explotar el 
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ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, habría tenido que acudir a 
la Corte Suprema de Justicia, para que en juicio y con la au- 
diencia de The Colombian Northern Railway Company Limited, 
usufructuaria de la concesión y el privilegio, hiciera las decla- 
raciones respectivas. En mi ánimo y en el de todos los colom- 
bianos está el reconocimiento del hecho que acabo de concretar; 
pero sin mermar en nada aquel reconocimiento, ha sido en virtud 
de mis gestiones, del cumplimiento estricto del contrato memo- 
rado, que han entrado a formar parte efectiva del patrimonio del 
Estado la antigua Carretera del Norte que conducía de Chapi- 
nero al Puente del Común y toda la Empresa del Ferrocarril do 
Bogotá a Zipaquirá, con el usufructo de setenta y dos (72) años 
que perdió la entidad precitada. El nombramiento de peritos en 
estos casos, según lo estipulado en la cláusula novena del con- 
trato de 14 de diciembre de 1920, como lo dispone el artículo 
29 del Código Fiscal, debe hacerlo el Consejo de Estado—Sala 
de lo Contencioso Administrativo—, previa designación de los 
principales por las partes, sometiéndole el asunto a efecto de 
que cumpla dicha función. Espero, pues, que el Ministerio no 
pondrá obstáculos y que, enviando al Consejo de Estado—Sala 
de lo Contencioso Administrativo—, la parte conducente del 
expediente, solicitará lo que es de rigor legal. Señor Ministro, 
(Fdo.) Jorge Martínez L. Bogotá, julio 3 de 1925.” 


Seguramente el señor Ministro consideró que mi sincera ma- 
nifestación era un sarcasmo cuando él meditaba otras cosas, y 
resolvió ser franco y violar el contrato que me ligaba a la Na- 
ción, sin conocerme. 


“Ministerio de Hacienda y Crédito Público.—Negocios Ge- 
nerales.—Bienes Nacionales y Ocultos.—Bogotá, julio 24 de 1925. 
En vista de que el señor Jorge Martínez L. no es hoy apoderado 
de la Nación, no es el caso de resolver lo pedido en el anterior 
memorial, mientras el nuevo representante de la Nación no se 
haga parte. Comuníquese. Por el Ministro, el Secretario, (Fdo.) 
José Arturo Andrade.” 


También obra entre las pruebas la copia del siguiente me- 
morial, expedida por el mismo Ministerio, documento que por sí 
solo demuestra que aun cuando no tenía obligación de avisar al 
Gobierno que haría uso de tal o cual acción, teniendo amplísimos 
poderes, sí avisé que instauraría la demanda correspondiente: 

“Señor Ministro de Hacienda y Crédito Público: Digo yo, 
Jorge Martínez L., varón mayor de edad, vecino de esta ciudad 
de Bogotá y mandatario especial de la Nación para hacer efec- 
tivos todos los derechos que ella tiene provenientes de los con- 
tratos celebrados por el Gobierno Nacional sobre el Ferrocarril 
dle Bogotá a Zipaquirá: Aun cuando al notificarme de la Reso- 
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lución Ejecutiva N* 13 de 10 del mes de junio próximo pasado; 
dije que la consentía, una vez que en los treinta días que hoy se: 
cumplen no he podido lograr que se atienda a mis peticiones 
sobre nombramiento de peritos, ni siquiera que el Secretario del 
Ministerio me reciba para tratar asuntos de la mayor importan- 
cia relacionados con los derechos de mi mandante, significo hoy, 
en tiempo útil, que retiro mi consentimiento respecto al reconoci- 
miento de los valores que halle el Gobierno invertidos en la 
Empresa, porque la caducidad es un hecho que se consumó hace 
tiempo y que ha podido consumarse solamente en el noventa y 
ochoavo de la explotación de la concesión y que de consiguiente 
produce la misma resultante de la aplicación de la cláusula penal. 
En tal virtud, en nombre de mi mandante y en ejercicio de mis 
derechos contractuales, me reservo la acción judicial respectiva 
para que se declare que la Nación no está obligada a reconocer 
ninguna indemnización por el hecho de la caducidad. Señor Mi- 
nistro, (Fdo.) Jorge Martínez L. Bogotá, julio 10 de 1925.” 


“Ministerio de Hacienda y Crédito Público.—Negocios Ge- 
nerales.—Bienes Nacionales y Ocultos.—Bogotá, julio 18 de 1925. 
Agréguese a sus antecedentes. Cúmplase. Por el Ministro, el 
Secretario, (Fdo.) José Arturo Andrade.” : 

Luego no solamente indiqué la acción en la exposición-de- 
nuncio desde 1921, como lo he demostrado y subrayado, sino que 
con fecha 10 de julio de 1925, en memorial “agregado a sus an- 
tecedentes,” avisé al Ministerio que haría uso, “en nombre de 
mi mandante y en ejercicio de mis derechos contractuales, de la 
acción judicial respectiva para que se declare que la Nación no 
está obligada a reconocer ninguna indemnización por el hecho 
de la caducidad.” ) 


De manera, pues, que el señor Ministro Marulanda ha que- 
dado en infraganti inveracidad, para usar de un eufemismo 
aceptable en escrito dirigido al más alto Tribunal de Justicia 
de la República; que solamente se estudió y resolvió mi memo- 
rial de 3 de julio de 1925, en que recavaba la resolución co- 
rrespondiente a peticiones muy anteriores, el 24 de julio de 1925. 
dos días después de haberme revocado los poderes, con esta frase, 
que es todo un proceso de malicia y de premeditación: “en vista 
de que el señor Jorge Martínez L. no es hoy apoderado de la 
Nación, no es el caso de resolver lo pedido en el anterior memo- 
rial, mientras el nuevo representante de la Nación no se haga 
parte” !!!.. 

A quién se había premeditado nombrar como nuevo apode- 
rado o representante de la Nación ? 
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Adelante probaré que éste era el anhelo de la Compañía 
“vencida por mí en juicio multitud de veces; pero aquí es preciso 
decir que las peticiones que se negaban a resolver en el Minis- 
terio eran las encaminadas a que se pidiera al Consejo de Estado 
que nombrara los peritos avaluadores tanto de la carretera anti- 
gua del Norte de Chapinero la Puente del Común, como de los 
pedazos de ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, cuyo avalúo ha 
pretendido el Gobierno que sea hecho por peritos nombrados 
por la Compañía y por el Gobierno, con violación de mis dere- 
chos y del Código Fiscal que lo prohibe en todo caso, pretensión 
«que consta en la protocolización citada. 


Ahora voy a transcribir las partes pertinentes de las mis- 
mas resoluciones de caducidad, que obran en autos en los nú- 
meros 19.902 y 19.922, debidamente autenticados, presentados 
con los dos libelos de demanda materia de la presente litis, y 
en la escritura pública N* 1.695, pasada ante el Notario 2* de 
Bogotá el 14 de julio de 1925, visible a folios 72 a 127 del cua- 
derno de mis pruebas en el juicio de honorarios al cual se acu- 
muló el de perjuicios que sigo contra la misma Nación, y que 
deben tenerse como pruebas en este juicio, según lo ordenado en 
el punto 1* del auto de 5 de marzo del corriente año; y hago esta 
transcripción para poner de patente que en esos mismos docu- 
mentos se confiesa que solamente mis gestiones hicieron posible 
y obligaron al Gobierno a declarar la caducidad en referencia: 

“Resolución N* 4 de 1925, por la cual se declara la caducidad 
de la concesión y el privilegio para la construcción del ferroca- 
rril del Norte.—£El apoderado de la. Nación en los juicios seguidos 
contra THE COLOMBIAN NORTHERN RAIEWAY Co., como 
consecuencia del denuncio de bienes ocultos respectivo, ha pe- 
dido en repetidas ocasiones que se declare administrativamente 
la caducidad del privilegio concedido para la construcción del 
ferrocarril de Zipaquirá; mas como dicha declaratoria debía ha- 
cerse teniendo en cuenta el estado jurídico creado por la senten- 
cia proferida por la Corte Suprema de Justicia en el juicio ins- 
taurado ante ella, es claro que no podía el Poder Ejecutivo acce- 
der a lo solicitado sino cuando existiera la constancia de que 
la mencionada providencia judicial había quedado en firme. Hoy 
tal requisito se ha cumplido, según aparece de las comunicacio- 
nes de fechas 18 y 22 del mes de abril último, procedentes de 
la Presidencia de la Sala de Negocios Generales de la Corte Su- 
prema de Justicia, y por lo tanto, es el caso de entrar a decidir 
-el asunto... 


“Declarada por la Corte la nulidad de la cláusula primera 
.del contrato de fecha 15 de junio de 1892, y de la transacción 
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contenida en los artículos 44 a 54 del contrato de 22 de sep- 
tiembre de 1905, y deshechas las relaciones jurídicas que de allí 
surgieron, por el mismo hecho cobraban su vigor los contratos 
anteriores que la transacción abrogaba; de ahí que la Corte los 
declarara vigentes, determinándolos en la tercera de las decla- 
raciones de la referida sentencia de 1* de diciembre de 19283. 


“Entre estos contratos revividos se cuenta especialmente el 
de 21 de abril de 1897, constante en la escritura pública número 
695, de 28 de los propios mes y año, otorgada en la Notaría 2* 
de Bogotá, contrato en que, como se ha visto, el concesionario del 
ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá se obligó expresamente a ga- 
rantizar la devolución de la subvención y el cumplimiento de 
todas las obligaciones provenientes de los contratos celebrados 
anteriormente con títulos de acciones de la Compañía denominada 
The Northern Railway Company Limitd, por valor de cien mil 
libras esterlinas (£ 100.000), garantía que el Gobierno aceptó y 
por virtud de la cual declaró libre de todo otro gravamen e hipo- 
teca a la Empresa del Ferrocarril del Norte. 


“Esta garantía jamás fue suministrada por la Compañía, no 
obstante los varios años transcurridos hasta la transacción de 
1905, lo que hizo decir a la Corte en la sentencia varias veces cita- 
da: “Esta equivale a que la Nación no esté asegurada realmente 
para el cumplimiento de las obligaciones de la Compañía.” 

“Ahora bien, el objeto cardinal de esa garantía era respal- 
dar todas las obligaciones de la Empresa concesionaria, no sola- 
mente las concernientes a la construcción misma del ferrocarril, 
sino a las que se originaron en contratos anteriores al primi- 
tivo, y que naturalmente debían tener cumplimiento durante la 
explotación o al final de ella, tal como las he indicado un poco 
atrás. s 

“La cláusula 5* del contrato primitivo de 1884, incorporado 
con los de 26 de febrero, 6 de marzo y 16 de diciembre de 1389, 
en el que se hizo constar en la escritura número 400, de 10 de 
marzo de 1890, de la Notaría 2* de Bogotá, esa cláusula, repito, 
fue sustituída y adicionada en los contratos posteriores hasta 
llegar al contrato de 21 de abril de 1897, en que definitivamente 
se reemplazó la garantía por la obligación que consta en las 
cláusulas 2* y 3* de este contrato, o sea, por la de entregar cien 
mil libras esterlinas en acciones de la Compañía, con derecho 
para el Gobierno a percibir los dividendos de estas acciones y 
aun de venderlas en cierto caso. 

“Por consiguiente, si esta garantía sustituye la de la cláu- 
sula 5*, precitada a ella, es aplicable, lógica y rigurosamente, el 
artículo 17 del contrato primitivo, modificado por la citada Ley 
30 de 1884, y. por lo mismo el Gobierno tiene facultad para de- 
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clarar administrativamente la caducidad del privilegio en caso 
de que el concesionario no haya llenado, como aparece que ha 
sucedido, los compromisos contraídos y cuya falta de cumpli- 
miento acarreaba la caducidad del privilegio.” 


Por todo lo expuesto, el Presidente de la República de Co- 
lombia, en uso de sus facultades legales, Resuelve: Decláranse 
caducados la concesión y el privilegio para la construcción y 
explotación del ferrocarril entre Bogotá y Zipaquirá. Cópiese, 
notifíquese y publíquese. Dada en Bogotá, a cuatro de mayo de 
mil novecientos veinticinco. PEDRO NEL OSPINA.—E] Minis- 
tro de Hacienda y Crédito Público, Jesús M. Marulanda.” 


Resolución Ejecutiva número 13 de 1925, por la cual se 
niega la revocación y la reforma de la número 4 del año en 
curso.—Bogotá, junio diez de mil novecientos veinticinco. 

El Poder Ejecutivo, por Resolución número 4, de 4 de mayo 
del corriente año, declaró caducados la concesión y el privilegio 
para la construcción y explotación del ferrocarril entre Bogotá 
y Zipaquirá, de que tratan los contratos. .. 

Notificada esta providencia a los representantes legales de 
la Nación y de la Compañía explotadora de dicho ferrocarril, el 
primero de ellos solicitó reforma de la aludida Resolución, en el 
sentido de que no se reconociera a THE COLOMBIAN NOR- 
THERN RAILWAY COMPANY LIMI TED, indemnización algu- 
na en virtud de la caducidad decretada, ... 

III. Aplicación de la Ley 104 de 1892.—Tanto el apoderado 
de la Nación como el mandatario de la Compañía, objetan la 
aplicación de alguna de las disposiciones de la Ley 104 de 1892 
sobre ferrocarriles, al caso que se ventila. Explícase perfecta- 
mente esta actitud por parte del primero de ellos, dentro de las 
normas corrientes de los litigantes, pues es muy natural que 
aquél desee obtener para la entidad que representa la devolu- 
ción del ferrocarril sin carga ni obligación. alguna paraiela vo. 

Antes de concluir, es forzoso hacer constar que el Gobierno 
actual se halló frente a la Compañía del Ferrocarril del Norte 
en una situación jurídica y de facto que no estaba en sus manos 
modificar en manera alguna. Esa situación la crearon tres he- 
chos patentes, a saber: la sentencia ejecutoriada de la Corte 
Suprema de Justicia, que anuló la transacción efectuada entre 
el Gobierno y la Compañía en el año de 1905: la renuncia ex- 
presa y reiterada de la misma Compañía de garantizar el cum- 
plimiento de algunas de sus obligaciones; y la solicitud hecha 
por el apoderado de la Nación para que se declarara la caduci- 
dad que se había efectuado por tales motivos. Antel estos hechos, ' 
el Gobierno ha «tenido que inclinarse, por muy penoso que le 
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.sea tener que tomar determinaciones de esta índole, que afectan 
intereses y son ocasionados a encontrados pareceres. 


En mérito de las anteriores consideraciones, Resuelve: No 
es el caso de revocar ni de reformar la Resolución Ejecutiva nú- 
mero 4, de 4 de mayo del presente año, por la cual se declara la 
caducidad de la concesión y el privilegio para la construcción del 
ferrocarril del Norte. Comuníquese y publíquese. PEDRO NEL 
OSPINA.—El Ministro de Hacienda y Crédito Público, Jesús M. 
Marulanda.” 


¿Cómo, pues, explicar el hecho de que un Ministro del Es- 
tado, un hombre que se ha atrevido a dudar de todas las ajenas 
honorabilidades y probidades, que tiene la suficiencia de que su 
palabra merece la fe del Evangelio, se haya atrevido a faltar 
a la verdad, al diligenciar un exhorto de la Corte Suprema de 
Justicia, en una forma tan falaz y tan descarada? 


Señores Magistrados: yo aprendí a leer en un viejo libro 
de leyendas orientales, que no podía ser nuestro famoso Código 
Civil; y siempre tengo presente “que las palabras gobiernan 
al mundo, y que las frases escritas o proferidas pueden derri- 
bar a los reyes y arruinar a sus imperios cuando pretenden so- 
cavar la ética de los pueblos; porque nada es más fácil para el 
«altísimo que hacer desplomar los más sólidos tronos y hacer que 
los animales rapaces y las aves nocturnas habiten los palacios... !” 

Por eso no he vacilado en acudir a quienes en nombre de 
Dios hacen factible la justicia por la mano de los hombres; y 
por eso tengo seguridad que la maldición bíblica pesará sobre 
esos palacios y castillos ilusionarios de hombres que gobernando 
el país han olvidado ser hombres de gobierno y que presuntuosa- 
mente han llamado sus días los de la “Probidad y Eficiencia,” que 
no pasa de ser un sarcasmo en este país de la proverbial lega- 
lidad. 


Con lo escrito hasta aquí, con las pruebas exhibidas en las: 
páginas anteriores, quedaría demostrado mi derecho; pero los 
hechos en que me fundo y las pruebas que los atestiguan son 
-—mayores, y sigo acotándolas. 


Del folio 45 al 46 del mismo cuaderno segundo de mis prue-. 
bas obra el despacho N* 1.148, al Juez 1* Municipal de Bogotá, 
diligenciado; y en las copias compulsadas allí obra: la prueba 
de que el Ministerio dijo: “que aún no ha llegado el caso de 
«ordenar liquidación ni pago alguno al dicho señor Martínez”; 
“que aún no ha habido lugar a retener suma alguna al señor 
-Jorge Martínez L....”; “que la Corte Suprema de Justicia: no 
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ha depositado suma alguna como perteneciente a la Nación y 
al señor Martínez L....” Todas ellas son frases meditadas, ma- 
liciosas, insidiosas, que aconsejaban al ejecutante defraudado 
solicitar la declaratoria judicial de quiebra, para ponerme en la 
causal de caducidad determinada en el contrato según la modi- 
ficación impuesta por el Consejo de Estado. 

Pero frases que de igual modo pusieron al Gobierno en quie- 
bra moral, porque en la Resolución del 4 de abril, atrás relaciona- 
da, primera prueba del segundo cuaderno de mi plenario, se con- 
Tesó que sí se había recibido dicha suma; que yo “había obtenido 
su consignación en el Banco de la República y a la orden de ese 
Ministerio”; y en la Resolución N* 13 de 28 de abril de 1925, que 
negó la revocación de la anterior, dijo: **... aún en el supuesto 
de que fuera llegada la oportunidad de ordenar el pago, el Mi- 
nisterio no podría hacer tal cosa, a favor del General Jorge Mar- 
tínez L. ni del señor Vicente Saravia, a quien aquél indica, por- 
«que el señor Juez 1* Municipal ha comunicado a este Despacho 
¿que tales derechos están embargados en favor de Jesús Antonio 
Gutiérrez...” 

Es decir, que para retenerme lo que me corresponde en la alu- 
dida suma líquida que entró definitivamente al patrimonio del 
Estado, porque aun cuando la Nación fuera condenada a pagar 
la misma suma u otra mayor, que es físicamente imposible su- 
ponerlo y menos asegurarlo, el Tesoro Público no podía pagar 
sin la apropiación del crédito respectivo en el presupuesto de 
“gastos, esa suma, repito, que entró definitivamente al patrimo- 
nio del Estado en virtud de mis gestiones, y en la cual me co- 
rresponde la cuota litis respectiva, ésta se halla embargada; pero 
cuando el Juez a quien se le obedeció la orden de embargo, le 
pidió al mismo Ministerio que pusiera a su disposición lo rete- 
nido, se le dijo que “no se me había retenido suma alguna...” 
Ante estos hechos no caben más comentarios. Que los aprecie 
el Juzgador! 

. Como lo dije en la primera página, y como lo habrá obser- 
vado esa Superioridad, he venido haciendo el análisis del plena- 
rio en el orden que cada pieza ocupa en él, pero repitiendo las 
consideraciones y reproduciendo de nuevo los documentos que 
son indispensables en ciertos puntos. 

Al terminar, como es natural, haré un resumen; pero con- 
tinúo considerando el plenario para mayor facilidad de la solu- 
ción del problema, en la forma que estimo más conveniente. 

) Del folio 47 al 52 del segundo cuaderno de mis pruebas obra 
la copia de la sentencia dictada por la Corte en el juicio espe- 
cial adelantado por mí como apoderado de la Nación contra The 

Colombian Northern Railway Company Limited para que se le 
hicieran pagar los ÉrutOS naturales o civiles de la antigua carre- 
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tera del Norte que conducía de Chapinero al Puente del Común, 
al tenor de la cuarta prestación de la sentencia definitiva pro- 
ferida por la misma Corte, el 1* de diciembre de 1923. Con esta 
sentencia compruebo que el fallo declaró que la carretera no era 
susceptible de producir frutos naturales ni civiles, pero indicó 
que había producido frutos comerciales desde que había sido apro- 
vechada como zona de un ferrocarril, es decir, como parte de 
una empresa comercial; de manera que, como me fueron revo- 
cados los poderes con los cuales podía ejercer e iniciar una nueva 
acción, estoy en imposibilidad de hacerlo, y de consiguiente, la 
violación del contrato ocasiona perjuicios a la Nación y a mí en 
la proporción del contrato de cuota litis. 


Del folio 53 al 55 obra el exhorto 1.150, diligenciado por el 
Ministerio de Obras Públicas. Con este certificado queda com- 
probado que el Gobierno no ha solicitado del Consejo de Estado 
el nombramiento de peritos para el avalúo de los bienes que en- 
traron definitivamente al patrimonio del Estado el 14 de julio 
de 1925, o sea el Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá con todas 
sus estaciones, anexidades y dependencias, y con el usufructo 
consolidado a su nuda propiedad por el término o saldo de la 
concesión caducada en virtud de mis gestiones; y al mismo tiem- 
po hago constar que en las resoluciones y demás documentos 
protocolizados por el Gobierno en la Notaría 2* de Bogotá el 
14 de julio de 1925, de que ya hice mérito, se halla la prueba 
de que el Gobierno ha pretendido que el avalúo de esos bienes 
sea hecho por peritos nombrados directamente por la Compañía 
y por el Gobierno, con prescindencia de mi intervención, con 
violación del numeral a) del artículo 22 de la Ley 130 de 1913 
y de la cláusula novena del contrato celebrado conmigo el 14 de 
diciembre de 1920, que incorporó el artículo 29 del Código Fiscal. 


Las pruebas testimoniales 


Como en el cuaderno segundo de mis pruebas obran las de- 
claraciones rendidas por los testigos citados a petición mía, 
alternadas con varios exhortos y copias, me permito alterar el 
orden que he venido siguiendo para considerar en este lugar el 
il probatorio de estos testimonios de singular valor moral 
y legal. 


Los testimonios de los doctores don Jesús del Corral, ex- 
Ministro de Agricultura y Comercio, que en ejercicio de ese 
cargo celebró conmigo el contrato materia de esta litis, de don 
Ulpiano Zamorano, ex-Jefe de la Sección de Bienes Ocultos en 
aquella época, de don Rafael A. Campo, ex-Jefe de Sección en 
el mismo Ministerio en 1920 y 1921, y de don Hernán Copete, 
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abogado del mismo Ministerio en aquellos días, y que luégo, 
como Magistrado de la Corte de Cuentas, siguió prestando sus 
servicios profesionales y gratuitamente al mismo Ministerio, ho- 
norabilísimos y competentes abogados que estudiaron a espacio 
mi exposición-denuncio de bienes ocultos, testimonios recibidos 
personalmente por el señor Magistrado Sustanciador, todos con- 
textos, fundados en los documentos originales que he llevado 
al proceso, son pruebas de la mayor excepción que confirman 
que la acción de la caducidad fue iniciada e indicada por mí desde 
que di el denuncio de bienes ocultos, que ya la había indicado 
infructuosamente al señor Procurador General de la Nación, 
desde antes de celebrar el contrato de 14 de diciembre de 1920, 
que los poderes se me dieron en la forma amplísima consignada 
en la escritura pública respectiva a virtud de que de viva voz 
dí cuantas explicaciones e indicaciones me pidieron sobre el alcan- 
ce de las acciones que indiqué como conducentes, especialmente 
de la octava acción, considerada como la principal; y las pala- 
bras escritas de esas declaraciones y las impresiones y los datos 
no escritos que escapan muchas veces al investigador más sutil, 
ya nunca jamás dejarán de bullir en la mente del J uzgador hasta 
que haga justicia. 


Y si aquellos testimonios son de un valor singular por refe- 
rirse a la iniciación, celebración del contrato y declaratoria de 
los bienes ocultos, los testimonios de los doctores Aristóbulo Ar- 
chila y Domingo A. Combariza M., a quienes tocó conocer del 
mismo negocio cuando solicité la declaratoria de caducidad previa 
la exigencia de que se pidiera a la Compañía la prenda en accio- 
nes sustitutiva de la garantía hipotecaria, el pago de las utili- 
dades en la explotación de la empresa, los dividendos correspon- 
dientes a las acciones y el pago de todas las sumas debidas a 
la Nación, según la declaración judicial, para ponerla en mora 
y hacer consumar la caducidad, es indudable que son las mejores 
pruebas para oponer a la suficiencia del actual Ministro doctor 
Marulanda, quien no solamente pretende desconocerme mis de- 
rechos sino que intenta despojar al ex-Ministro doctor Archila 
del mérito y trabajo que nadie puede discutirle. 


Pues si el doctor Archila, sometiéndose al capricho del Jefe 
del Estado apoyado por el Consejo de Ministros, dictó la Reso- 
lución número 24 de 21 de marzo de 1924, que negó en un prin- 
cipio lo pedido por mí como mandatario de la Nación desde enero 
del mismo año, una vez que el Consejo de Estado profirió la 
sentencia de 4 de agosto del mismo año, que anuló aquella Re- 
solución, dictó bajo su responsabilidad las Resoluciones Ministe- 
riales 59 y 66 de 1924, las cuales, una vez ejecutoriadas, impu- 
sieron la Resolución Ejecutiva de caducidad, porque la caducidad 
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soluciones. 


| Y con estos testimonios satiad comprobado que cuando el 
doctor Archila abandonó el Ministerio, el estudio y proyecto de 
la Resolución Ejecutiva de caducidad ya estaba terminado, per- 
feccionado, y que con la firma de él había sido remitido a la 
Secretaría de la Presidencia de la República para la firma del 
Jefe del Estado; y que todo se había hecho en' atención y en 
virtud de mis gestiones como mandatario de la Nación en forma 
contractual, por virtud de un contrato perfecto celebrado por 
la Nación conmigo antes de que ellos hubieran intervenido en 
los negocios del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


Para mí tengo que el fallo del Juzgador tiene que cristali- 
zar en su conciencia para condenar la audacia de un Ministro 
novato que pronto sabrá que los portafolios son flor de un día, 
pero que hasta hoy pretende haberlo hecho todo en horas, en 
minutos, autosugestionado por la hipérbole de una prensa adu- 
ladora, y que cree que las gacetillas e informaciones tendencio- 
sas pueden cohonestar la violación de un contrato y el descrédito 
de la palabra oficial; y pronto sabrá aquello, porque la farsa y 
la falsedad no pueden vivir sino el tiempo efímero que dure la 
secuela del juicio. 


Quién inspiró la violación de mi contrato. 


Tampoco corresponde al Ministro doctor Jesús M. Maru- 
landa la patente de invención de violar los contratos sobre bienes 
ocultos del Estado para que no toque nada al denunciante que 
los reivindica. El tampoco es un inventor en estas artes. A folios 
76 y siguientes del propio cuaderno segundo de mis pruebas 
obra debidamente autenticado el “Diario Oficial” números 18.635 
a 38, en el cual corre publicada la Resolución N* 464, dictada 
por el Ministerio de Agricultura y Comercio el 10 de noviembre 
de 1922, que negó entonces lo hecho por el doctor MS 
documento que dice así: 
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. En memoriales de 4 y 15 de abril del año en curso, 
dirigidos a este Despacho, insiste nuevamente el señor apodera- 
do de la Compañía en que se decrete la revocatoria de la Reso- 
lución número 388, y en que se revoque, como' consecuencia, el 
poder otorgado al señor Martínez L.; pide, además, que se ordene 
al señor Procurador General de la Nación que solicite de la 
Corte Suprema de Justicia la declaración de nulidad de lo ae- 
tuado en el juicio promovido a nombre de la Nación contra la 
Compañía que él representa; que se estudien los fundamentos 
enunciados en los: distintos memoriales presentados para pedir 
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la. revocatoria, y que, después de esto, si aún el Gobierno cree 
tener derecho contra la Compañía, se ordene al Procurador Ge- 
neral de la Nación los haga valer en juicio, sin tener que rega- 
lar a ningún particular lo que. no le corresponde por ningún 
motivo. 

Esto; fue lo que se hizo en 1925, pero el joven jurisconsulto 
que es actualmente Procurador General de la Nación no se prestó 
a coadyuvar a la violación del contrato, y después de haberme 
revocado los poderes, tuvieron que darme nuevos especiales para 
varios juicios, lo cual tampoco enmendó la violación. 


Cuáles eran las disposiciones sobre la materia. 


Citada la aludida Resolución número 464 de 1922, aprovecho 
su consideración para demostrar que el señor Ministro Maru- 
landa ignora igualmente cuáles eran las disposiciones que re- 
gularon el contrato de 14 de diciembre de 1920, al cual él pre- 
tendió aplicar decretos inconstitucionales que aun cuando fue- 
ran legales no tiene efecto retroactivo, ni mucho menos podían 
modificar contratos perfectos, cumplidos en su totalidad: 

'... Como se vé de lo que queda enunciado, la demanda o 
petición fundamental sobre que insiste en todos sus memoriales 
el señor apoderado de la Compañía, es la reconsideración y re- 
vocatoria de la Resolución número 388, de 28 de junio de 1921, 
dictada por este Ministerio, y que se 'halla publicada en los nú- 
meros 17.776 y 17.777 del “Diario Oficial.” | 


“Corresponde, pues, decir, si la aludida Resolución es sus- 
ceptible de revisión y si consecuencialmente puede decretarse su 
revocatoria. 


“El capítulo IV del Título I del Código Fiscal trata de todo 
lo que se relaciona con bienes ocultos, y en el artículo 30 se señala 
el procedimiento que debe seguirse para la celebración de los 
contratos referentes a denuncio de esta clase de bienes. El inciso 
a) de dicho artículo dice lo siguiente, relacionado con las condi- 
ciones que en ellos deben pactarse: 

“Que hecho el denuncio y practicadas las pruebas por el de- 
nunciante, dentro del término que se le fije, que no podrá pasar 
de seis meses, el Ministerio resuelva si en su concepto el bien 
denunciado es o no oculto, y si las acciones indicadas por el de- 
nunciante son o no procedentes, previo el dictamen del Procu- 
rador General de la Nación.” 

“El inciso b) del mismo artículo dice lo siguiente: Que hecha 
la declaración en el sentido afirmativo, el Ministerio debe inves- 
tir al denunciante de la personería necesaria para hacer efecti- 
vos los derechos del Estado, y ordenar al respectivo Agente del 
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Ministerio Público que coadyuve la acción o acciones necesarias 
al efecto.” 


“El inciso f) de la expresada disposición estatuye esto: “Que 
si el concepto del Ministerio fuere adverso al del denunciante, le 
queda a éste el derecho de ocurrir a la vía contencioso-adminis- 
trativa, para que en juicio contradictorio entre él y el Estado, 
se decida acerca de la condición de oculto que tenga el bien.” 

“Y en el inciso g) de la propia disposición dice esto: “Que 
si la sentencia dictada en ese juicio fuere favorable al denun- 
ciante, tengan aplicación las condiciones señaladas con las letras 
b) y ce) de este artículo.” 


“Para dar cumplimiento a las disposiciones legales que aca- 
ban de transcribirse y como consecuencia necesaria de ellas se 
consignaron en el contrato sobre denuncio de bien oculto, cele- 
brado con el señor Jorge Martínez L., las cláusulas 3*, 4*, 7* y 
S*, que reproducen casi textualmente tales preceptos de la Ley 
110 de 1912 (Código Fiscal) .” 


“Como se ve por la sola lectura de tales disposiciones, así 
como de las cláusulas del contrato, que son una consecuencia de 
ellas, las cuestiones que se ventilan en materia de bienes ocultos 
tienen un procedimiento sui géneris, que en sustancia se reduce, 
en lo administrativo, a la celebración de un contrato entre el 
Gobierno y el denunciante, contrato que tiene como cláusulas sa- 
lientes las que comprenden las disposiciones del Código Fiscal 
que atrás se transcribieron. 


Dicho contrato es condicional y queda sujeto a la decisión 
del Ministerio, en virtud de la cual debe determinar si en su 
concepto el bien denunciado es o no oculto y si la acción o ae- 
ciones indicadas por el denunciante son o no procedentes. 

Si la resolución es favorable y se acepta por el denunciante, 
queda perfeccionado el contrato en todas sus partes; si es desfa- 
vorable, le queda a aquél el derecho de recurrir a la vía conten- 
cioso-administrativa, para que en juicio contradictorio se decida 
acerca de la condición de oculto que tenga el bien. 

En el caso que se estudia y a que se refiere la Resolución 
cuya revocatoria se ha pedido, el Ministerio, en cumplimiento 
de lo estipulado en la cláusula 3* del contrato, y después de un 
análisis detallado del asunto, declaró que era bien oculto el de- 
nunciado por el señor Martínez. Este aceptó, al hacérsele la 
notificación, lo decidido por el Ministerio, y desde ese mismo 
instante quedó perfeccionado el contrato en todas sus partes. 

Tal contrato, como los diversos actos que se comprenden 
bajo esa denominación en nuestra Ley Civil, crea vínculos jurí- 
dicos entre las partes contratantes, derechos y obligaciones re- 
cíprocos, que son indestructibles por la sola voluntad de uno 
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de los contratantes y que mantienen todo su vigor mientras no 
sean variadas o anuladas sus estipulaciones, por consentimiento 
mutuo o por causas legales. 


Son partes en el contrato sobre denuncio del bien oculto de 
que aquí se trata, el Gobierno y el señor Martínez L., y la Reso- 
lución demandada, una vez perfeccionado aquél, entró a ser una 
de sus cláusulas esenciales. Siendo esto así, sólo por consenti- 
miento mutuo o por causas legales pueden variarse las estipu- 
laciones del contrato, y resulta inaceptable la intervención de 
terceras personas para pedir su alteración o modificación, ya 
que ellas no tienen por qué inmiscuírse en un contrato bilateral 
en que no han tomado parte, y consecuencialmente tampoco pue- 
den impedir el cumplimiento de lo pactado. 


Un contrato legalmente celebrado no puede, pues, anularse sino 
por consentimiento mutuo, pero nunca por la voluntad de una: 
sola de las partes contratantes. Al decretarse la revocatoria de la 
Resolución número 388, de oficio o a petición de terceras per- 
sonas, se ejecutaría un acto arbitrario, desde luego que dicha 
providencia puso sello definitivo al concurso de voluntades que 
es indispensable para el perfeccionamiento del contrato sobre 
denuncio de bienes ocultos, como lo es también para la existencia 
jurídica de toda convención. La revocatoria equivaldría a decla- 
rar que por el Estado se dejaba de cumplir un contrato perfecto, 
ajustado en todas sus partes a la ley, lo cual sería inaceptable 
desde todo punto de vista, dado que él, en sus relaciones con- . 
tractuales, se halla sujeto a las mismas normas que el Código 
Civil señala a los particulares, y éste, en su artículo 1.602, dice 
lo siguiente: . 

“Todo contrato legalmente celebrado es una ley para las 
partes contratantes, y no puede ser invalidado sino por su con- 
sentimiento mutuo o por causas legales.” 

- En mérito de las consideraciones que preceden, se resuelve : 

No acceder a lo solicitado por el señor Nicolás Gómez $., en 
su carácter de apoderado de la Sociedad anónima inglesa deno- 
minada The Colombian Northern Railway Company Limited, en 
sus memoriales de fecha 6 de julio de 1921, 10 de enero, 4 y 15 
de abril del año en curso, en el sentido de que se reconsidere y 
revoque la Resolución número 388, de 28 de junio del año próxi- 
mo pasado, de este Ministerio, dictada en virtud de un contrato 
celebrado con el señor Jorge Martínez L., con fecha 14 de di- 
ciembre de 1920, sobre denuncio de un bien oculto de propiedad 
de la Nación, consistente en varios derechos y créditos que pro- 
vienen de contratos celebrados en distintas épocas por el Go- 
bierno, con la expresada Sociedad... El Ministro, (Fdo.) Anto- 
nio Paredes.” E 
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Aquí tenéis, señores Magistrados, la sana doctrina que inva- 
riablemente aplicó el Gobierno hasta cuando la suficiencia del 
señor doctor Jesús M. Marulanda creyó que él podía, por sí y 
ante sí, reformar las disposiciones legales sobre bienes ocultos 
del Estado, y, reformar a su antojo las reglas precisas de nues- 
tra Ley Civil (1). 

Las cuestiones sobre bienes ocultos del Estado se regulan 
por una legislación especialísima, tienen una tramitación admi- 
nistrativa especial, como lo demostró el Ministro del Ramo doctor 
don Antonio Paredes, al resolver sobre el caso especialísimo de 
que trata la Resolución que acabo de copiar, tramitación admi- 
nistrativa que se surte entre el Ministerio del Ramo y el denun- 
ciante, ya que la misma intervención del Procurador General 
no tiene el carácter de representar al Estado sino de ilustración 
para el Ministerio. En el caso materia de la presente litis, el Mi- 
nisterio, en cumplimiento de lo estipulado en la cláusula tercera 
del contrato, y después de un análisis detallado del asunto, declaró 
que era bien oculto el denunciado por mí; y aceptada expresa- 
mente dicha Resolución al hacérseme la notificación correspon- 
diente, el contrato sobre bienes ocultos quedó perfeccionado y el 
Gobierno tenía que otorgarme el mandato poder que obra en 
autos, “... para que, en consecuencia, inicie y siga, conjunta- 
o separadamente, hasta su término completo, las acciones de 
toda clase que sean menester para la efectividad de aquellos de- 
rechos...”, es decir, como lo manda el numeral b) del artículo 
30 del Código Fiscal; y desde el momento que yo acepté expresa- 
mente dicho mandato poder, como consta que lo hice, se incorporó 
automáticamente al contrato de catorce de diciembre de 1920, todo 
el Título XXVIII—Del mandato, o sean los artículos 2.142 al 
2.199 del Código Civil, y todos sus concordantes de la misma Ley. 
Civil y Procesal. 


De manera que, el señor Ministro que no puede ignorar la 
ley, que no puede pretender que sus Decretos de 1925 puedan re- 
formar un contrato, porque ni las leyes pueden tener efecto re- 
troactivo, ha violado el contrato materia de la presente litis, 
sabiendo que con nada puede exculpar su conducta, y que en de- 
finitiva viene a perjudicar a la Nación, que en estos casos es 
a manera de cuerpo muerto que nada puede reclamar, porque 
lo que es a mí no podrá perjudicarme sino mientras la Corte 
Suprema hace cumplir la ley, cosa que no puede ponerse en tela 


(1). Naturalmente, los hábiles abogados de la Compañía han buscado 
con insistencia, por este medio, que se anule lo hecho legalmente y que, 
no fundándose la caducidad en el contrato de. bienes ocultos, surja el am- 
biente de la denegación de jushicia od Mad 
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de duda, una vez que mi contrato, como todos los que se com- 
prenden bajo esta denominación en nuestra Ley Civil, crea víncu- 
los jurídicos entre las partes contratantes, derechos y. obligacio- 
nes recíprocos, que son indestructibles por la sola voluntad de 
uno de los contratantes y que mantienen todo su vigor y. fuerza 
mientras no sean variados o anuladas sus estipulaciones por con- 
sentimiento mutuo o por causas legales. 


“El Gobierno no podía ni puede obrar en los asuntos rela- 
cionados con los contratos sobre construcción, equipo, explota- 
ción o usufructo del ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, desde 
que los derechos y acciones que emanan de ellos a favor de la 
Nación fueron declarados bienes ocultos, sino de acuerdo con- 
migo: y si obra como Poder Público, como obró al decrétar la 
caducidad de la concesión y el privilegio que se habían conce- 
dido por tales contratos, tiene que ser a petición mía como man- : 
datario de la Nación en forma contractual. Si para la efectivi- 
dad de cualesquiera de dichos derechos y acciones hubiese obrado 
independientemente, de oficio o a petición de funcionarios pú- 
blicos. o. de terceras personas, habría violado el contrato que 
liga a la Nación conmigo, como lo violó al pretender que el 
tramo de ferrocarril recibido el 14 de julio de 1925 fuera ava- 
luado por peritos nombrados por el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y por la Compañía prenombrada, en vez de haber acce- 
dido a que tales peritos fueran nombrados por el Consejo de 
Estado, de conformidad con lo pedido por mí al tenor de lo esti- 
pulado en la cláusula novena del contrato materia de la contro- 
versia; como lo violó al revocarme los poderes fundado en la 
pretensión de que aún después de dictada la Resolución número 
388 de 28 de junio de 1921 y de otorgada la escritura de mandato, 
estaba obligado a someter a su consideración y aprobación todas 
las acciones que estimara conducentes; y como lo violó al decre- 
tar una indemnización a favor de la Compañía vencida en todos 
los campos, puesta en mora de cumplir sus obligaciones y. colo- 
cada en la caducidad que es un hecho ya consumado cuando se 

declara, indemnización que dispuso se pagara por compensación 
con los valores que dicha entidad y sus antecesores recibieron a 
título de subvención en diferentes formas, valores que de confor- 
midad con las prestaciones de la sentencia de primero de diciem- 
bre de mil novecientos veintitrés está obligada a devolver, pres- 
taciones, valores y acciones sobre todo lo cual tengo:un derecho 
de cuota litis que el Gobierno ha pretendido hacer nulo en be- 
neficio de la Compañía vencida por mí ante los Tribunales del 
Poder Judicial, ante lo Contencioso Administrativo y ante el. 
mismo Gobierno, que en todo tiempo ha pretendido ampararla. 
pues el mismo Poder Ejecutivo tuvo que aplicarle la cláusula 
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penal de la caducidad. De consiguiente, yo no podía ni puedo 
aceptar que esa cláusula penal se convierta en un premio para 
la Compañía y en una pena para mí, que en resumidas cuentas 
vendría a pagar ese premio; y mucho menos puedo convenir en 
que la violación flagrante del contrato materia del presente juicio, 
sirva al Gobierno para desconocerme mis servicios contractuales 
que determinaron la misma caducidad. 


Presentada, como acabo de hacerlo, la causa de diferencias 
entre el Gobierno y yo, como contratista, debo hacer constar que 
su pretensión a no liquidarme mis honorarios sino cuando la 
sentencia de primero de diciembre de mil novecientos veintitrés 
esté cumplida en su totalidad, no solamente es absurda sino que 
el mismo pretexto fútil invocado ha desaparecido: es absurdo, 
porque el Gobierno no puede ni como Poder Público ni como 
parte contratante, modificar ni reformar la aludida sentencia, 
interpretada por la misma Corte, como consta en las diligencias 
de la primera inspección ocular, en el sentido de que no solamente 
la ejecución de ese fallo podía ejecutarse por partes, sino que 
era Obligación de la Nación y de su contraparte ejecutarlo por 
partes; y ha desaparecido el fútil pretexto, porque no solamente 
están cumplidas todas las prestaciones cuya ejecución podía pedir 
yo, sino que la Nación fue absuelta en el juicio que le promovió 
la Compañía y en el cual fuí su representante y defensor, porque 
la Nación está en poder de todo el ferrocarril de Bogotá a Zi- 
paquirá con su usufructo consolidado a la nuda propiedad por 
setenta y dos años más y en virtud exclusiva de mis gestiones 
contractuales, y porque no puedo ejercer el mandato que me 
fue conferido el treinta de junio de mil novecientos veintiuno 
en forma contractual, una vez que el Gobierno me revocó y can- 
celó esos poderes. 


En el expediente obra la sentencia ejecutoriada y registra- 
da, dictada en el juicio que siguió la Compañía contra la Nación 
por valor de un millón de pesos oro ($ 1.000.000), fallo absolu- 
torio al cual me acabo de referir; y la sentencia en el juicio de 
cuentas, juicio ya terminado, tendrá que ser favorable a la Na- 
ción, porque en él no se discute ni se ha discutido ni se podía 
discutir quién debe a quién, sino que se determina cuál es la 
suma que la Compañía debe pagar a la Nación por razón de las 
participaciones que le adeuda en la explotación del ferrocarril 
desde el veintitrés de abril de mil ochocientos noventa y ocho 
hasta el trece de julio de mil novecientos veinticinco, y la Com- 
pañía demandada ha confesado ya la deuda de ciento nueve mil 
pesos oro ($ 109.000), que no he aceptado como mandatario de 
la Nación, porque tengo comprobado que esa deuda pasa de tres- 
cientos cincuenta y cinco mil pesos oro ($ 355.000). También 
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tengo establecido con la copia auténtica del libelo de demanda 
que como mandatario de la Nación presenté ante la Corte pi- 
diendo el embargo y secuestro preventivos de la Empresa del 
Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá mientras se declaraba la ca- 
ducidad y podía exigir la entrega del cuerpo cierto que es ella. 
que hice uso de este recurso mientras el Gobierno accedía a 
hacer la declaración en referencia, contra The Colombia Northern 
Railway Company Limited; es decir, tengo probado que cumplí 
escrupulosamente el mandato recibido de la Nación, hasta en 
la parte final, que dice “..- Para que haga efectivas las obliga- 
ciones de hipoteca y demás a favor de la Nación; para que entre 
tanto intente y ejercite los recursos de embargos y demás legales 
en sustitución de esas garantías mientras se otorgan; para que 
demande el estricto cumplimiento de los contratos en sus partes 
legales, si así lo estimare conveniente; con los perjuicios consi- 
guientes y para que ejercite todas las acciones principales y sub- 
sidiarias que conforme al derecho colombiano nacen a favor de 
la Nación, por aquellos contratos y los hechos cumplidos con re- 
lación con ellos.” 


Con pleno derecho, porque hay lealtades que obligan espe- 
cialmente a los poderes públicos, como una simple glosa, me 
permito hacer constar que el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en el segundo término de prueba diligenció en forma 
deficiente, vaga y maliciosa los exhortos que se le libraron; que 
la escrupulosidad que ha debido tener al diligenciarlos no se ha 
debido limitar a cumplir restrictivamente la letra de los autos 
sintéticos negando toda atención a los insertos y aprovechando 
la vaguedad de algunos autos para no enviar las copias pedidas 
expresamente en tiempo pero cuyo reclamo habría tenido que 
hacerlo vencido el término de pruebas, reclamos que si hubie- 
ran prosperado por lo justos, habrían demorado en todo caso 
la secuela del juicio. 

También me permito subrayar el hecho de que la Secretaría 
General de la Presidencia de la República dio lugar a que se la 
requiriera exigiéndole el diligenciamiento del exhorto que se 
le libró con carácter de urgente, desde que se abrió a prueba 
el juicio acumulado y que todavía no lo ha remitido. 

Es decir, señores Magistrados, que todo obstáculo y que 
todo recurso dilatorio, francos o indirectos, han sido desbarata- 
dos con la cantidad y la calidad de mis pruebas y con la expresa 
renunciación a términos y a reclamos de que he podido hacer uso. 


RESUMEN—SINTESIS 


Es incuestionablemente un hecho de la mayor evidencia que 
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cumplí con «el mayor celo, paciencia, perseverancia y actividad 
el contrato que celebré con la Nación el 14 de diciembre de 1920, 
por conducto del Ministerio de Agricultura y Comercio, al cual 
se hallaban adscritos los negocios relacionados con ¡los bienes 
ocultos del Estado; y que el Gobierno se ha negado a reconocerme 
y pagarme los honorarios estipulados. | ; 


Que el Gobierno no podía obrar independientemente de mi 
voluntad mientras no caducara el contrato en referencia, sobre 
ias cuestiones relacionadas con los derechos que contra The Co- 
lombian Northern Railway Company Limited, y por causa de los 
contratos celebrados por el Gobierno Nacional con dicha entidad 
y con sus antecesores, para la construcción, equipo y explotación 
del Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, y para la prolongación 
de éste hasta la ciudad de Chiquinquirá,” declarados bienes ocul- 
tos de propiedad de la Nación, por la Resolución número 388 de 
28 de junio de 1921, procedente de la Sección 3* del Ministerio 
de Agricultura y Comercio; | 


Que no solamente el Gobierno no hizo nada por su cuenta, 
como no podía hacerlo mientras estuviera vigente tal contrato, 
sino que se opuso en principio a ejecutar cuanto pedí como man- 
datario de la Nación en forma contractual, y que solamente ven- 
cido por mi tenacidad y después de anular el Consejo de Estado 
las providencias en que se negaba rotundamente a acceder a mis 
solicitudes, requirió a la prenombrada Empresa para que cum- 
piera con determinadas obligaciones contractuales que, dejadas: 
de llenar por ella, producían automáticamente la caducidad; 


Que aún después de cumplida la caducidad, el Gobierno elu- 
dió su obligación de calificarla, y que solamente, como lo dice 
la Resolución Ejecutiva respectiva, “la situación jurídica y de 
facto que no estaba en sus manos modificar en manera alguna..., 
situación que crearon tres hechos patentes, a saber: la sentencia 
ejecutoriada de la Corte Suprema de J usticia, que anuló la tran- 
sacción efectuada entre el Gobierno y la misma Compañía en 
el año de 1905; la renuencia expresa y reiterada de la misma 
Compañía de garantizar el cumplimiento de alguna de sus obli- 
gaciones; y la solicitud hecha por el apoderado de la Nación para 
que se declarara la caducidad que se había efectuado por tales 
motivos. Ante estos hechos, el Gobierno ha tenido que inclinar- 
se...” Y todo lo cual demuestra cuál fue el mérito y trascenden- 
cia de mis gestiones como mandatario de la Nación en forma 
contractual; 

Que el Poder Ejecutivo no podía disponer sin mi voluntad 
de la que me corresponde por modo expreso, según lo estipulado 
en el contrato materia de la presente controversia, ni podía tam- 
poco, mientras yo tuviera la representación de la Nación, des- 
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conocerme el derecho a defender los intereses de ésta oponién- 
dome a que se mermaran con una indemnización que no tiene 
causa jurídica ni en los contratos cuyo cumplimiento exigía en 
nombre de mi mandante, ni en el que me liga a la Nación, ni 
en la caducidad que es una: pena que no puede convertirse en un 
premio para el que infringió el contrato y mucho menos en un 
premio que deba pagar el mandatario de la Nación que salvó 
sus derechos e intereses; 


Que la Resolución 388 de 28 de junio de 1921, la cual de- 
claró bienes ocultos de propiedad de la Nación los denunciados 
por mí, así como la escritura de mandato que acepté expresa- 
mente, entraron a formar parte integrante de las cláusulas fun- 
damentales del contrato de 14 de diciembre de 1920, en cuya 
virtud se cumplieron dichos actos como aplicación e interpreta- 
ción honrada del mismo contrato que quedó perfeccionado en 
todas sus partes, desde ese mismo instante. De consiguiente, al 
dictarse la Resolución de 22 de julio de 1925, que reformó la 
388 de 28 de junio de 1921, y al revocárseme los poderes por 
medio de la escritura pública 896 de 24 de julio de 1925, escri- 
tura que fue llevada aún a los juicios en curso como ejecución 
de la sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia el 1* 
de diciembre de 1923, documentos que expedidos en la forma 
legal obran en los autos según los dejé relacionados, son hechos 
comprobados que han roto el equilibrio de los vínculos jurídicos 
establecidos entre las partes contratantes, en perjuicio mío; y 
son hechos y actos gubernamentales que violan la Ley Civil, pues 
los vínculos jurídicos establecidos entre las partes contratantes 
son indestructibles por la sola voluntad de uno de los contratan- 
tes, vínculos jurídicos que mantienen todo su vigor mientras no 
sean variadas sus estipulaciones por consentimiento mutuo o por 
causas legales, y que, según las mismas palabras empleadas en 
la Resolución número 464 del Ministerio de Agricultura y Comer- 
cio, de que ya hice mérito, “al ser ejecutados por el Gobierno 
constituyen un acto arbitrario y equivalen a declarar que por 
parte del Estado se dejaba de cumplir un contrato perfecto, 
ajustado en todas sus partes a la ley, lo cual es inaceptable desde 
todo punto de vista, dado que él, en sus relaciones contractua- 
les, se halla sujeto a la mismas normas que el Código Civil señala 
a los particulares, y éste, en su artículo 1.602, dice lo siguiente: 
“Todo contrato legalmente celebrado es una ley para las partes 
contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consenti- 
miento mutuo o por causas legales...” 


Luego si tengo probado, amplia y superabundantemente, de 
“una parte, que cumplí con celo religioso mis obligaciones con- 
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tractuales; y de otra, que la Nación o sus representantes u Órga- 
nos constitucionales violaron el contrato materia de esta con- 
troversia, y que me han causado sus actos violatorios del contrato 
graves perjuicios, me asiste el derecho pleno a que se falle. como 
lo tengo pedido en los libelos de demanda de los dos juicios 
acumulados. Y así lo pido y lo espero, porque la justicia es una 
e indivisible, como emanada de Dios, mucho más cuando se aplica 
en nombre de la República por la mano de sus Magistrados. 


Bogotá, abril 28 de 1926. 
Señores Magistrados, 


Jorge Martínez L. 


MY o AR 


Al margen del espejismo judicial 


DILIGENCIA DE INSPECCION OCULAR 


En Bogotá, a veintitrés de octubre de mil novecientos vein- 
ticinco, siendo el día y la hora para dar principio a la diligen- 
cia de inspección ocular decretada en este juicio, el señor Magis- 
_trado Sustanciador, doctor Francisco Tafur A., asociado del de- 
mandante General Jorge Martínez L., del señor Procurador Ge- 
neral de la Nación, del perito principal, doctor Hernán Copete, 
del tercero, doctor Jorge Gutiérrez Gómez, y del Suscrito Secre- 
tario, se constituyó en audiencia pública en la Secretaría de la 
Sala de Negocios Generales de la Corte. Por no haber concurrido . 
el perito principal doctor Gonzalo Pérez, a petición de las partes 
designó como tal en reemplazo de éste al señor doctor Miguel 
Velandia, quien prestó la promesa legal de cumplir bien y fiel- 
mente con los deberes de su cargo, según su leal saber y enten- 
der. En seguida, el señor Magistrado ordenó dar lectura al auto 
de 24 de septiembre próximo pasado, por el cual se decretó la 
inspección y de la parte pertinente del memorial del demandante 
de fecha 21 de los mismos. Se tuvo a la vista el juicio ordinario 
seguido por el General Jorge Martínez L., comó apoderado de 
la Nación contra The Colombian Northern Railway Company 
Limited, para que se hicieran varias declaraciones relacionadas 
con el Ferrocarril del Norte y a petición del mismo señor Mar- 
tínez L., el señor Magistrado ordenó tomar copia de los siguien- 
tes documentos que se hallan al folio 148 del cuaderno número 
1-Bis (cuaderno de la sentencia) ; de la parte final del memorial 
de aclaración solicitada por la Compañía demandada y del auto 
de 22 de mayo de 1.924, que recayó a dicha petición (F. 167 del 
mismo cuaderno). Tales piezas son del tenor siguiente: “. 
De consiguiente, para cumplir estrictamente vuestra sentencia, 
que obliga a las partes a prestaciones mutuas, es preciso que se 
conozca el monto preciso de lo que cada una debe pagar a la 
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otra, lo que no es posible mientras no se haya decidido en los 
distintos juicios que habrá de promover, la suma líquida que las 
partes se deben recíprocamente. En esa virtud, respetuosamente 
os pido que aclaréis vuestra sentencia en el sentido de que, para 
cumplirla en su totalidad. debe esperarse la solución de cada uno 
de los puntos de la parte resolutiva remitidos a nuevos juicios, 
porque no sería justo ni equitativo que se cumpliera parcial- 
mente.—Bogotá, febrero 15 de 1924.—Señores Magistrados, Car- 
melo Arango.” 


AUTO-——“Corte Suprema de Justicia.—Sala de Negocios Ge- 
nerales.—Bogotá, mayo veintidós de mil novecientos veinticua- 
tro.—El señor apoderado de The Colombian Northern Railway 
Company Limited solicita aclaración de la sentencia dictada por 
esta Sala con fecha primero de diciembre del año próximo pasado 
en el juicio seguido por la Nación contra la expresada Compa- 
ñía. Aun cuando la petición fue hecha el 15 de febrero último, 
no se había decidido todavía, porque habiendo ocurrido el falle- 
cimiento del Magistrado Sustanciador, doctor Bartolomé Rodrí- 
guez P., entró a reemplazarlo el respectivo suplente, señor doctor 
Alberto Goenaga, quien se declaró impedido para conocer del ne- 
gocio, por lo cual hubo de sustanciarse el respectivo incidente y 
de procederse al sorteo de Conjuez. Ya el asunto estaba al estu- 
dio de la nueva Sala integrada con el Conjuez sorteado, cuando 
el Magistrado que suscribe en primer término esta resolución, 
entró, por virtud del Decreto Ejecutivo número 737 del 1* de los 
corrientes, a formar parte de la Sala de Negocios Generales de 
la Corte, y aprehendió el conocimiento del asunto como sustan- 
ciador, conforme a proveído de fecha cinco del que cursa. Expli- 
cada así la causa de la demora en la decisión de la solicitud de 
que se trata, se pasa.a hacer el estudio de ella. El artículo 100 
de la Ley 105 de 1890, que estaba vigente cuando se dictó el 
fallo de que se trata, establece que a petición de parte legítima 
puede el Juez o Tribunal aclarar las frases oscuras o de doble 
sentido que haya en la sentencia definitiva o que ofrezcan un 
verdadero motivo de duda. Estudiado con toda atención el ex- 
tenso memorial del señor apoderado de la Compañía, no aparece 
que en él señale frase o expresión alguna oscura o de doble sen?.. 
tido que contenga el fallo y que pueda dar lugar a dudas acerca 
de su alcance o inteligencia. Dicho escrito es una obra de crítica 
sobre varios puntos de la sentencia, que podría servir para soli- 
citar su reforma o revocación si ello fuera procedente, mas no 
para fundar una petición de aclaración. Cuanto a la solicitud de 
que se declare que para cumplir el fallo en su totalidad debe espe- 
rarse la solución de cada uno de los puntos que conforme a la 
sentencia han de ser materia de nuevos juicios, tal petición no 
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implica la aclaración de frases dudosas o de doble sentido, sino 
una reforma aditiva de la sentencia, que por no versar sobre 
frutos, réditos, perjuicios o costas, ni sobre un error aritmético, 
no está autorizada por la ley que regía cuando se dictó el fallo 
y cuando se pidió la aclaración (Art. 17, Ley 100 de 1896 —sic—y 
862 del C. J.—abolido—). Por lo expuesto, la Corte Suprema, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 
y por autoridad de la ley, decide que no es el caso de hacer la 
aclaración pedida por el apoderado de la Compañía demandada. 
Cópiese y notifíquese.—Julio Luzardo Fortoul.—Ramón Rodrí- 
guez Diago.—£uis Felipe Rosales.—Pedro Sanz Rivera, Srio. en 
ppd.” 

En seguida el mismo señor Martínez manifestó que para 
probar en contra de la tesis sostenida por el señor apoderado de 
la Compañía demandada en la parte transcrita, de que no podía: 
cumplirse la sentencia de primero de diciembre de mil novecien- 
tos veintitrés parcialmente, dictada en el juicio que se está exa- 
minando, esto es, cada prestación por separado, solicitaba que se 
vean los expedientes de los distintos juicios promovidos por él 
como apoderado de la Nación y la actuación correspondiente. 
El señor Magistrado así lo ordenó, y al efecto se vieron los si- 
guientes expedientes: 

1. El que contiene la demanda ejecutiva, de fecha 27 de 
febrero de 1924, sobre pago de las zonas comprendidas entre el 
punto llamado El Banco y Las Manas de Cajicá, corresponde a 
la prestación o punto 5* de la sentencia. La actuación a que se 
refiere este juicio está archivada por haber negado la Corte la 
ejecución demandada. Aparece que el cumplimiento del mismo 
punto de la sentencia fue demandado por el mismo apoderado 
con posterioridad, hasta que al fin, por el juicio ejecutivo que 
principió con la demanda de 26 de febrero de 1925, la Compañía 
. Tue condenada a pagar la cantidad de $ 12.093-84 y los intereses 
de demora, oro legal, como se ve al folio 73 v. del expediente nú- 
mero 80 en la liquidación del crédito. El mismo señor Martínez 
pidió que se insertara copia del oficio del Ministerio de Hacien- 
da y Crédito Público, distinguido con el número 740, de fecha 
17 de abril próximo pasado, que se halla al folio 84 del juicio que 
se revisa. El señor Magistrado así lo dispuso y es del tenor 
siguiente: 

“República de Colombia.—Ministerio de Hacienda y Crédito 
-Público.—Sección 1*—Negocios Generales.—Número 740.—Bo-. 
gotá, abril 17 de 1925.—Señor Secretario de la Sala de Negocios 
Generales de la Corte Suprema de Justicia.—Presente.—Aviso 
a usted recibo de su oficio número 1.299 de 3 de los corrientes, 
por medio del cual participa a este Ministerio el haber sido consig- 
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nada a favor de la Nación en el Banco de la República, la suma 
de doce mil novecientos seis pesos y un centavo ($ 12.906,01), 
por cuenta de The Colombian Northern Railway Company Limi- 
ted, en virtud de haber sido condenada dicha Compañía, por sen- 
tencia de la Corte Suprema de Justicia, en la prestación quinta 
al pago de esa suma. Aprovecho la oportunidad para hacer saber 
a esa H. Corporación, que la mencionada suma de $ 12.906,01 
fue consignada en la Tesorería General de la República, en la 
cuenta denominada depósitos provisionales, tan. pronto como se 
recibió en este Ministerio el recibo de la consignación hecha por 
esa H. Sala en el Banco de la República. Soy de usted atento y 
S. S., Por el Ministro de Hacienda, el Secretario, José Arturo 
Andrade.” 


Este expediente está archivado como fenecido por el cum- 
plimiento de la prestación respectiva. Los demás expedientes son 
los siguientes: 


2. El del juicio de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., 
contra The Colombian Northern Railway Company Limited, sobre 
entrega de la antigua carretera del Norte y pago de $ 6.000.000 
como perjuicios y embargo preventivo. Repartido el 25 de febrero 
de.1924, bajo el número 51 al señor Magistrado doctor Bartolomé 
Rodríguez P. Fallado el 21 de mayo de 1924, negativamente. 


3. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra The 
Colombian Northern Railway Company Limited ejecutivo, para 
el pago de la suma de $ 130.874,51, valor de intereses al 1% sobre 
$ 960.000 y embargo preventivo. Repartido al Magistrado doctor 
Luis Felipe Rosales bajo el número 52, con fecha 3 de marzo del 
citado año de 1924 y fallado el 15 de mayo del mismo año, nega- 
tivamente. | 


4. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra The 
Colombian Northern Railway Company Ltd., ejecutivo para el 
pago de $ 739.535, oro, y embargo preventivo. Repartido el 3 de 
marzo de 1925 al Magistrado doctor Rosales, bajo el número 54. 
Fallado negativamente el 15 de mayo. del mismo año de 1924. 


5. El juicio ejecutivo seguido por la Nación, apoderado Jorge 
Martínez L., contra The Colombian Northern Railway Compa-- 
AN para el pago de $ 12.093 34, en cumplimiento de la sen- 
tencia ño la Corte de 1* de diciembre de 1923. Repartido el 3 de 
_ marzo de 1924, bajo el número 53, al Magistrado doctor Rodrí- 
ca Diago y fallado el 6 de mayo del mismo año, negativa- 
mente. 


6. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra The 
Colombian Northern Railway Company, Ltd., para que rinda 
las cuentas de la explotación del Ferrocarril del Norte. Repartido 
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el 3 de marzo de 1921, bajo el número 55, al señor Magistrado 
doctor Rodríguez Diago. Fallado el 16 de junio de ese mismo 
año, declarando probada la excepción temporal de petición antes 
de tiempo. 


1. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company, Ltd., para la en- 
trega de la carretera que conduce de Chapinero al Puente del 
Común y pago de perjuicios. Repartido el 16 de junio de 1924, 
bajo el número 56, al señor Magistrado doctor Rosales. Por auto 
de 26 de junio de 1923 (sic), se negó la ejecución solicitada. 

8. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez Lis COMPA 
The Colombian Northern Railway Company Ltd., para que se 
determine el modo de oír a las partes y se fije la cantidad a que 
suban los intereses sobre la suma de $ 960.000, oro. Repartido - 
el 16 de junio de 1924, bajo el número 57, al señor Magistrado 
doctor Luzardo Fortoul. Por auto de 23 de junio de 1924 se de- 
claró la Corte sin facultad para decretar lo pedido. 


9. La Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra The Co- 
lombian Northern Railway Company, Ltd., para que se le re- 
quiera a ésta a fin de que pague la cantidad de $ 12.093,84 o se 
dicte el respectivo auto ejecutivo. Repartido en la misma fecha 
del anterior, bajo el número 58 al señor Magistrado doctor Lu- 
zardo Fortoul. Fallado el 28 de junio del mismo año; negó la 


- ejecución. 


10. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company, Ltd., por la suma 
de $ 12.093,84, oro, e intereses. Repartido el 5 de junio del año 
citado, bajo el número 60, al señor Magistrado doctor Rosales. 
Por auto de 11 de julio de 1924 se ordenó devolver el asunto al 
demandante. 

11. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company, Ltd., sobre entrega 
de la antigua carretera entre Chapinero y el Puente del Común, 
y pago de $ 1.000.000, oro, por reparación de aquella y pago de 
los intereses mensuales por la no entrega. Repartido el 5 de 


julio de 1924 al Magistrado doctor Luzardo Fortoul, bajo el 


número 61. No decretó la ejecución y ordenó devolver los docu- 
mentos. 

12. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company Ltd., sobre embargo 
y secuestro preventivos del Ferrocarril del Norte entre Bogotá. 
y Zipaquirá. Repartido el 6 de diciembre del año antes citado, 
bajo el número 69, al Magistrado doctor Rosales, y fallado el 
16 de diciembre del mismo año. No accedió a decretar lo pedido. 

13. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., para que 


AS A 


rinda las cuentas de la explotación de la Empresa del Ferroca- 
rril del Norte entre Bogotá y Zipaquirá desde el 23 de abril de 
1898, y determinar la participación que le corresponde al Estado. 
Repartido con fecha 2 de febrero de 1925, bajo el número 72, 
al señor Magistrado doctor Rosales. Por auto de 10 de los mismos 
mes y año se negó lo pedido. 

14. El de la Nación contra The Colombian Northern Rail- 
way Company, Ltd., apoderado de aquélla Jorge Martínez L., 
para que entregue ésta la carretera de Chapinero al Puente del 
Común y pague los perjuicios por la no entrega. Repartido el 2 
de febrero de 1925, bajo el número 73, al señor Magistrado doc- 
tor Luzardo Fortoul. Fallado el 10 de los mismos; negó la eje- 
cución. 

15. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company, Ltd., sobre pago de 
la suma de $ 12.093,84. Repartido el 2 de los mismo al Magis- 
trado doctor Rodríguez, bajo el número 74. Por auto de 10 de 
febrero negó la ejecución. Este negocio es el mismo que se ha 
relacionado bajo el número 1. - 

16. El de la Nación, apoderado Jorge Martínez L., contra 
The Colombian Northern Railway Company, Ltd., para que fije 
el valor de los frutos naturales o civiles de la carretera del Norte 
entre Chapinero y el Puente del Común, por la ocupación de la 
Compañía de dicha carretera desde el 6 de diciembre de 1921, y 
para que compruebe que en vez de haber hecho mejoras útiles 
ha destruído la carretera. Repartido el 21 de marzo de 1925, bajo 
el número 82, al Magistrado doctor Luzardo Fortoul. Por auto 
de 25 de marzo de 1925, fue negada la ejecución. Repartido nue- 
vamente bajo el número 28, el día 8 de mayo, al señor Magis- 
trado doctor Luzardo Fortoul. Por fallo de 14 de septiembre del 
corriente año, la Sala absolvió a laCompañía demandada del 
cargo a que se refería la demanda, y se ordenó archivar el expe- 
diente. | 

En este estado, siendo avanzada la hora, se suspendió la 
diligencia, y el señor Magistrado dispuso continuarla el día cuatro 
de noviembre próximo venidero, a las nueve y media de la ma- 
ñana. En constancia se firma la presente diligencia por todos 
los que en ella intervinieron.—(Firmados) Francisco Tafur A., 
Gabriel Abadía Méndez.—Hernán  Copete.—Miguel Velandia., 
Jorge Gutiérrez Gómez.—Jorge Martínez L.—Pedro Sanz Rivera, 
Srio. en ppd. 


En Bogotá, a cuatro de noviembre de 1925, siendo el día y 
la hora señalados para continuar la diligencia de inspección ocu- 
lar decretada en este juicio, el señor Magistrado Sustanciador, 
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asociado de los petiros señores doctores Hernán Copete, Miguel 
Velandia y Jorge Gutiérrez Gómez, del señor Procurador General, 
del demandante señor Jorge Martínez L., y del suscrito Secretario, 
se constituyó en audiencia pública en la Secretaría de la Sala de 
Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia. Se leyó el 
acta anterior y fue aprobada. En seguida, a petición del deman- 
dante señor General Jorge Martínez L., se trajo a la vista el 
expediente relativo al juicio breve y sumario promovido por el 
mismo contra la Compañía para el pago de los frutos naturales 
o civiles, de conformidad con la prestación cuarta de la sentencia 
de primero de diciembre de mil novecientos veintitrés. Este juicio 
aparece fallado por la Corte en providencia de catorce de sep- 
tiembre del corriente año, absolviendo a la Compañía, porque 
la Corte halló que no había frutos naturales o civiles. A solicitud 
del señor Procurador se hace constar que antes de ese fallo se 
presentó por el Ministerio de Hacienda copia de la escritura nú- 
mero 896, de 24 de julio de mil novecientos veinticinco, de la 
Notaría quinta del Circuito de Bogotá, junto con un poder espe- 
clal para el juicio de que se trata, conferido al señor General 
Martínez por el señor Ministro, respecto de lo cual el mismo 
General Martínez manifestó que había presentado un memorial 
cuyo texto es el siguiente: “Señores Magistrados de la Sala de 
Negocios Generales de la Corte Suprema de J usticia, sustancia- 
dor, doctor Julio Luzardo Fortoul:——Hablando en el juicio breve 
y sumario adelantado por la Nación contra The Colombian Nor- 
thern Railway Company Limited para que se fije el valor de 
los frutos naturales o civiles de la antigua carretera del Norte 
que conducía de Chapinero al Puente del Común desde el 6 de 
diciembre de 1921, y refiriéndome a su auto de fecha 12 de los 
corrientes que ordena poner en mi conocimiento el poder que 
por memorial me ha otorgado el doctor Jesús M. Marulanda, 
Ministro de Hacienda, para que continúe representando a la 
Nación en dicho juicio, digo a esa Superioridad con todo respeto: 
El señor Ministro de Hacienda y Crédito Público no puede hablar 
en Juicio ni para conferir un poder, ni siquiera quizá tenga facul- 
tad para conferirlo válidamente ante Notario después que con 
la revocación que hizo de mis poderes contractuales violó el con- 
trato y cegó la fuente de donde podía derivar tal facultad, dada 
la naturaleza de la legislación especialísima de bienes ocultos. 
Pero con el fin de evitar a la Nación mayores perjuicios de los 
que a mí me ha ocasionado y ocasiona aquella conducta del señor 
Ministro, reservándome todos los derechos y acciones que por 
la referida conducta del señor Ministro de Hacienda y Crédito 
Público de revocación de mis poderes contractuales se han pro 
ducido y produzcan en mi favor. Y para evitar o prevenir cual. 
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quiera conjuración dolosa que motive este modo irregular de 
darme mandato y que se haga ambiente y le dé fuerza a la ex- 
cepción de ilegitimidad de mi personería que presente la contra- 
parte, acompaño con este memorial la prueba de que tengo interés 
en el juicio, consistente en el contrato que celebré con el Go- 
bierno Nacional sobre denuncio de bienes ocultos, de fecha 14 
de diciembre de 1920, publicado en el “Diario Oficial números 
17.590 y 17.591, que acompaño debidamente autenticados, y en 
la Resolución número 388 proferida por el Ministerio de Agri- 
cultura y Comercio el 28 de junio de 1921, publicada en el “Dia- 
rio Oficial,” números 17.776 y 17.777, que igualmente autenti- 
cados acompaño. Presento estos documentos para pedir que se 
me tenga además como coadyuvante al tenor del precepto 320 del 
Código Judicial, para que sea válido todo lo que se actúe en 
adelante con mi intervención. Si no fuere aceptada la condición 
que hago valer de reserva de mis derechos violados, ni reconocido 
el derecho de coadyuvar en este juicio sosteniendo las pretensio- 
nes de la Nación demandante, a pesar de ser interesado en este 
juicio, apelo para ante el resto de los Magistrados de la Sala. 
Señores Magistrados, Jorge Martínez L.—Bogotá, agosto 14 de 
1925.”—Acto seguido se trajo a la vista el expediente del juicio 
promovido por el señor General Martínez el veintiséis de febrero 
del corriente año, que fue repartido el veintiocho de los mismos. 
bajo el número veinticinco al Magistrado doctor Luzardo For- 
toul contra The Colombian Northern Railway Company Limited 
sobre rendición de cuentas, de conformidad con la prestación 
tercera de la sentencia de primero de diciembre de mil novecien- 
tos veintitrés. Este juicio está en curso y en él aparece el mismo 
incidente relativo a los poderes de que se dejó constancia en el 
juicio sobre frutos naturales o civiles; también hay constancia 
en los libros radicadores “de la Secretaría de que existe en curso 
el juicio sumario promovido por The Colombian Railway Com- 
pany Limited contra la Nación para que se determine el valor 
de las mejoras necesarias y útiles que ella dice haber hecho en 
la carretera de Chapinero al Puente del Común y se le reconozca 
el derecho de retención hasta que se le pague, juicio en el cual 
ya fueron citadas las partes para sentencia, y en el que el Ge- 
neral Martínez ha representado a la Nación como apoderado, ad- 
virtiéndose que en este negocio se presentó el mismo incidente 
sobre poderes que se dejó relacionado atrás. También aparece 
que existe un juicio promovido'por el General Martínez L. para 
la entrega de la carretera de Chapinero al Puente del Común, en 
el cual se comisionó al señor Juez 3” del Circuito para la entrega 
de la nombrada carretera, juicio que aún no ha sido devuelto a 
la Corte. El General Martínez solicitó que se tomara copia del 
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acta de entrega de la carretera, y así lo resolvió el señor Ma- 
gistrado. En este estado se dispuso que los señores peritos rindan 
su dictamen por separado de la diligencia, sobre los puntos de 
que trata la prueba pedida por el General Martínez, para lo cual 
se les fijó el término de veinte días. A las once y media de la 
mañana se dio por terminada la diligencia, que se firma por todos 
los que en ella intervinieron. El Magistrado Sustanciador, (Fir- 
mados) Francisco Tafur A.—Hernán Copete.—Jorge Gutiérrez 
Gómez.—Miguel Velandia.—Jorge Martínez L.—Gabriel Abadía 
Méndez.—Pedro Sanz Rivera, Srio. en ppd.” 


Habiendo sido devuelto por el señor Juez 3* -del Circuito 
el expediente del juicio promovido por el señor General Jorge 
Martínez L., como apoderado de la Nación contra The Colombian 
Northern Railway Company Limited, sobre entrega de la Ca- 
rretera del Norte entre Chapinero y el Puente del Común, que: 
le fue remitido en comisión, el suscrito Secretario, en virtud de 
lo dispuesto por el señor Magistrado Sustanciador en la parte 
final del acta acterior, expide la siguiente copia tomada del 
juicio a que se ha hecho referencia: 


“En Bogotá, a veintinueve de octubre de mil novecientos 
veinticinco, siendo el día y hora señalados para verificar la dili- 
gencia de entrega para que fue comisionado este Juzgado por 
la Corte Suprema de Justicia, según aparece del auto de fecha 
veinticinco de abril último, el suscrito Juez, asociado de su Se- 
cretario, del General Jorge Martínez L., apoderado judicial de 
la Nación en este juicio, y del General Eduardo Ortiz Borda, Ge- 
rente del Ferrocarril del Norte, se trasladó al punto donde co- 
mienza la zona que debe ser materia de la entrega, o sea la 
absisa cinco kilómetros quinientos ochenta y ocho metros (K. 
5.588) de la línea del ferrocarril, que es un punto situado en la 
misma carretera y frente a la quinta denominada antes “Quinta 
del Arzobispo,” hoy de propiedad del señor Enrique Camacho. 
Una vez allí, el Juzgado identificó el punto mencionado donde 
comienza la zona que va a entregarse. Se procedió luégo a reco- 
rrer la zona desde el punto indicado hasta la absisa kilómetro 
veintiocho setecientos setenta y ocho metros (K. 28.778), si- 
tuada en el Puente del Común, lo que da una extensión lon- 
gitudinal de veintitrés mil ciento noventa metros (23.190) y se 
identificaron igualmente los linderos laterales de la zona, com- 
puestos en su mayor parte de vallados y cercas de alambre. Es 
de observar que en diversas partes de la zona que se entrega 
colinda con fajas de terreno de propiedad de la Nación, que se 
emplean actualmente como camino por algunos de los colindantes. 
Aun cuando éstos fueron citados por medio de notas dirigidas por 
este Juzgado, solamente concurrieron los señores Luis KE. Uribe, 
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José V. Saravia, Rafael Torres Mariño y Ricardo Valenzuela, y el 
señor Moisés Hurtado, Personero Municipal de Chía, asociado del 
Secretario del Consejo Municipal de aquella población, expresa- 
mente comisionados por el mismo Concejo para asistir a la dili- 
gencia de entrega y hacer valer los derechos que a aquel Muni- 
cipio correspondan, según consta de la nota que se agrega a los 
autos. De los colindantes ninguno tuvo observación que hacer y. 
solamente el señor Personero Municipal de Chía manifestó que 
dejaba constancia de que la zona que se entrega linda en parte 
con terrenos de propiedad del Municipio y en la parte occidental 
del final de la misma zona lindaba con terrenos de la señora 
María Grajales de Gómez, separada por vallados y lo está hoy 
por medio de paredes que ocupan parte de la zona mencionada. 
Habiendo sido recorrida toda la zona que va a entregarse, el 
señor General Ortiz Borda, en su indicado carácter de Gerente 
del Ferrocarril del Norte y por autorización expresa que le fue 
conferida por el Ministerio de Obras Públicas, en resolución de 
fecha veintiséis de los corrientes, según aparece del oficio nú- 
mero 4.7138 de la misma fecha, dirigido a este Despacho por el 
Ministerio del Ramo, y que figura en autos, manifestó en nom- 
bre de la misma Nación que ésta posee actualmente la zona de 
carretera que se va a entregar, posesión que tiene como conse- 
cuencia de la resolución de caducidad administrativa del contrato 
de veinte de octubre de mil ochocientos ochenta y cuatro, dictada 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y que en tal 
virtud continúa ejerciendo dicha posesión y recibe la zona men- 
cionada de manos del Poder Judicial. Que la diligencia de entrega 
debe limitarse a ratificar la posesión actual y a dejar testimonio 
de ella, y de que la Nación, además de los títulos con que actual- 
mente posee en virtud de la resolución administrativa de que se 
ha hecho mención, tiene el que le confiere la sentencia de la Corte 
que hoy se ejecuta. Así, pues, pidió que la entrega se hiciera 
recorriendo nuevamente la zona y con este recorrido se dé por 
verificada la entrega. El General Martínez manifestó que coad- 
yuvaba la petición hecha por el General Ortiz Borda, para que 
la entrega se verificara en la parte pedida por éste, e hizo las 
siguientes manifestaciones: “En nombre de mi mandante doy 
por recibida judicialmente, de manera plena y completa, la anti- 
gua carretera del Norte que conducía de Chapinero al Puente 
del Común, cuya entrega ordenó la Corte Suprema de Justicia 
en su sentencia de primero de diciembre de mil novecientos vein- 
titrés como consecuencia de la nulidad declarada del artículo 
primero del contrato de quince de junio de mil ochocientos no- 
venta y dos, celebrado entre el concesionario Juan Manuel Dávila 
y el Gobierno Nacional, que permitió la construcción de la vía 
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férrea y sus anexidades en dicha carretera, por razón de orden: 
público, según la Ley 62 de 1887, que prohibe ocupar los ca-- 
minos públicos con vías férreas. De manera que al tomar pose-- 
sión la Nación de la Empresa del Ferrocarril de Bogotá a Zipa- 
quirá, éste solamente tenía dos trozos de vía férrea, a saber: 
uno entre Bogotá y Chapinero, y el otro entre el Puente del 
Común y Zipaquirá. Aun cuando han sido mis gestiones como 
mandatario de la Nación las que han hecho entrar al patrimonio - 
del Estado el bien fiscal denominado Empresa del Ferrocarril 
del Norte entre Bogotá y Zipaquirá y el bien de uso público 
llamado antigua carretera del Norte entre Chapinero y el Puente 
del Común, considero indispensable que se deje esta constancia 
y se haga la distinción necesaria para que conste la entrega 
hecha a la Nación en su doble carácter de Poder Público y de 
persona Jurídica, en cuya condición la represento en el juicio. 
que hoy termina, para dejar a cubierto todos sus derechos.” 
Así las cosas, este Despacho, teniendo en cuenta las manifas- 
taciones hechas por el General Martínez y por el señor Gerente 
del Ferrocarril del Norte, la personería de ambos, acreditada 
esta última por la nota del Ministerio de Obras Públicas de que 
ya se ha hablado y el hecho material de la posesión de la zona 
por parte de la Nación, dio por bien hecha la entrega en la forma 
pedida y procedió para ello a recorrer nuevamente la zona atrás 
indicada, manifestando a los colindantes presentes y a las demás 
personas que asistieron a la diligencia, que la Nación, además 
de los títulos con que poseía, tiene desde ahora la posesión judi- 
cial que se le confiere por medio de la presente diligencia. En: 
tal. virtud, el Juzgado, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, deja a la Nación, legalmente 
representada en este acto, en posesión real y material de la zona 
delimitada arriba; confiere a esta posesión toda la fuerza legal 
que emana de la sentencia de fecha primero de diciembre de mil 
novecientos veintitrés, dictada por la Corte Suprema de Justicia, 
- y deja así cumplida la parte correspondiente de la sentencia. 
mencionada. En constancia se firma esta acta. (Firmados.—Ro-- 
berto Hernández Ortega.—Eduardo Ortiz Borda.—Jorge Martí. 
nez L.—J. Vicente Saravia.—Moisés Hurtado.—Carlos Pérez 
Agutrre, Srio. en ppd.”—Es copia comparada.— (Firmado) Pedro: 
Sánz Rivera, 
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Dictamen de los Peritos 


Señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia en la Sala 
de Negocios Generales. 


En nuestro carácter de peritos para intervenir en la dili- 
gencia de inspección ocular decretada en el juicio ordinario que 
ha instaurado contra la Nación el señor General Jorge Martí- 
nez L., para que se hagan varias declaraciones tendientes a es- 
tablecer los derechos y obligaciones resultantes de un contrato 
legalmente celebrado por las partes litigantes, sobre denuncio 
de bienes ocultos del Estado, procedemos a emitir el dictamen 
que nos corresponde, ciñéndonos a los puntos a que se contra 
el respectivo memorial del demandante. | 


Punto A) 


En nuestro concepto, el General Martínez L., como apode- 
rado de la Nación en el importante pleito que ésta ventiló contra 
The Colombian Northern Railway Company Limited, INSTAURO 
—tan pronto como consideró que era ejecutable la sentencia de 
primero de diciembre de mil novecientos veintitrés—LOS JUI- 
CIOS NECESARIOS para la ejecución de ese fallo, por medio 
del cual se declararon a favor de la Nación muy valiosos dere- 
chos, debido en gran parte a las laboriosas e inteligentes inves- 
tigaciones del General Martínez L. antes de la iniciación del 
Juicio, y luégo a su eficaz intervención como mandatario del 
Estado en el complejo y difícil litigio que precedió al fallo en 
referencia. 

Para hacer la anterior afirmación hemos estudiado. en sus 
partes principales los juicios y diligencias iniciados por el Ge- 
neral Martínez L., tendientes a obtener la ejecución de todas y 
de cada una de las prestaciones a que fue condenada The Colom- 
bian Northern Railway Company Limited por la sentencia arriba 
citada. Acerca de este punto puede decirse que por parte del 
General Martínez L. HUBO MAS BIEN EXCESO DE DILIGEN- 
CIA Y CELO EN EL CUMPLIMIENTO DEL MANDATO. 
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Punto Bb) 


En las actas de la inspección ocular practicadas el 23 de 
octubre y 4 de noviembre del presente año, quedaron relaciona- 
dos los juicios y diligencias que sobre cada una de las presta- 
ciones promovió el General Martínez L. hasta obtener en dos 
de ellas, entrega de la carretera del Norte entre Chapinero y el 
Puente del Común y pago de la suma de $ 12.093,84 y los inte- 
reses legales, o sea un total de $ 12.906,01, la finalidad que 
perseguía como apoderado de la Nación. 


Varias de las acciones instauradas por el referido apode- 
rado de la Nación fueron declaradas improcedentes por la Corte 
Suprema, y así, por ejemplo, en las dos prestaciones aludidas en 
este punto para obtener decisión favorable hubo de intentar: 
cuatro demandas sobre cada una de ellas, que no prosperaron, 
PERO A VIRTUD DEL PODER QUE TENIA PUDO INSIS- 
TIR EN SUS PETICIONES, HASTA LOGRAR EL FIN QUE 
SE PROPONIA. 


Punto C) 


El General Jorge Martínez L., de acuerdo con la cláusula 
52 del contrato de 14 de diciembre de 1920, celebrado con el Go- 
bierno, sobre denuncio de bienes ocultos del Estado, ESTABA 
OBLIGADO A SUFRAGAR INTEGRAMENTE LOS GASTOS 
DE LA GESTION, que dicho sea de paso, la consideramos digna 
de encomio por la actividad, consagración y eficacia con que 
ella ho sido desarrollada por el General Martínez L., quien ha 
dado cumplimiento a la cláusula nombrada, según aparece en 
todos los procesos y especialmente en el cuaderno 8-B+is N* 2, folios 
45 y siguientes del juicio principal. La magnitud del plenario 
de este juicio y la rapidez con que se han hecho efectivos. los 
derechos de la Nación en lo referente al Ferrocarril del Norte, 
DEMUESTRAN QUE LOS INTERESES DEL ESTADO VIN- 
CULADOS A ESA EMPRESA, HAN SIDO DEFENDIDOS 
CON CONSTANCIA Y ACTIVIDAD INNEGABLES. 


Punto D) 


En virtud de la cláusula 4* del contrato celebrado el 14 de 
diciembre de 1920, sobre denuncio de bienes ocultos del Estado, 
de mención anterior, el Gobierno se comprometió a ordenar al 
Agente del Ministerio Público que coadyuvara la acción o accio- 
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nes necesarias al efecto. En cumplimiento de tal estipulación, el 
Gobierno, por conducto del Ministerio de 'Hacienda y Crédito 
Público, ordenó al señor Procurador General de la Nación que 
coadyuvara las acciones que instaurase el General Martínez Lós 
sobre ejecución de la sentencia con que terminó el juicio prin- 
cipal. La orden expresada fue comunicada en oficio número 919 
de marzo de 1924, a solicitud del General Martínez L. El señor 
Procurador transcribió la nota ministerial a] señor Presidente 
de la Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de Justi- 
cla, agregando que estaba dispuesto a coadyuvar las acciones 
instauradas o que instaurara el apoderado de la Nación en de- 
fensa de los intereses de ésta. Tanto de la nota de la Procura- 
duría General como del auto que a ella recayó se agregaron sen- 
das copias, debidamente autenticadas, a los juicios en curso, en 
:0 de los cuales quedó el original. 


Punto E) 


Hemos verificado o comprobado el aserto contenido en este 
punto, PUES ES UN HECHO CIERTO QUE EL GENERAL, 
JORGE MARTINEZ L. NO HA DESCUIDADO LA DEFENSA 
DE LOS DERECHOS DE LA NACION Y LOS SUYOS PRO- 
PIOS, a pesar de la revocación de los poderes que le hizo el señor 
Ministro de Hacienda y Crédito Público por medio de la escritura 
número 896 de 24 de julio de 1925, otorgada en la Notaría quinta 
de este Circuito, pues ha ejercido los poderes parciales que el 
mismo señor Ministro le ha conferida en algunos de esos juicios 
y que el General Martínez L. considera otorgados en forma irre- 
gular. 


El General Martínez L. ha intervenido no sólo en los juicios 
promovidos por él en ejecución del mandato, sino también en 
el juicio instaurado por The Colombian Northern Railway Compa- 
ny Limited contra la Nación, SOBRE PAGO DE MEJORAS (1), 
juicio en el cual el mencionado Martínez pretendió intervenir 
ccmo coadyuvante, lo que fue negado por la Corte, pero en cam- 
bio fue reconocido más tarde como representante legítimo de 
la Nación a virtud del poder complementario otorgado por la 
escritura número 63 de 23 de mayo de 1925. Mas como por es- 
critura número 896 de 24 de julio del presente año, que figura 
en autos, Martínez L. perdió la personería, el señor Ministro de 
Hacienda hubo de conferirle un poder especial para este Juicio, 
que aceptó el apoderado con la advertencia que lo estimaba ilegal 


El juicio a que se refieren fue fallado absolviendo a la Nación en 
virtud de la defensa. 


y con la reserva de sus derechos. No nos corresponde dar con: 
cepto acerca de si son o no irregulares los poderes parciales que 
últimamente le ha conferido el Gobierno al General Martínez L. 


Dejamos así expuesto nuestro dictamen, ceñido, como hemos 
dicho, a los puntos de la prueba decretada por la Corte. 


Renunciamos el resto del término que nos fue señalado 
por el señor Magistrado doctor Tafur para rendir el dictamen 


Bogotá, noviembre 21 de 1925. 
Señores Magistrados, 


(Firmados) Miguel Velandia, Hernán Copete, Jorge Gutié- 
rrez Gómez. 
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Declaraciones en el Proceso 


En la Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Justicia, a trece de abril de mil novecientos veintiséis, compa- 
reció ante el señor Magistrado Sustanciador el doctor Jesús del 
Corral, con el fin de declarar en este negocio. Juramentado que 
fue legalmente e impuesto del artículo 407 del Código Penal 
sobre testigos falsos y perjuros, respondió así a la primera 
pregunta del interrogatorio: que es mayor de edad, vecino de 
Bogotá y sin generales con las partes; al punto B. Que era el 
declarante en el año de mil novecientos veinte Ministro de Agri- 
cultura y Comercio y que, en tal carácter, dictó la Resolución 
sobre bienes ocultos a que se refiere el peticionario. Al punto C. 
Que, como lo dice en la respuesta anterior intervino en el estu- 
dio y resolución sobre los nombrados bienes ocultos. Al punto D. 
(Que es verdad que la póliza o minuta de la escritura-poder fue 
elaborada en el Ministerio, después de amplias y largas discu- 
siones con el denunciante, señor Martínez L., y que se habló 
ampliamente, sobre todas y cada una de las acciones que podían 
intentarse para recuperar los bienes denunciados y declarados 
como bienes ocultos por la Resolución número 388 de 28 de junio 
de 1921. Que hasta donde su memoria le permite, dado el trans- 
curso de varios años, cree que es verdad que al explicar el de- 
nunciante el alcance de la octava acción, de su primitiva expo- 
sición, demostró todo lo que contiene la pregunta, es decir: “que 
aun cuando la Nación era dueña de la nuda propiedad del Fe- 
rrocarril, la ley sustantiva establecía que el usufructo era, de 
manera inequívoca y expresa, un derecho real esencialmente limi- 
tativo del dominio; que mientras estuviera sin anular el llamado 
contrato de transacción de 1905, y sin aclarar el artículo 3 del 
contrato de 21 de abril de 1897, no se podría exigir a la Compa- 
nía el depósito de las cien mil libras en acciones o títulos de la 
misma Empresa, prenda sustitutiva de la garantía hipotecaria; 
que, por tanto, debería previamente ser anulada la transacción, 
y anulado o declarado judicialmente el artículo 3* del referido 


contrato de 21 de abril de 1897. Explicó también el denunciante 
que si esto se obtenía y la Compañía no entregaba la prenda. 
como estaba obligada, se podría declarar administrativamente 
la caducidad que por ese hecho se había consumado, extinguién- 
dose la limitación establecida sobre el dominio de la Empresa 


-por el usufructo concedido, consolidándose así el usufructo con 


la nuda propiedad. Habló también sobre el hecho de que, en 
caso, de dificultad o renuencia por parte de la Empresa, se podría. 
¿edir.a la Corte que confirmara la caducidad y reconociera que 


se había consolidado el usufructo a la nuda propiedad, y por 


consiguiente, hiciera entrega del Ferrocarril. Al punto E. Es 
verdad que halladas razonables y fundadas las explicaciones re- 


-solvió el declarante darle, en su carácter de Ministro, un poder 


amplio, de acuerdo con lo que estatuye el artículo 30 del Código. 
Fiscal, que dice que una vez declarado el bien oculto, se investirá 
al denunciante de los poderes bastantes o necesarios para la 
eficaz defensa de los derechos y acciones del Estado y se orde- 
nará al respectivo Agente del Ministerio Público que coadyuve 
la acción o acciones necesarias al efecto. Recuerda el declarante 
gue tal vez la única limitación expresa que se le hizo al denun- 
ciante señor Martínez fue la de no transar con los dueños del 
bien que se declaraba oculto; al menos ésta fue la regla general 
que adoptó el Ministerio en esa época para todos los casos aná- 
logos relacionados con el denuncio de bienes ocultos. No siendo 
más las preguntas del interrogatorio, se termina la presente 
diligencia, haciendo constar que se observó el artículo 633 del 
Código Judicial —(Firmados) Francisco Tafur A.—Jesús del 
Corral.—Euvis A. Amado, Oficial Mayor. | 


En la Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Justicia, a dieciséis de abril de mil novecientos veintiséis, com- 
pareció el doctor Ulpiano Zamoramo ante el suscrito Magistrado 
sustanciador con el objeto de declarar en este negocio. Jura- 
mentado debidamente con imposición del artículo 407 del Código 
Penal, respondió así al punto A del interrogatorio: Mayor de 
edad, vecino de Bogotá y sin generales con las partes. Al punto 
B. El declarante, en su calidad de Jefe de la Sección 3* del anti- 
euo Ministerio de Agricultura y Comercio, intervino en el estu- 
dio y resolución del denuncio sobre bienes ocultos del Estado 
que hizo el peticionario sobre el Ferrocarril del Norte como con- 


“secuencia del contrato que celebró la Nación con el señor Mar- 
tínez por conducto de aquel Ministerio. Al punto D. Como en- 


cargado del ramo de bienes ocultos le tocó al declarante discutir. 
todos los puntos que sirvieron de base para confeccionar la pó- 
liza para investir al peticionario de los poderes necesarios para 
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entablar las acciones respectivas en defensa de la Nación. La 
póliza o minuta de la escritura-poder fue preparada en el Mi- 
nisterio, previa discusión con el peticionario sobre todas y cada 
una de las acciones que podian instaurarse para recuperar los 
bienes denunciados por él y declarados como ocultos por la Re- 
solución número 388 de 18 de junio de 1921; que es cierto y 
le consta al exponente, por esos motivos, que al explicar de 
viva voz el alcance de la octava acción de la primitva expo- 
sición del peticionario, demostró que aun cuando la Nación 
era dueña de la nuda propiedad del Ferrocarril, la ley sus- 
tantiva establece que el usufructo es, de manera inequívoca 
un derecho real esencialmente limitativo del dominio; que mien- 
tras estuviere sin anular el llamado “contrato de transacción 
de 1905,” y sin aclarar el artículo 3” del contrato de 21 de 
abril de 1897, no se podía exigir a la Compañía el depósito 
de las cien mil libras en acciones o títulos de la misma Em- 
presa, prenda sustitutiva de la garantía hipotecaria; y que, de 
consiguiente, debería ser cuestión previa el hacer anular la tran- 
sacción y anular o aclarar judicialmente el artículo 3* del re- 
ferido contrato de 21 de abril de 1897; y que si esto se lograba 
judicialmente y la Compañía no entregaba la prenda, como estaba 
obligada, podría declararse administrativamente la caducidad que 
por ese hecho se había consumado, extinguiéndose la limitación 
establecida sobre el dominio de la Empresa por el usufructo 
concedido, consolidándose el usufructo con la nuda propiedad, 
y que en caso de dificultad o renuencia por parte de la Empresa. 
se podría pedir a la Corte que confirmase la caducidad y reco- 
nociera que se había consolidado el usufructo a la nuda propie- 
dad e hiciera entregar el cuerpo cierto que es el Ferrocarril.” 
Al punto E. Fue cierto que halladas justas y fundadas las ex- 
plicaciones del peticionario, el Ministerio resolvió darle el poder 
amplio que se le dio y es evidente que se le ofreció darle todavía 
todo el apoyo que fuera necesario para la defensa eficaz de los 
derechos y acciones declarados bienes ocultos del Estado. El 
poder fue tan amplio, que solamente no se le dieron al peticio- 
nario facultades para entrar en transacciones con la Compañía. 
Agrega el declarante que con fecha 26 de mayo de 1920, el peti- 
cionario dirigió al Procurador General de la Nación, que era 
entonces el doctor Elías Romero, un memorial con el que acom- 
pañaba un artículo publicado en “El Siglo,” memorial en que 
ponía de manifiesto las irregularidades con que marchaba la 
Empresa del Ferrocarril del Norte y pedía al Procurador que 
tomara la defensa de los intereses de la Nación, “porque la Ley 
30 (dice 'el memorialista) de 1884, expedida por la Asamblea 
Legislativa del Estado Soberano de Cundinamarca, que aprobó 
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el privilegio que hoy disfruta la Empresa, dice en su artículo 
17: 'Caducará este privilegio en caso de que los concesionarios 
no llenen los compromisos contraídos en los artículos 5* y 6' 
del presente contrato, cuya caducidad podrá declarar el Poder 
Ejecutivo del Estado'.” El peticionario no consiguió nada del 
Procurador doctor Romero' y acudió al denuncio de bienes ocul- 
tos. La caducidad fue, pues, una cosa que desde un principio 
premeditó y concibió el peticionario, y su propósito, como se 
ve, fue el de hacer calificar el hecho de la caducidad consumada 
por la causa taxativa prevista en el contrato de 1884, incorpo- 
rado en el artículo 28 del 26 de febrero de 1889, para pedir judi- 
cialmente la entrega del cuerpo cierto que lo es el Ferrocarril 
de Bogotá a Zipaquirá. No siendo más los puntos del interroga - 
torio, se termina esta declaración, haciendo constar que se ob- 
servó el artículo 633 del Código Judicial. (Firmados) Francisco 
Tafur A.—Ulpiano Zamorano.—Luis A. Amado, Oficial Mayor. 


En Bogotá, en la Sala de Negocios Generales de la Corte 
Suprema de Justicia, a dieciséis de abril de mil novecientos vein- 
tiséis, compareció el doctor Rafael Campo A. ante el suscrito 
Magistrado Sustanciador, con el fin de declarar en este negoció. 
Juramerntado legalmente con imposición del artículo 407 del Có- 
digo Penal, respondió así al punto A del interrogatorio: Que 
es mayor de edad, vecino de esta ciudad y sin generales con el 
peticionario. Al punto B.: En el año de 1920 desempeñaba el de- 
clarante el cargo de Subjefe de la Sección que tenía adscrito 
el conocimiento de los asuntos relacionados con el ramo de bal- 
díos, bienes ocultos del Estado, marcas de fábrica y patentes 
de invención. Al punto C: Por razón del cargo que desempeñaba 
intervino el declarante en el estudio y resolución sobre bienes 
ocultos del Estado que hizo el peticionario sobre el Ferrocarril 
del Norte, como consecuencia del contrato que celebró con la 
Nación por conducto del Ministerio de Agricultura y Comercio: 
conoció el declarante de este asunto, primero al iniciarse su con- 
sideración, por el Ministerio, con el carácter de Sub-jefe de la 
Sección a que antes se refirió y por ausencia transitoria del Jefe. 
doctor Ulpiano Zamorano, y después como Jefe de la Sección del 
Ministerio que conocía del ramo de Bosques Nacionales y por 
disposición especial del señor Ministro, doctor Jesús del Corral, 
cuando se trató de hacer el estudio previo de la exposición y 
demás pruebas que debía presentar el denunciante para los efec- 
tos de declarar si los bienes denunciados por él como ocultos 
tenían o no ese carácter, de acuerdo con lo establecido en el 
Código Fiscal. Al punto D.: Para poder declarar, como en efecto 
se declaró, que los bienes denunciados tenían el carácter de ocul- 
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tos, fue necesario asimismo estudiar si las acciones judiciales 
propuestas por el denunciante eran o no conducentes, desde luego 
que éste es un punto esencial a la misma Resolución de decla- 
ratoria de bien oculto, que en tales casos se acostumbraba. Estas 
acciones fueron varias y todas se declararon conducentes por 
el Ministro. Entre ellas figura la de nulidad de varios contratos 
y artículos de algunos contratos celebrados por la Nación con 
la Empresa del Ferrocarril, así como la acción administrativa - 
de caducidad de la concesión y el privilegio y usufructo, caduci- 
dad que podría declarar el Poder Ejecutivo previa la consuma- . 
ción de determinados hechos previstos en los respectivos contra- 
tos. Naturalmente que para la expedición de la póliza o minuta 
de la escritura-poder conferido al denunciante en nombre de la 
Nación, el Ministerio de Agricultura y Comercio debió allegar 
toda clase de elementos de juicio y de convicción, no solamente 
en lo escrito sino en conferencias verbales con el denunciante, 
en que éste aclaró y explicó, según su criterio, los puntos que así 
lo requerían en concepto del Ministerio. Al punto E. Fue cierto 
que en atención a las exposiciones tanto escritas como orales del 
peticionario, el Ministerio juzgó acertado conferirle el poder en 
los términos amplios en que se le confirió y aún le ofreció apo- 
yarlo, como era lo lógico y elemental para la defensa de los de- 
rechos y acciones que se le confiaban. No siendo más los puntos 
del interrogatorio, se termina esta diligencia, haciendo constar 
que se observó el artículo 633 del Código J udicial.— (Firmados) 
Francisco Tafur A.—Rafael Campo A.—Luis A. Amado, Oficial 
Mayor. 


En Bogotá, en la Sala de Negocios Generales de la Corte 
Suprema de Justicia, a diecisiete de abril de mil novecientos vein- 
tiséis, compareció el doctor Hernán Copete ante el suscrito Ma- 
gistrado Sustanciador con el objeto de declarar en este negocio. 
Juramentado legalmente, con imposición del artículo 407 del 
Código Penal, contestó así al punto A del interrogatorio: Mayor 
de edad, vecino de esta ciudad y sin generales con el peticiona- 
rio. Al punto B. En el año de 1920 fue el declarante Jefe de la 
Sección Segunda del Ministerio de Agricultura y Comercio, See- 
ción que no tenía a su cargo lo relacionado con bienes ocultos 
del Estado. Le estaban adscritos los ramos de Agricultura, Bos- 
ques Nacionales, etc. Al punto C. Por consulta que le hizo al 
declarante el entonces Ministro de Agricultura y Comercio, doc- 
tor Jesús del Corral, el declarante se enteró de la propuesta 
hecha por el General Jorge Martínez L. y de las demás diligen- 
clas practicadas en el Ministerio en relación con este negocio. 
Recuerda el declarante que su concepto fue favorable a la cele- 


IM ¿e SN 


bración del contrato. Al punto D. En enero de 1921 pasó el tes- 
tigo a la Corte de Cuentas, a desempeñar el cargo de Magistra- 
do, por elección que en él hizo el Senado de la República. Re- 
cuerda que el doctor del Corral, Ministro de Agricultura, lo llamó 
a su Despacho para que le diera concepto sobre los términos en 
que estaba redactada la minuta del poder que se le iba conferir, 
en nombre de la Nación, al General Martínez L., y sobre la expo- 
sición que había hecho el último para indicar las acciones con- 
ducentes a obtener que el Ferrocarril del Norte pasara a ser 
propiedad de la Nación, y recuerda también que en vista del 
estudio que hizo de tales piezas emitió concepto favorable a la 
perfección del contrato de mandato. Que, como se ve, no oyó el 
testigo la exposición verbal que hiciera el General Martínez ante 
el señor Ministro de Agricultura y Comercio y el respectivo Jefe 
de Sección, pues en el tiempo a que la pregunta se refiere, ño 
era ya empleado del Ministerio el declarante. Al punto E. Desde 
el momento en que se le confirió el poder fue porque hallaron 
justas y fundadas las acciones indicadas por el denunciante, y re- 
cuerda el declarante que el doctor del Corral quiso investir al 
peticionario de los poderes más amplios, a fin de hacer efectivos 
los derechos que pudiera tener el Estado sobre el Ferrocarril. 
En cuanto al apoyo que el Ministerio debía dar al apoderado 
señor Martínez, cree el declarante que era lógica consecuencia 
del mismo mandato que se le iba a conferir y del celo que puso 
siempre el doctor del Corral en defensa de los intereses públicos 
a él encomendados. No siendo más las preguntas del interroga- 
torio, se termina y firma esta diligencia, haciendo constar que 
se observó el artículo 633 del Código Judicial.— (Firmados) Fran- 
cisco Tafur A.—Hernán Copete.—Luis A. Amado, Oficial Mayor. 


En la Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Justicia, a catorce de abril de mil novecientos veintiséis, com- 
pareció el doctor DOMINGO A. COMBARIZA ante el Magis- 
trado Sustanciador, con el objeto de rendir la declaración que 
de él se solicita. Juramentado debidamente, con imposición del 
artículo 407 del Código Penal sobre testigos falsos y perjuros, 
respondió así al punto A: Que es mayor de edad,' vecino de Bo- 
gotá y sin generales con el señor Jorge Martínez L. Al punto B. 
Que es verdad que al dejar el declarante de ejercer sus funcio- 
nes de Secretario del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en mil novecientos veinticuatro, se hallaba terminada la gestión 
y estudio de la caducidad de la concesión y privilegio del ferro- 
carril de Bogotá a Zipaquirá, que usufructuaba la sociedad de- 
nominada The Colombian Northern Railway Company Limited, 
y se había remitido, ya firmada por el doctor Aristóbulo Archila 
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en su carácter de Ministro del Ramo, para la firma del Excelen- 
tísimo señor Presidente de la República, a la Secretaría de la 
Presidencia, la Resolución Ejecutiva correspondiente; y le consta 
al testigo que todo ello se hizo en virtud de las gestiones del pe- 
ticionario como apoderado de la Nación en virtud del contrato 
sobre bienes ocultos del Estado, celebrado con el peticionario 
antes de que el declarante conociera de los negocios del Minis-. 
terio de Hacinda y Crédito Público. Recuerda el declarante de 
la circunstancia del envío de la Resolución sobre caducidad de 
que se habla arriba, a la Secretaría de la Presidencia de la Re- 
pública, porque estando encargado del despacho del Ministerio 
después de la renuncia del doctor Archila, en una sesión del 
Consejo de Ministros a que concurrió, con motivo de un memo- 
rial del General Martínez sobre el asunto, el Secretario del Con- 
sejo informó que el señor Presidente de la República había pa- 
sado el proyecto de Resolución al estudio del señor Procurador 
de la Nación para que emitiera concepto. Después el declarante 
renunció el puesto y no volvió a tener conocimiento del asunto. 
Terminados los puntos del interrogatorio, se termina también 
esta diligencia, que se firma, haciendo constar que se observó 
el artículo 633 del Código Judicial.—(Firmados) Francisco 
Tafur A.—Domingo A. Combariza M.—Luis A. Amado, Oficial 


Mayor. 


En Sesquilé, a siete de abril de mil novecientos veintiséis, 
presente el doctor Aristóbulo Archila, con el objeto de rendir 
la declaración que de él se solicita, el señor Juez, ante el sus- 
crito Secretario le recibió el juramento de ley, bajo cuya gra- 
vedad ofreció decir verdad, y así expuso al punto A del interro- 
gatorio: “Soy mayor de edad, vecino de este Municipio y sin 
generales de la ley con el peticionario.” Leído, lo aprobó. Al 
punto B declara: “Es verdad que al dejar yo las funciones que 
ejercí como Ministro de Hacienda y Crédito Público, se hallaba 
terminada la gestión y estudio de la caducidad de la concesión 
y privilegio del Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, que usufruc- 
tuaba la sociedad denominada The Colombian Northern Rail- 
way Company Limited, y se había remitido, ya firmada por 
mí, en mi carácter de Ministro del Ramo, para la firma del Ex- 
celentísimo Presidente de la República, a la Secretaría de la 
Presidencia de la República, el proyecto de Resolución Ejecutiva 
Correspondiente, y el señor Presidente de la República ordenó 
que dicho proyecto de Resolución pasara al estudio del señor 
Procurador General de la Nación, y en la oficina de dicho em- 
Pleado se hallaba cuando yo hice dejación del cargo de Ministro 
de Hacienda y Crédito Público. Me consta que todo ello se hizo 
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en virtud de las gestiones del señor Jorge Martínez L., como 
apoderado de la Nación en virtud del contrato sobre bienes 
ocultos del Estado, celebrado con el peticionario antes de que 
yo conociera los negocios del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público..” Leído lo mismo que toda su exposición, la aprobó sin 
observación alguna, firmando en constancia como sigue. Se ob- 
servó lo dispuesto por el artículo 633 del Código Judicial. (Fir- 
mados) Eliseo Cuesta.—Aristóbulo Archila.—Miguel Antonio 
Prieto S., Srio. 
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Avalúo de los Perjuicios 


Señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. (Sala de. 
Negocios Generales). 


En nuestro carácter de peritos nembrados, el uno por la 
parte demandante y el otro por la Corte, como tercero en dis- 
cordia, en el juicio ordinario del General Jorge Martínez L. 
contra la Nación, procedemos a exponer nuestro dictamen, ela- 
borado de común acuerdo, ya que el otro perito principal presentó 
el suyo por separado y en desacuerdo con nosotros. 

El General Jorge Martínez L. celebró con la Nación un 
contrato de denuncio de bienes ocultos. Ahora la ha demandado, 
para que la Corte Suprema la condene a cumplir el contrato en 
los términos convenidos y a pagarle al demandante “los daños 
y perjuicios causados a éste por la violación e incumplimiento 
del referido contrato por parte de la entidad demandada, por 
el valor que los estimen o avalúen peritos nombrados dentro de 
este mismo juicio.” 


I 
La violación del contrato por la parte demandada. 


El primer punto sobre el cual debatimos los peritos fue el 
de si la Nación ha violado el contrato que celebró con el Gene- 
ral Martínez L., por el hecho de que el señor Ministro de Hacien- 
da hubiera revocado el poder que el Gobierno le había conferido 
a dicho señor Martínez L. 


El perito de la parte demandada resuelve negativamente — 
este punto: 

a) Porque en su concepto, el Gobierno Nacional no ha revo- 
cado válidamente el poder conferido al General Martínez; 

b) Porque aun aceptando que el señor Ministro de Ha- 
cienda (que constitucionalmente no es el Gobierno) haya revo- 
cado legalmente el poder, con posterioridad a la revocación le 
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ha ido confiriendo al General Martínez L. poderes especiales para 
distintos asuntos, con lo cual lo ha investido de la personería 
suficiente para representar a la Nación; y 


Cc) Porque la actuación del General Martínez para llevar a 
cabo la ejecución del contrato sobre bienes ocultos ya está con- 
cluída, puesto que la sentencia de la Corte Suprema vino a po- 
nerles fin a todas las acciones de que trató el mismo General 
Martínez en la exposición que sirvió de base para celebrar el 
contrato sobre bienes ocultos. 


Misión de los peritos avaluadores. 


Observamos ante todo que el problema jurídico sometido al 
fallo de la Corte es el de si la Nación ha dejado de cumplir o no 
el contrato que celebró con el General Martínez. El dictamen de 
los peritos sobre ese particular podría ser más o menos ilustra- 
tivo para la Corte, pero propiamente no les corresponde darlo, 
puesto que al tenor de la demanda se quiere que los. peritos 
“estimen o avalúen los. daños y perjuicios” que el General Mar- 
tínez dice haberle causado la Nación. 


Pero como el muy distinguido perito que nombró el señor 
Procurador General de la Nación estudia en su dictamen las 
varias cuestiones de derecho a que da lugar el primer punto 
propuesto, nos hemos creído en el caso de enunciar las razones 
que tuvimos para no llegar a un acuerdo con el apreciado colega 
- doctor Ruiz Manrique: 


A) Que la revocación del poder conferido por la Nación al 
General Martínez la hiciera el señor Ministro de Hacienda de 
modo legal o ilegal, es cuestión independiente de que la revoca- 
ción exista, como existe, en la realidad de los hechos; 

a) Es preciso distinguir entre la resolución del Ministro, 
que puede ser ilegal y hasta inconstitucional, y el acto mismo de 
la revocación, cumplido por medio de una escritura pública, otor- 
eada ante el mismo Notario ante quien se había conferido el 
poder, Notario que en este último puso la correspondiente nota 
de cancelación; | 

b) En virtud del principio de que la mala conducta no se 
presume, no debemos suponer que el Ministro haya obrado ile- 
galmente, pues en el proceso no consta nada fehaciente sobre el 
particular; | 

c) Como válida ha tenido la justicia la revocación del poder: 
sería ilógico e injusto estimar, para efecto de la apreciación de 
los perjuicios, que la revocación del poder no es válida, al propio 
tiempo que consta que la misma honorable Corte Suprema ha 
estimado revocado ese poder; | 
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d) Al aceptar la tesis del señor doctor Ruiz Manrique y 
conceptuar que el señor Ministro obró ilegalmente, también habría 
que reconocer que ese acto del señor Ministro ha producido efec- 
tos prácticos, ha sido eficaz ante la misma Corte: y es principio 
de derecho no discutido el de que los gobiernos responden civil- 
mente de los actos de sus agentes.. 


B) En cuanto a que el señor Ministro haya procedido a 
darle nuevo poder especial, en cada asunto, al General Martí: 
nez L., debe observarse que si la revocación del poder constituyó 
incumplimiento del contrato, ese incumplimiento ya da lugar a 
la indemnización, cualesquiera que sean los actos posteriores de 
los contratantes relativos a otras gestiones. La constitución de 
esos nuevos poderes especiales no puede tenerse como cumpli- 
da ejecución del contrato sobre bienes ocultos: son poderes que 
se le han conferido al General Martínez, como hubieran podido 
conferírsele a cualquiera otra persona. Además, si se aceptara 
la tesis de que el Ministro no revocó válidamente el poder, a 
fortiori, habría que concluír que tampoco ha otorgado válida- 
mente los nuevos poderes. 


C) Que el ejercicio de todas las acciones contempladas en 
el contrato sobre bienes ocultos no ha llegado hasta su termina- 
ción, lo demuestra el hecho de que los mismos contratantes han 
creído que es preciso hacer nuevas gestiones: aquellas precisa- 
mente para las cuales se han conferido los nuevos poderes. 
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Perjuicios provenientes de la violación de un contrato. 


El mandato es esencialmente revocable al tenor de lo que 
dispone el artículo 2.191 del Código Civil. Esta tesis de derecho 
universal, propuesta por el ilustrado perito de la parte deman- 
dada, no admite discusión. Pero como él mismo lo advierte, es 
preciso distinguir entre la revocación del mandato, como acto 
que surte efectos respecto de terceros, y el incumplimiento del 
contrato entre mandante y mandatario: es obvio que un con- 
trato bilateral no puede romperse por la voluntad de una sola 
de las partes. | 

Además, en el presente caso, lo que se reclama no es exclu- 
sivamente la representación que implica el mandato: éste es 
un acto de ejecución del contrato de cuwota litis, que es el princi- 
pal, una estipulación necesaria del mismo contrato. | 

En la escritura de 30 de junio de 1921, otorgada en la No- 
taría 5* de Bogotá, bajo el número 320, está el poder conferido 
a nombre de la Nación por el señor Ministro de Agricultura y 
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Comercio, en favor del General Martínez L. El aparte b) de la 
cláusula segunda dice que el poder se confiere al General Martí- 
nez “para que, en consecuencia, inicie y siga, conjunta o separa-. 
damente, HASTA SU TERMINO COMPLETO, las acciones de 
toda clase que sean menester para la efectividad de aquellos de- 
rechos...” | 


Y esto tenía que ser así, puesto que la sentencia de la Corte 
Suprema que puso término a las acciones propuestas por el Ge- 
neral Martínez (o mejor dicho por la, Nación), sin su ejecución 
correspondiente, ya administrativa, ya judicial, podría haberse 
quedado como fallo meramente declarativo, sin provecho práctico 
para la Nación. 


| De suerte que por no haber dictado sentencia la Corte ter- 
minó la razón de ser del mandato. i 


El Gobierno revocó el poder a Martínez L., alegando que 
había intentado una acción “contra lo resuelto por el Poder Eje- 
cutivo en la resolución sobre caducidad del contrato...”:; pero no 
dice si aquella acción iba contra los intereses de la Nación, que 
hubiera podido ser la causa justificativa que el Gobierno alegara. 

Por su parte, el General Martínez L. dice que la revocación 
del poder es perjudicial para la cumplida ejecución de la sen- 
tencia de la Corte. . 


En el expediente no hay prueba alguna que justifique la 
resolución dictada por el Gobierno, y sí hay pruebas de que el 
Gobierno mismo ha creído necesario que el propio General Mar- 
tínez haga otras gestiones, lo cual convence de que no procedió 
en justicia el Gobierno al revocarle el poder. ; 


En el juicio a que especialmente debe referirse este peritaz- 
go, obra una copia de la resolución ministerial fechada el 4 de 
abril de 1925, que le negó al General Martínez L. la entrega de 
su parte, como honorarios de quota litis, en la suma de dinero 
a que ascendió el valor de una de las prestaciones decretadas en 
la sentencia de la Corte Suprema. En este caso se trataba de - 
una suma de dinero que, como es natural, no estaba sujeta a 
liquidaciones ni avalúos para hacer el cálculo de lo que valga el 
45% de ella. | 


Al negarse el Gobierno a pagarle a Martínez su participa- 
ción en determinada suma dizque por esperar las liquidaciones 
definitivas; y al revocarle el poder, lo que ha hecho es imposi- 
bilitarlo para terminar definitivamente la ejecución del fallo y, 
por tanto, para perseguir el pago. Esto induce a creer que la 
parte demandada revocó el poder para eludir el cumplimiento de 
sus obligaciones contractuales. | Se 
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. Apreciación de los perjuicios. 


Si al revocar el mandato conferido por la Nación al Gene- 
ral Martínez L. no sólo se rompió el vínculo contractual creado 
entre mandante y mandatario por la constitución del poder, sino 
que se violó el contrato celebrado sobre denuncio de bienes 
“ocultos, puntos que ha de resolver la honorable Corte Suprema 
de Justicia y que los peritos damos por sentados hipotéticamente, 
los perjuicios que ese quebranto de una situación contractual 
produjo, pueden contemplarse como en seguida se verá. 


El no cumplimieto de las obligaciones ocasiona el resarci- 
miento de los perjuicios y la indemnización de los daños, es 
decir, el pago de la pérdida sufrida y el pago de la privación 
de utilidades (demnum emergens y lucrum cesans). 


Suele distinguirse entre perjuicios moratorios y perjuicios 
compensatorios: aquéllos se deben por la mora en el pago (por 
ejemplo los intereses, cuando se trata de una obligación de pagar 
una cantidad de dinero—Art. 1.617 del C. C.—) ; éstos se deben 
por la no ejecución de la obligación, o por su ejecución imper- 
fecta y son, al decir de Baudry-Lacantinerie, son como el equi- 
valente en dinero del interés que el acreedor tenía en el exacto 
cumplimiento de la obligación, la compensación consecuencial del 
perjuicio que la no ejecución de la obligación le causa. (Precis de 
Droit Civil, edición de 1925, volumen II, números 166 y siguien- 
tes; véanse especialmente los números 167 y 178). 

En general, la revocación de un poder, no acordada previa- 
mente por el mandante y el mandatario, causa los llamados per- 
¿uwicios morales, por el agravio que produce la tácita descalifi- 
cación que el mandante hace del mandatario y por el desprestigio 
que para éste pueda traer esa descalificación. 


Mucho se ha discutido sobre si los llamados perjuicios mo- 
- rales pueden apreciarse o no en dinero. py 

Pero es lo cierto que la Corte Suprema de Justicia de Co- 
lombia ha resuelto afirmativamente esta cuestión. LH 

El artículo 1.613 del Código Civil dice que “la indemniza- 
ción de perjuicios comprende el daño emergente y el lucro cesante, 
ya provenga de nó haberse cumplido la obligación, o de haberse 
cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el cumpli- 
miento.” ? 

El caso que es materia de este pleito puede considerarse 
de no cumplimiento de la obligación o al menos, de cumplimiento 
imperfecto, porque si bien la Nación invistió en un principio al 
General Martínez L. de personería suficiente, lo privó de ella 
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cuando todavía la necesitaba, cuando pretendía llevar a su total 
ejecución la sentencia de la Corte. 

El señor perito de la parte demandada concluye su dictamen 
diciendo que la Nación no le ha causado perjuicios al General 
Martínez L. y que, por consiguiente, no hay lugar a la aprecia- 
ción pedida; pero que si la Corte llega a pensar lo contrario, el 
monto de esos perjuicios “es el 45% del valor de los bienes que 
por razón de las gestiones del demandante hayan entrado defi- 
nitivamente a formar parte del patrimonio del Estado.” 

Es decir: el señor perito aprecia, hipotéticamente, sólo una 
parte de los perjuicios que constituyen el daño emergente. 


Pruebas de los perjuicios. 


Veamos a la ligera qué elementos suministra el juicio para 
poder apreciar la cuantía de tales daños. 

1? Como la Nación se había comprometido con el General 
Martínez L. a reconocerle la propiedad sobre el 45% de los bienes 
ocultos pertenecientes a ella que dicho General rescatara e hiciera 
entrar en el patrimonio del Estado, estamos de acuerdo con el 
perito doctor Ruiz Manrique en que ante todo debe apreciarse 
como perjuicios en favor del General Martínez por el incumpli- 
miento del contrato el valor de ese 45%; 


2% El General Martínez L., ejercitando el primitivo poder, 
habría podido defender los derechos de la Nación, aun respecto 
de actos que los representantes de ella en el Gobierno pudieran 
ejecutar con menoscabo de esos derechos: y por ende habría 
podido participar el General Martínez del 45% sobre esa parte 
de derechos. Pero con los nuevos poderes sólo puede intervenir 
en cada uno de aquellos asuntos que el buen querer del Gobierno 
determine, lo que le acarrea, entre otros perjuicios, la merma 
del 45% sobre aquellos bienes o derechos que Martínez podría 
o habría podido hacer efectivos con el antiguo poder. Esto sin 
contar con que la sugestión de desconfianza o al menos de des- 
autorización que implica el haberle revocado el poder, le quita 
fuerza para sus gestiones al actor, ante las autoridades y ante 
todo el que pudiera apoyarlo con sus recursos, datos, etc.; 


3* De folios 72 a 127 del cuaderno de pruebas del deman- 
dante obra copia auténtica de la resolución administrativa sobre 
caducidad del privilegio. Esa resolución se apoya en la senten- 
cia de la Corte Suprema de Justicia y dice, en su encabeza- 
miento: 

- “El apoderado de la Nación en los juicios seguidos contra 
The Colombian Northern Railway Company, como consecuencia 
del denuncio de bienes ocultos respectivo, ha pedido en repeti- 
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das ocasiones que se declare administrativamente la caducidad 
del privilego concedido para la construcción del ferrocarril a 
Zipaquirá; mas como dicha declaratoria debía hacerse teniendo 
en cuenta el estado jurídico creado por la sentencia proferida 
por la Corte Suprema de Justicia en el juicio instaurado ante 
ella, es claro que no podía el Poder Ejecutivo acceder a lo soli- 
citado sino cuando existiera la constancia de que la mencionada 
providencia judicial había quedado en firme. "Hoy tal requisito 
se ha cumplido, según aparece de las comunicaciones de fechas 
18 y 22 del mes de abril último (se refiere al año de 1925), proce- 
dentes de la Presidencia de la Sala de Negocios Generales de la 
Corte Suprema de Justicia, y por lo tanto, es el caso de entrar 
a decidir el asunto.” 


Esa acción administrativa fue iniciada, sostenida y urgida 
por el General Martínez L., como lo reconoce el mismo Ministe- 
rio de Hacienda y Crédito Público en su resolución. 


A folios 209 y siguientes de las pruebas que examinamos apa- 
recen los documentos que atestiguan las gestiones adelantadas 
con todo celo por el General Martínez L., gestiones consistentes: 


a) En su trabajo personal; 

b) En el trabajo de abogados; 

c) En el trabajo de peritos; 

d) En el diligenciamiento de pruebas, costosas inspecciones, 
notificaciones, etc., etc. 

€) En las diligencias posteriores referentes a la ejecución 
de la-sentencia de la Corte, como la entrega de la carretera ocu- 
pada por el ferrocarril. 

Todo esto implica los más cuantiosos gastos, el vencimiento 
de dificultades y obstáculos, en una palabra, la erogación de in- 
gentes cantidades de dinero que, al no cumplirse el contrato por 
una de las partes, constituyen clásicamente el damnum emergens. 

Para la apreciación de los perjuicios correspondientes a esta 
tercera clase de las que hemos contemplado, hemos tenido que 
hacer un cálculo aproximado de los gastos que suponen las ges- 
tiones del General Martínez, mediante el cual hacemos la apre- 
ciación en la suma de sesenta mil pesos ($ 60.000.00). 

Abundando los suscritos peritos en las mismas ideas que su 
colega el doctor Ruiz Manrique respecto a los encomios que en 
justicia merece el General Martínez L. por su trabajo en el ne- 
gocio referente a los bienes ocultos de la Nación, agregan que en 


su concepto implicaría la más irritante injusticia, reprobable 


por la opinión pública, el hecho de que el Estado se beneficie y 
enriquezca por la obra de aquel trabajo, y que desconozca u olvide 
los derechos de la persona a quien le debe esa nueva riqueza. 

Se ven de relieve la actitud vigorosa y la voluntad firme 
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con que el General Martínez ha ido llevando a feliz término las 
acciones que, en cumplimiento del mandato conferido por la 
Nación, ha instaurado ante las autoridades, especialmente el Juicio 
ordinario que cursó ante la Corte Suprema de Justicia en el que 
desentrañó con criterio certero los derechos del Estado, oscureci- 
dos por causa de los diversos contratos que se habían celebrado 
entre la Nación y la Compañía del Ferrocarril del Norte; hizo 
surgir valiosos intereses en favor de aquélla; y su trabajo in- 
gente, que si bien puede llevar el interés personal de su partici- 
pación en los bienes y derechos rescatables, entraña aun más una 
labor patriótica. 


Conclusión. 


Fundados en la anterior exposición, estimamos el valor de 
los perjuicios que se nos ha ordenado avaluar, así: 


I. El cuarenta y cinco por ciento (45%) del valor de los bie- 
nes que hayan entrado a formar parte del patrimonio del Estado: 


II. El cuarenta y cinco por ciento (45% de los bienes que 
hubieran debido entrar al patrimonio del Estado si no se le hu- 
biese revocado el poder al General Martínez L., y él por consi- 
guiente, hubiera podido emprender cuantas gestiones estimara 
conducentes a la defensa de los intereses que tiene en comunidad 
con la Nación; 


III. La suma de sesenta mil pesos ($ 60.000.00), en que 
calculamos el valor de los daños causados por erogaciones de 
dinero que ha tenido que hacer el demandante en la preparación 
y secuela de los juicios. 


Señores Magistrados, 


(Firmados) José Antonio Montalvo, Estanislao Pardo 


AHORA VEASE COMO SE INTENTO FUNDAR LA DE- 
NEGACION DE JUSTICIA PARA LA RECLAMACION DI 
PLOMATICA, : 


El último Recurso 


“Con la Sala de Negocios Generales de 
la Corte Suprema de Colombia 


(Tomado de “El Diario Nacional” N* 2.739 de 5 de julio de 1924) 


La Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de Jus- 
ticia acaba de dictar un auto para negar a la Compañía del fe- 
rrocarril del Norte el recurso de casación a que tiene pleno y 
absoluto derecho, de acuerdo con explícitas disposiciones del nuevo 
Código Judicial. El doctor Ramón Rodríguez Diago—con entereza 
que lo honra y fundado en argumentos incontestables—salvó su 
voto, no quiso compartir con sus colegas la responsabilidad de 
aquel monumento de rabulismo, incomprensible ante la ley, la 
razón, la moral y la justicia. | 

El auto a que nos referimos es un manifiesto caso de dene- 
gación de justicia, que no puede explicarse sinó por el incurable 
miedo cerval de los Magistrados que lo firmaron a las amena- 
zas insolentes que en múltiples ocasiones les ha hecho el señor 
Martínez L. O habrá otra causa subterránea que no conocemos? 
Es que no tiene explicación ese auto ilegal, inmoral, irracional 
e injusto a todas luces. e 

Es ya tiempo de dar el alerta contra este gravísimo peligro 
social que representan algunos de los Magistrados de la Sala de 
Negocios Generales de la Corte Suprema. El honor y la propie- 
dad de los ciudadanos se hallan en manos de quienes no saben 
o no quieren garantizarlos, a pesar de la ley y la moral, que los 
obliga a ello. El próximo Congreso debe cumplir la obra de sanea- 
miento de la Corte, arrojando de su seno a los ignorantes NOA 
los hombres sin carácter, y colocando en su lugar ciudadanos que 
por sus talentos y por sus virtudes cívicas constituyan una efec- 
tiva garantía para los derechos de los litigantes honorables. Es 
ya tiempo. 

Pero no; el próximo Congreso no hará nada, no podrá hacer 
nada, porque la Constitución se lo prohibe. El nombramiento de 
los Magistrados debe hacerlo sobre ternas presentadas por el 
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Poder Ejecutivo, y el Poder Ejecutivo escogerá sin duda sujetos 
en quienes tenga confianza, para poder tener bajo su absoluta 
dependencia la administración de la justicia. Y así seguiremos 
quién sabe hasta cuándo. Justicia pura y efectiva no tendremos 
en Colombia mientras cualquier ignorante o pusilánime pueda 
ser Magistrado, y mientras el Poder Judicial sea una dependencia 
directa del Ejecutivo y exista sobre los magistrados la espada 
de Damocles de la no reelección. Las leyes serán letra muerta, 
la Justicia será una farsa vergonzosa en manos de individuos 
sin independencia personal ni pecuniaria. El juez tiene que ser 
un hombre libre y puro y si no, es preferible mil veces que no 
exista. 


No resistimos a la tentación de reproducir aquí lo que dice 
sobre el particular don Cerbeleón Pinzón, gloria del foro y de la 
ciencia constitucional: “La independencia de los jueces—dice—- 
es una condición tan esencial para el buen desempeño de su 
oficio, que no vacilamos en colocarla en el número—y en primera 
línea—de las más hermosas salvaguardias sociales, y de las ins- 
tituciones más preservadoras. Sin ella la judicatura estaría muy 
distante de ser el órgano claro e impasible de la ley escrita; las 
condescendencias indebidas no tendrían límites, y desde que el 
santuario de la justicia fuese dominado por un poder extraño, 
ya los ciudadanos no podrían contar ni con seguridad para sus 
acciones e intereses, ni con protección para su honra, ni con ga- 
rantías para su vida: el buen derecho y la inocencia nada val- 
drían, supuesta la existencia de tribunales que una dependencia 
abyecta hubiese envilecido y degradado. Para ser justo, para no 
pronunciar en cualesquier acasos otras palabras que las de la 
ley, para no dar torcidos sentidos a su letra, ni interpretaciones 
violentas a su espíritu, se necesita sobre todo un alma indepen- 
diente y una voluntad libre de todo influjo extraño; de otra ma- 
nera los juicios no podrían ser jamás rectos. Es evidente—dice 
Fritot—que para que las sentencias sean respetadas y los jueces 
respetables, es sobre todo muy esencial que estos hombres inves- 
tidos del derecho tan eminente de fallar sobre la fortuna, la liber- 
tad y la existencia de sus conciudadanos, disfruten con latitud 
de toda independencia moral, es decir, de una entera libertad 
de conciencia. El hombre que decide de la suerte, la fortuna y 
la vida de los demás hombres, sin estar en posesión de esta com- 
pleta independencia, no es un juez, un verdadero Magistrado, sino 
un asesino, un verdugo.” Y Constant: “Un pueblo en el que la 
autoridad puede influír sobre los juicios, dirigir o forzar la opi- 
nión de los jueces, emplear contra el inocente, a quien quiere 
perder, las apariencias de la justicia y ocultarse detrás de la ley 
para herir a las víctimas con su espada, podría asegurarse que 
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se encontraba en una situación más lamentable y más contraria 
al objeto y principio del estado social, que las hordas salvajes 
de las orillas del Ohio, o que los beduinos del desierto.” 


“La Constitución, pues, debe asegurar a los tribunales y 
juzgados la más perfecta independencia respecto de los otros 
poderes del Estado. Ni a la autoridad legisladora ni a la ejecuti- 
va será permitido ejercer sobre ellos, ni sobre sus actos, ningún 
género de influencia o dominación. | 


Pero no basta reconocer o consagrar sencillamente el prin- 
cipio; para que él sea efectivo y real, es necesario, además, apli- 
carse a descubrir y eliminar todos los gérmenes que pudieran 
directa o indirectamente aniquilarlo. La facultad de nombrar, 
puesta en manos del Ejecutivo o del Congreso, es uno de los 
primeros motivos que arruinan la independencia judicial; pues 
dígase lo que se quiera, no puede dejar de dependerse de la auto- 
ridad a quien se debe la plaza, o de quien se espera una reelec- 
ción o un ascenso. Por esto las elecciones de los jueces deben 
confiarse al pueblo.” ! 


Estas palabras de Cerbeleón Pinzón parecen hechas para el 
caso. 


Y ahora vamos a demostrar que nuestro concepto sobre la 
actual Sala de Negocios Generales de la Corte es exacto; vamos 
a hacer un rápido análisis, —al alcance del público en general — 
de todos los atropellos a la Constitución, a las leyes, a la sana 
razón y a la moral, todos los actos de denegación de justicia que 
contiene la sentencia más cobarde y absurda que se haya dictado 
en Colombia. Pero no: nos limitaremos a los más importantes; 
porque si quisiéramos elencar todos esos errores sería tan difí- 
cil como glosar cada una de las palabras que la sentencia tiene. 


Si los señores Magistrados de la Sala se imaginaron que 
podían seguir cometiendo impunemente—al amparo del magis- 
terio de que están investidos—toda clase de atentados al derecho 
ajeno, sin que nadie protestara de ello, se equivocaron lamenta- 
blemente. Desde aquí, desde esta tribuna de la libre opinión, 
señalaremos sus ignorantes y sus ilegales actuaciones y formu- 
laremos nuestra más explícita protesta. 


Por qué se ha negado a la Compañía el recurso de casación ? 
Dejando para luégo el análisis de las razones ilegales en que se 
funda la Sala para negar ese recurso, podemos afirmar sin temor 
de equivocarnos, que la causa fundamental de dicha negativa 
está en la convicción que tienen los mismos Magistrados que la 
dictaron, de que al ser revisada por la Sala de Casación—inte- 
grada afortunadamente por hombres como Tancredo Nannetti, 
José Miguel Arango, Marceliano Pulido, Juan N. Méndez y todos 
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“los que la componen, menos el señor Goenaga—, esa Sala de 
Casación la hubiera revocado indefectiblemente, por ea y por 
injusta esa sentencia. 


Veamos, en efecto, todas las violaciones de la ley que con- 
“tiene la motivación de la incomprensible providencia. 


| Primera violación de la ley.—Ilegitimidad de la personería 
«de la Compañía demandada. 


Consta de autos que el señor Martínez L. no probó la per- 
sonería de la Compañía demandada, durante el término peren- 
torio que la ley señala para ello. 


mes Dice la sentencia en la parte motiva que porque. el Sa 
¿164 de la Ley 40 de 1907 no dice cuándo debe probar el de- 
"mandante la personería del demandado, cree que es de colegirse . 
que puede hacerlo hasta la citación para sentencia. 
( No es esto—preguntamos nosotros—una flagrante violación 
-del artículo 550 del antigúo Código Judicial, que establece explí- 
.citamente que las: pruebas pueden pedirse y practicarse sólo du- 
rante el término probatorio? No dice ese artículo que las prue- 
bas deben pedirse y practicarse en cualquier estado del juicio, 
con tal que no se haya. citado para sentencia? Por qué se hacen 
excepciones ilegales con el señor Martínez L.? Porqué se admiten 
- pruebas a Martínez L. después de citar para sentencia? Pues por: 
que se quería a toda costa fallar en contra de la Compañía, y sin 
ese requisito de la prueba de la personería del demandado el 
Juicio tenía que declararse nulo. 

Segunda violación de la ley. —Tlegitimidad. de la personería 
del demandante. 
El numeral b) del artículo 30 del Código Fiscal establece A 
_minantemente que el Procurador General de la nación debe inter- 
venir en los juicios de bienes ocultos. 

Pues bien: el Procurador General de la Nación no sólo no 
_ Intervino para nada en el juicio contra la Compañía del ferro- 
carril del Norte, sino que se opuso a él por escrito ante el Minis- 
terio de Agricultura y Comercio. 

Pero la sentencia misteriosa declara que en los ' juicios de 
' bienes ocultos basta la intervención del denunciante, en contra de 
“la letra clarísima del referido numeral b) del artículo 30: en 
contra de lo que la misma corte, en múltiples sentencias, ha esta- 
“blecido. Por ejemplo, el 19 de abril de 1921 dijo la Corte esto: 
“Sólo hay un caso en que, a pesar de haber designado la Nación su 
representante, debe el Procurador interventr, y es el relativo al de- 
nuncio de bienes ocultos, para coadyuvar a la acción del deman- 
«dante, según lo previene el artículo 30 del Código Fiscal.” qe 

Esto lo dijo la Corte en 1921, y hoy dice lo contrario, Péro 
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es que en ese entonces no era litigante el temible General Mar- 
tínez L.! 


Tercera violación de la ley.—Nulidades que no puede pedir 
el Gobierno Nacional como parte en el juicio. 

El Gobierno celebró legalmente un contrato con la Compa- 
ñía del ferrocarril del Norte. El Gobierno, al celebrar esta clase 
de pactos, procede como persona jurídica y no como sujeto de 
impertum, y por consiguiente está sometido a las leyes civiles 
sustantivas y de procedimiento, como cualquier particular contra- 
tante, es decir, sin privilegios de ninguna especie. 


El Gobierno es el Estado y obliga al Estado, porque el Estado 
sin Gobierno no existe. Estas no son invenciones nuéstras: es 
la opinión de cualquiera que haya hojeado siquiera un manual 
de derecho administrativo. 


Pero la sapientísima Sala de Negocios Generales dice que 
éstas son teorías; que el Gobierno no obliga al Estado, porque 
el Estado es una cosa (cómo concebirán al Estado estos hono- 
rables señores?) y el Gobierno es otra muy distinta; que el Go- 
bierno cuando contrata lo hace personalmente en su propio nom- 
bre, por su cuenta y riesgo. Es posible que en la mente de todo 
un Magistrado de la Corte quepan semejantes adefesios ? 


El Gobierno no podía pedir la nulidad de los contratos ce- 
lebrados por él, porque el artículo 15 de la ley 95 de 1890 se 
lo prohibe terminantemente en los siguientes términos: 


“Artículo 15. La nulidad absoluta puede y debe ser declarada 
por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de ma- 
nifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que 
tenga interés en ello, excepto el que ha ejecutado el acto o cele- 
brado el contrato, sabiendo o debiendo saber el vicio que lo inva- 
lidaba.” 


Y la misma Corte ha dicho lo siguiente: “No puede la Na- 
ción invocar la nulidad absoluta en los contratos celebrados por 
el Gobierno.” 


Pero ahora resulta que sí puede! Es esto justicia? El Go- 
bierno celebra un contrato con un particular: si le resulta bien, 
magnífico. El particular tiene que cumplir aunque reviente! Si 
no le resulta bien al Gobierno, magnífico también: el Gobierno 
entonces pide la nulidad absoluta del contrato, porque según la 
peregrina teoría de la Corte, el Gobierno puede cometer esta 
inmoralidad. Dónde aprenderían esta moral los firmantes de la 
sentencia incomprensible ? 

Cuarta violación de ley.—Cosa J uzgada por desistimiento de 
la demanda. 


Los artículos 263 y 817 del antiguo Código Judicial dicen así : 


NA > POLLS 


Artículo 263. Es demanda la petición que se dirige a un juez 
para que mande hacer efectiva una obligación.” 


“Artículo 817. El desistimiento de una demanda repone las 
cosas al estado que tenían antes de ser interpuesta; y no podrá 
intentarse otra vez por el que haya desistido, ni por sus repre- 
sentantes, contra la misma persona, ni contra los representantes 
de ésta, salvo lo convenido expresamente en el acto de desistir.” 


Estos artículos son claros, precisos, terminantes; pero la 
inefable Sala de Negocios Generales no tiene inconveniente en 
desconocerlos y violarlos, alegando cualquier necedad. Es que la 
sombra del General es algo irresistible para la razón y la con- 
ciencia! 

Quinta violación de ley.—Nulidad de la transacción. 

El Gobierno, como todo el mundo sabe, promovió en tiempos 
del General Reyes, el mismo pleito de hoy. Este pleito terminó 
por transacción. 

El artículo 2.483 del Código Civil establece lo siguiente: 


“La transacción produce el efecto de cosa juzgada en última 
instancia; pero podrá impetrarse la declaración de nulidad o la 
rescisión, en conformidad a los artículos precedentes.” 

Pero tampoco vale nada para la Sala este artículo termi- 
nante y clarísimo. En ese monumento de sabiduría cuaternaria, 
que es su providencia, la corte sostiene que la nulidad de una 
transacción puede impetrarse por causas distintas de las estable- 
cidas en los artículos que preceden al 2.483 del Código Civil ya 
citado. En qué se funda para esto? En su soberana voluntad y 
arbitrio. Nada más! No es tal procedimiento un límite de audacia 
y de cinismo? 

Sexta violación de ley.—Nulidad de los contratos celebrados 

por el Poder Ejecutivo sin autorización legal. 

! La Corte ha anulado contratos celebrados por el Poder Eje- 
cutivo dizque por que no habían sido aprobados por el Congreso. 
Esto no es cierto, porque sí lo fueron. Pero aun en la hipótesis 
de que no hubieran sido aprobados, esos contratos sin. autoriza- 
ción legal no son nulos mientras el Congreso no los impruebe 
expresamente. Los artículos 3* y 5* de la Ley 68 de 1870 así lo 
establecen de manera evidente; así lo estableció también la misma 
Corte en numerosos fallos. Recordamos particularmente la sen- 
tencia de 4 de abril de 1914, que dice lo siguiente: “... la nu- 
lidad de dichos contratos en todos sus efectos no se produce sino 
cuando no son aprobados por el Congreso; en otros términos: 
cuando esta rama del Poder Público los imprueba expresamente, 
pues esto y no otra cosa es lo que se deduce lógicamente de la 
locución empleada por el Legislador, lo cual está corroborado por 
lo estatuído por el mismo en el artículo 3* de la expresada ley.” 
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Pero ni la ley, ni la jurisprudencia, ni la doctrina, ni el 
simple sentido común significan nada para el criterio infalible 
de estos iluminados. En qué cerebro humano cabe el absurdo de 
que los contratos celebrados por el Poder Ejecutivo, sin autori- 
zación legal previa, son nulos desde el primer momento? Enton- 
ces, cualquier contrato que necesite de dicha aprobación cuando 
llegue a la Cámara para ser considerado, debiera rechazarse, 
porque no existe, porque es nulo de nulidad absoluta, con la 
misma nulidad absoluta de los señores Magistrados de que nos 
hablan ellos. | | CE 

Por otra parte, no tienen ningún valor, efecto ni significado 
el artículo 76, ordinal 14, de la constitución nacional, ni los 
artículos 3” y 5” de la Ley 68,de 1870, que establecen que sólo 
en el caso de que el Congreso los impruebe tales contratos son 
nulos? Esto es increíble!!! | 

Séptima violación de ley.—Niega la Corte que un contrato 
declarado vigente por una ley del Congreso haya sido aprobado. 

Es bien sabido que el Gobierno Nacional celebró con la Com- 
pañía un contrato de transacción. Ese contrato fue aprobado por 
el Consejo de Ministros. Por ese contrato la Compañía se obli- 
gó a pagar al Gobierno $ 400.000 en acciones de The Colombian 
Central Railway Company Ltd. La Compañía cumplió religio- 
samente sus obligaciones, pagando a entera satisfacción del Go- 
bierno. El Congreso aprobó este contrato por el parágrafo 3* al 
artículo 3* de la Ley 119 de 1913, que dice lo siguiente: ] 

“Artículo 3*.... Parágrafo 3* El Gobierno, de la suma total 
que posee en acciones de la referida compañía central, pagará a 
la misma, de acuerdo con los contratos vigentes (Óóigase bien: 
vigentes), la subvención ofrecida por el Gobierno y por cada 
kilómetro construído entre Zipaquirá y Nemocón.” 

No es ésta una aprobación algo más que implícita, expresa, 
clara, terminante? No es esto un reconocimiento explícito del 
Congreso nacional de que esos contratos están vigentes? 

En cumplimiento de esta disposición y de toda la Ley 119 de 
1913, el Gobierno y las Compañías del Norte y del ferrocarril 
Central celebraron un contrato que fue declarado “estrictamente 
ceñido a las autorizaciones de la ley 119 de 1913” por el Consejo 
de Estado, por sentencia ejecutoriada del 18 de noviembre de 
1915. Y sabe el público quién redactó, como Consejero ponente, 
dicha sentencia? Pues nada menos que el doctor Luis Felipe 
Rosales, quien ahora, como Magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia, sostiene una cosa contraria. ¡ | 

En suma, la Corte declara nulos desde su celebración los 
artículos 44, 45, 46 y otros del contrato de transacción de 22 de 
septiembre de 1905, que la Ley':119 de 1913 había declarado 
vigente. Gt Món la ns. orale " islea 
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Octava violación de ley.—Indivisibilidad de la transacción. 

Es un principio universal, consagrado en todas las legisla- 
ciones del mundo, antiguas y modernas, y en el artículo 1.495 de 
nuestro Código Civil, que el contrato es un acto indivisible; que 
la transacción es un contrato, y que, por consiguiente, el princi- 
pio de la indivisibilidad rige el contrato de transacción. Así lo ha 
declarado la jurisprudencia uniforme de los tribunales de Co- 
lombia. 

Cómo es posible declarar válido un contrato en unos artícu- 
los y nulo en otros? Cómo es posible que un gobierno declare 
válidos los derechos que tiene en un contrato y nulas, de nulidad 
absoluta, las obligaciones que ese mismo contrato le impuso? 
No es esto el colmo de la ignorancia en materias elementales de 
derecho, y el colmo de la ignorancia en materias elementales de 
decoro ? 

Novena violación de ley.—Bienes de uso público que se con- 
vierten en bienes fiscales. 

Admitiendo que, en el hecho, un antiguo bién de uso público 
ha pasado a ser bién fiscal, y. admitiendo que—en un caso 
concreto—leyes del Congreso han reconocido implícitamente ese 
estado de cosas, la Corte sostiene—sin fundamento alguno— 
que para que un bién de uso público pase a ser bién fiscal 
se requiere un acto expreso del cuerpo legislativo. En qué dis- 
posición se funda la Corte para ello? En qué hecho se funda? 
Que nos señalen un solo caso en que tal haya sucedido, un solo 
caso en que los bienes de uso público que se han convertido en 
bienes fiscales, hayan sido declarados fiscales por el Congreso. 

Décima violación de ley.—La Sala de Negocios Generales 
de la Corte prevarica. el señor doctor Alberto Goenaga conoce, 
como Magistrado, del pleito del ferrocarril del Norte. 

No es esto que vamos a denunciar al público una simple 
violación de ley. Es algo más. Se trata de un delito común, come- 
tido en el ejercicio de sus funciones, en el asunto del ferrocarril 
del Norte, por uno de los miembros de esa Sala de Negocios 
Generales. El señor doctor Alberto Goenaga sabe muy bien que 
es a él a quien ahora ponemos en la picota, a quien acusamos de 
haber cometido el delito común de prevaricato. 

Quién ignora que el señor Goenaga actuó como vocero del 
señor Martínez L.? Quién ignora que el señor Goenaga entró 
después a la Corte Suprema, como suplente del extinto Magis- 
trado Rodríguez P.? Pues bien: el señor Goenaga conoció como 
Magistrado de la Corte del pleito del ferrocarril del Norte, en 
donde había actuado como apoderado del señor Martínez L. Este 
es un delito común definido nítidamente en el Código Penal, como 
vamos a verlo. 

El deber legal, moral y de simple delicadeza del señor doctor 
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Goenaga era el de declararse impedido para conocer del negocio 
del Norte. El solo hecho de no haber procedido en esa forma 


constituye delito de prevaricato, según lo dispone el artículo 752 


del Código de Procedimientos, que dice así: 


“Artículo 752. El Magistrado o juez en quien concurra algu- 
no de los impedimentos expresados deberá ponerlo por medio de 
un auto en conocimiento de la parte a quien interese conocerlo; 
y si no lo hiciere dentro de segundo día, siendo sabedor de él, o aún 
después de hacerlo continuare conociendo del asunto, sin que 
se le haya prorrogado la jurisdicción, incurrirá en la pena esta- 
blecida en el artículo 543 del Código Penal.” : 


Entre los “impedimentos” de que habla el artículo anterior 
se encuentran los siguientes: 


“Artículo 749.... 

“4* Tener interés en el pleito el juez... 

“8” Ser el juez socio o partícipe de alguna cosa con alguna 
de las partes. 

“18. Haber el juez favorecido alguna de las partes en el 
negocio que es materia del pleito, o en el mismo pleito como 
apoderado o patrono.” | 

Y el señor Goenaga, como es notorio, tiene interés en el 
pleito, es socio o partícipe en él y ha favorecido como vocero al 
señor Martínez L. Luego el señor Goenaga ha incurrido en el 
delito de prevaricato y en la pena señalada en el artículo 752, 
En efecto, la compañía tuvo necesidad de recusar a este indeli- 
cado juzgador, que insistía en querer conocer y fallar el asunto 
del Norte. 

Pero esto no es lo más grave. El señor Goenaga llegó a co- 
nocer del asunto del Norte y a dictar providencias, como consta 
de autos. Este conocimiento constituye un delito común todavía 
más grave: el delito previsto en el artículo 543 del Código Penal, 
que habla de los jueces que, a sabiendas, conozcan de un proce- 
so, juicio o negocio verbal o por escrito, en que tengan algún 
impedimento legal o motivo de recusación, sin manifestarlo y 
excusarse en la forma prevenida por la ley. En estos casos, al 
delincuente se le suspende de su empleo y se le castiga. 

Sin embargo, el señor Goenaga—que ha cometido un doble 
delito—sigue ocupando tranquilamente su plaza de Magistrado 
de la Corte Suprema de Justicia! “Colombia, país único!” 

Décima violación de ley.—Denegación de justicia. 

La falta de ejecución de una sentencia definitiva; la viola- 
ción de las fórmulas fundamentales del procedimiento judicial; 
el no aplicar la ley; el aplicarla de un modo irregular; la fla- 
grante arbitrariedad; la injusticia notoria del fallo, todos y cada 
uno de estos hechos, por sí solo, constituye lo que se entiende 
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por denegación de justicia. De suerte que con esa sentencia se 
ha denegado a la Compañía del ferrocarril del Norte—no una 
sino múltiples veces—-la justicia a que tiene derecho. 


Pero el hecho más grave de denegación de justicia que se ha 
. cometido contra la Compañía se encuentra en el último auto de la 
Sala de Negocios Generales, auto de que es autor el señor doctor 
Julio Luzardo Fortoul. En ese acto se niega a la Compañía el 
recurso de casación a que tiene—como ya dijimos y como lo 
probaremos ahora—pleno y absoluto derecho; se le niega la de- 


fensa que las leyes le reconocen. 


Y vamos a probarlo. 

Dice así el artículo 1.151 del Código Judicial vigente: 

“Artículo 1.151. Este Código se aplicará, al empezar a regir, 
Aun a los juicios en curso, pero sin violar derechos adquiridos 
por causas de providencias ejecutoriadas. Se tendrán especial- 
mente en cuenta las disposiciones transitorias contenidas en 
este artículo y en los siguientes.” 

Ahora bien: la sentencia del 1? de diciembre no estaba eje- 
cutoriada cuando ese Código se puso en vigencia, como lo declaró 
en varios autos el mismísimo señor Luzardo Fortoul y como es 
evidente. 

Y el artículo 481 dice lo siguiente: 

“Artículo 481. El recurso de casación debe interponerse por 
escrito dentro de los 15 días siguientes a aquel en que venza el 
término para pedir correcciones, aclaraciones o adiciones res- 
pecto de la sentencia definitiva, o a aquel en que queden notifi- 
cadas las providencias sobre corrección, aclaración o adición, si 
se hubiere pedido ésta. 

“Si no se interpusiere, procede la declaración de ejecutoria, 
como en los casos de apelación. 

“El Secretario, de oficio o por orden de la Sala de Negocios 
Generales de la Corte Suprema o de la Sala civil del respectivo 
tribunal, mantendrá el expediente en la Secretaría para consulta 
de las partes, durante el término que se concede para interponer 
el recurso de casación.” 

Y el señor doctor Luzardo Fortoul aplicó este artículo: dio 
orden de mantener el expediente en la Secretaría durante quince 
días, como lo ordena ese artículo 481. 

La sentencia, como se ve por la simple lectura de los artícu- 
los transcritos, tiene casación, según la ley, según la misma juris- 
prudencia sentada por los magistrados que ahora, sin funda- 
mento ninguno, sin argumentos dignos de tenerse en cuenta, 
niegan dicho recurso en el auto a que hemos hecho referencia. 
Esto es lo que se llama, en cualquiera parte de la tierra civili- 
zada, una flagrante denegación de justicia. 
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No está por demás ¡advertir-—para. evitar venganzas ruines. 
en los intereses de la Compañía, que ni ella, ni sus apoderados, 
ni ninguno de los que tiene intereses directos en «el pleito ha: 
tomado parte alguna, en ninguna forma, en este escrito nuéstro, 
exclusivamente nuéstro, dictado por un sentimiento de indigna-. 
ción ante tánta impudicia. j 

Hemos dado, pues, el alerta. Pero no nos silenciaremos des. y 
pués de darlo. Seguiremos de cerca y controlaremos ante la opl- 
nión pública todos y cada uno de los actos delictuosos que lle- 
guen a pronunciarse en la Sala de Negocios Generales, mientras 
viene el Congreso y toma cuenta y destituye—como es su deber— 
a los magistrados indignos. 

Que no siga la farsa! | 
Dionisio Arango Vélez.” 

Es de advertir que los poderes de la Compañía fueron sustituídos des- 
pués de este escrito, a su autor; que él acudió de hecho en casación; y que 
los Magistrados de dicha Sala también le negaron el recurso.—J. M. L. 


Hay Jueces en Colombia. 
Hay Jueces que perdonan. 


“Juzgado 2* del Circuito.—Bogotá, mayo veintidós de mil NOVE- 
cientos veinticinco. 


Vistos: . 


El Tribunal Superior revocó el enjuiciamiento fulminado por 
éste Despacho contra el doctor Dionisio Arango Vélez por los 
delitos de calumnia te injurias cometidos por medio de la prensa, 
para que practicaran las pruebas pedidas por el acusado, con- 
sistentes en una nueva inspección ocular y en la agregación de 
unas copias. 


Sastisfechas estas exigencias, entra el Juzgado a resolver 
lo que fuere del caso. 


Como se dijo en el auto revocado, el doctor Ramón Rodrí-- 
guez Diago, en su carácter de Presidente de la Corte Suprema. 
de Justicia y con autorización expresa de ella, se quejó el veinti- 
cinco de julio de mil novecientos veinticuatro ante el Juez del 
Crimen de este Circuito, contra el doctor Dionisio Arango Vélez, 
por los delitos de calumnia e injuria pública, inferidos a esa 
corporación en el escrito intitulado “Com la. Sala de Negocios Ge- 
nerales de la Corte Suprema de Colombia,” eserito que vio la luz. 
el cinco de julio de mil novecientos veinticuatro, en el periódico 
editado en Bogotá, denominado “El Diario Nacional.” 


El carácter de Presidente que de la Corte Suprema tiene el' 
doctor Ramón Rodríguez Diago y la autorización de la Corpo- 
ración para intentar la queja, aparecen suficientemente acredi- 
tados con las copias de las actas acompañadas al libelo de la. 
querella y en una de las cuales, en la referente a la autoriza- 
ción, fueron insertadas las frases señaladas como injuriosas y 
la que ha sido vista como calumniosa, palabras y frases que 
además están subrayadas en el ejemplar del número 2.739 del 
periódico adjuntado al escrito acusatorio. 
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Se cumplieron, pues, los requisitos exigidos por el artículo 
45 de la Ley 51 de 1898, con lo cual se ve que está ajustada 
a la ley la iniciación de este procedimiento. 


Para claridad y orden conviene recordar primeramente algu- 
nas nociones generales acerca de la detracción de la honra ajena 
lo mismo que sobre la contumelia; examinar luégo las definicio- 
nes que de calumnia e injuria públicas traen las leyes; comparar 
con tales definiciones los pasajes acusados y estudiar, finalmente, 
sl los cuerpos de los delitos imputados y la responsabilidad se 
hallan demostrados en el sumario, para resolver lo conducente. 


Observaciones generales. 


Por el hecho de ser el hombre un sér espiritual y sociable 
le es natural el derecho, aun anterior a toda ley positiva, a ser 
estimado, estimación y aprecio que forman parte de su patri- 
monio, que se identifica con él mismo y que se apellidan honra, 
de más valor que los demás bienes. 


Imputar un hecho falso o criminoso o que produzca despre- 
cio, o el verdadero con circunstancias que no tuvo; negar las 
buenas cualidades, atribuír las malas o defectos, son diferentes 
maneras de detracción de la honra ajena. No se incurre, empero, 
en delito o falta con descubrir a la autoridad los hechos erimi- 
nosos, sino que, por el contrario, es obligación impuesta por 
la ley. 


Definiciones. 


“Toda expresión ultrajante, término de desprecio o invec- 
tiva para con un individuo o corporación, si no lleva consigo la 
imputación de un hecho, es injuria.” | | 


Toda imputación falsa de un hecho que afecte el honor o 
la buena reputación de una persona o corporación, constituye 
calumnia.” (Art. 20, Ley 51 de 1398). | 

Para que exista el delito de injuria pública se requiere: 

a) Que la idea que entraña el vocablo sea realmente de des- 
precio o invectiva, lo cual dependerá en gran parte de la apli- 
cación comunmente dada a la expresión, pues hay palabras y 
frases tenidas en algunos lugares como inofensivas que en otros 
se tornan en afrentosas; y 

b) Que la expresión calificativa se predique de persona 
individual o de corporación, debido a que solamente las personas 
son sujetos de derecho. Indirectamente puede haber ultraje cuan- 


do se refiere a obra del hombre en que ha tomado participación 
preferente la inteligencia; LTS 
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Cc) Que no envuelva la indicación de un hecho. Esta condi- 
ción de carácter negativo, marca la os específica entre 
la injuria y la calumnia; 


d) Que sea suficientemente conocida, para que la injuria 
tenga el carácter de pública y pueda distinguirse de la mera- 
mente privada; y 


e) Voluntariedad o intención criminosa. 


Los expositores franceses sintetizan así los elementos eons- 
titutivos de la injuria: expresión ultrajante, intención de dañar 
y publicidad. 

El delito de calumna pública envuelve, según esos exposi- 
tores, los siguientes elementos: imputación de un hecho falso 
determinado o de uno verdadero pero que sea detractivo del 
honor; intención de dañar y publicidad de la imputación. 

“La diffamation, en principe, n'implique pas la fausseté du 
fait imputé; vrai ou faux du moment ou le fait imputé publi- 
quement, avec, intentión de nuire, est de nature a porter attennte 
a lP'honneur ou a la consideration, le delit de diffamation existe.” 
(Barbier-Code de la Presse). 

Según la legislación colombiana, el delito de calumnia pú- 
blica requiere estos elementos: 

a) Imputación verdadera. Aunque la definición dice “¿mpu- 
tación falsa,'”” bien se comprende que la imputación debe existir, 
pues de lo contrario, no habría delito. Lo' falso no debe ser la 
imputación misma, sino el hecho imputado; 

b) De un hecho falso, para distinguir la calumnia de la inju- 
ria, y se le agrega el calificativo “falso” para denotar que cuando 
se atribuye como verdadero un hecho criminoso que no ha exis- 
tido, se realiza el delito. Consecuencialmente el hecho imputado 
debe ser determinado, como ejecutado, pues si se emplea una 
forma optativa y de naturaleza futura, no indicaría de manera 
directa la naturaleza del hecho debido a la contingencia que en- 
cierra. La legislación francesa, más rígida en el particular, esta: 
blece que la forma dubitativa no hace desaparecer la criminali- 
dad del acto; 

c) Que el hecho sea detractivo del honor, pues si en vez de 
amenguar, acrecienta la honra, es claro que no la afecta en per- 
juicio de la persona a quien se imputa el hecho; 

d) Que la imputación se predique de alguna persona indi- 
vidual o de una corporación, por ser los únicos sujetos de de- 
recho; | 

e) Que sea voluntaria, es decir, que sea precedida de cono- 
cimiento y voluntad libre, pues cuando hay defecto de estas fa- 
cultades la ley exculpa al sindicado, como también cuando se 
demuestra un justo motivo de error; y 
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f) Finalmente, que la imputación se haga pública por los 
medios de publicidad que la ley indica, pues de lo contrario sería 
solamente privada. ( di 


Pasajes denunciados 


“Conviene observar que la Corte, en el acta de autoriza- 
ción, dice: “2* Que todas las frases y expresiones insertas son 
injuriosas para la Sala antes mencionada, excepción hecha de 
la última (consignada en el acta) que contiene una calumnia, 
por cuanto en ella se imputa a la Corte el hecho de haber admi- 
tido pruebas al señor Jorge Martínez L. después de citadas las 
partes para sentencia, “porque se quería a toda costa fallar en 
contra de la Compañía.” 


El suscrito no se cree obligado a examinar si es calumnioso 
algún otro pasaje, porque no ha sido señalado sino ese como 
tal y no podría sin faltar a la equidad echar sobre el sindicado 
una carga que el ofendido no quiere que se le imponga. No podría 
el Juez ser más exigente que el querellante. 


Para simplificar, analicemos primeramente el pasaje tenido 
como calumnioso. Se inserta no solamente lo subrayado, para 
estudiar mejor el sentido completo: 


“No es esto—preguntamos nosotros—una flagrante viola. - 
ción del artículo 550 del antiguo Código Judicial, que establece: 
explícitamente que las pruebas pueden pedirse y practicarse sólo 
durante el término probatorio? No dice este artículo que las 
pruebas pueden pedirse y practicarse en cualquier estado del 
juicio, con tal que no se haya citado para sentencia? Por qué se 
hacen excepciones ilegales con el señor Martínez L.? Por qué se 
admiten pruebas a Martínez L. después de citar para sentencia? 
Pues porque se quería a toda costa fallar en contra de la Com- 
pañía y sin ese requisito de la prueba de la personería del de- 
mandado el juicio tenía que declararse nulo.” 

El pasaje transcrito contiene la aseveración rotunda de un 
hecho: que se admitieron pruebas a Martínez L. después de citar 
para sentencia, por el motivo de que se quería fallar en contra 
de la Compañía y que sin ese requisito de la prueba de la perso- 
nería del demandado la Corte tendría que declarar la nulidad 
del juicio. No puede ser más concreta la aseveración. El hecho 
afirmado y el fin de la aseveración se confunden aquí y consti- 
tuyen una sola idea, que es la del propósito que tuvo la Corte 
de dictar un fallo ilegal e injusto, lo que podría ser sencillamente 
la comisión de un grave delito perpetrado por la entidad más 
alta del Poder Judicial. 


Ya ei Juzgado, en averiguación de este hecho, practicó en 
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oportunidad la: inspección ocular mediante testigos y desde que 
dictó el auto de llamamiento a juicio que fue: revocado por el 
el Tribunal, adquirió el convencimiento de que la aseveración 
publicada por el doctor Dionisio Arango Vélez era calumniosa. 
¿En obedecimiento a lo dispuesto por el Tribunal se practicó 
la. nueva inspección ocular con los mismos testigos, a la que asis- 
tió el acusado y se confrontaron todas las providencias indica- 
das por él, a fin de satisfacer sus exigencias que, según se verá, 
no tendían a la justificación de un hecho sino a la demora de 
la investigación. | IE 
| Veamos si realmente es cierto o no que la Corte admitió 
pruebas a Martínez L. en ese juicio después de citar para sen- 
tencia. | 
- El juicio se abrió a pruebas el veinte de febrero de mil no- 
vecientos veintidós (20 de febrero de 1922) por el término. de 
. veintiocho días y quedó legalmente notificado ese auto el vein- 
titrés del mismo mes a las dos de la tarde, sin que hubiese .pró- 
rroga del término. (Cuaderno N* 1* Fl. 134). 


El seis de mayo siguiente fue ordenada la entrega de los 
autos a las partes para que alegasen de conclusión (dos días 
después quedó notificada esa providencia (Fl. 1389) y el mismo 
día seis (6) presentó el doctor Carmelo Arango una largo es- 
crito en que pide que se declare la nulidad de lo actuado por falta 
de personería de. la Compañía demandada. Dice textualmente: 
“por lo expuesto, suplico a los señores Magistrados que declaren 
la nulidad de lo actuado, por ilegitimidad en la personería de 
la. Compañía demandada, y Ordenen se ponga en su conocimiento 
para los fines de los artículos 134 y 135 de la Ley 105 de 1890.” 
(Cuaderno N* 10, Fl. 4). AU REA, 

El ocho (8) de mayo el Magistrado Sustanciador accedió a 
lo solicitado por el doctor Arango y. mandó dar traslado del es- 
crito por cuarenta y ocho horas y que se formara cuaderno se- 
parado, pero al notificar ese auto al peticionario, por una razón 
inexplicable para el suscrito, lo apeló él mismo. SU 
2 El veintisiete (27) de mayo, por petición del mismo doctor 
Arango fue reconsiderado el auto por el Magistrado Sustancia- 
dor quien negó la revocación y concedió la apelación para ante 
la Sala Dual solicitada ten subsidio. cd ne 
“El tres (3) de junio el General Martínez L., apoderado de 
la Nación, presentó los documentos que acreditaban la personería 
de la parte demandada. oia dida 

El mismo tres (3) de junio el doctor Arango desistió de la 
articulación de nulidad incoada y de la apelación interpuesta 
contra el auto de ocho de mayo ordenatorio del traslado en' la 
«articulación: MSIE O MA LO cid 


BETA Y EOS 


En la misma fecha, tres (3) de junio, elevó otro memorial 
el doctor Arango pidiendo que no se admitieran las pruebas sobre 
personería aducidas por Martínez L. 


El cinco (5) de junio se admitió el desistimiento sobre la 
petición de nulidad y de la apelación y se dispuso la agregación 
de los documentos correspondientes al cuaderno empezado, re- 
ferente a ese incidente. 


El nueve (9) del propio mes de junio quedó notificada esa 
providencia. 


El diez y siete (17) de agosto del mismo año se citó a las 
partes para sentencia y se señaló el veintinueve (29) de aquel mes 
para otrlas en estrados. 


Los testigos de. la inspección declararon desde un principio. 
cuando se practicó esa diligencia: “Examinando los cuadernos que 
contienen las pruebas del juicio encontramos que todas ellas 
cueron pedidas dentro del respectivo término de prueba y que ' 
no hay ningún pedimento hecho por el señor Jorge Martínez L. 
después de citadas las partes para sentencia.” 


Ni en la primera ni en la segunda inspección ocular practi- 
cadas, ni mediante las copias que solicitó el acusado, ni por las 
pedidas por este Juzgado, pudo demostrarse que la Corte ad- 

itiera pruebas a Martínez L., después de la citación para sen- 
tencia, con lo cual queda demostrado con la evidencia de la luz 
meridiana que el doctor Dionisio Arango Vélez, por cualquier 
móvil innoble, imputó a la Corte, sin apoyo en la verdad, un 
hecho gravísimo, falso por no haber existido, hecho que al ha- 
berse perpetrado sería un verdadero delito. Existe, pues, el delito 
ce calumnia en el pasaje analizado. No varió de faz el primitivo 
“uto de proceder. 


Pasajes señalados como injuriosos. 


1* “La Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Justicia acaba de dictar un auto para negar a la Compañía del 
Ferrocarril del Norte el recurso de casación a que tiene pleno y 
absoluto derecho, de acuerdo con explícitas disposiciones del nuevo 
Código Judicial. El doctor Ramón Rodríguez Diago, con entereza 
que lo honra y fundado en argumentos incontrastables, salvó su 
voto, no quiso compartir con sus colegas la responsabilidad de 
aquel monumento de rabulismo incomprensible ante la ley, la: 
razón, la moral y la justicia.” 

La palabra monumento derívase del verbo latino moneo, acon- 
sejar, el cual nace a su vez de la raíz men, que engendra el sus- 
tantivo mens, que significa mente o memoria, por lo cual la voz. 
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monumento clásicamente denota obra pública para recuerdo de 
las personas o las cosas. 


De esta sentencia se dice, pues, que es un monumento, una 
obra pública, etc., pero no es un monumento cualquiera: es de 
rabulismo incomprensible ante la ley, ete. 


Rabulismo es lo propio de las gestiones abogadiles del rábula, 
abogado de bajas y malas condiciones. El pasaje forma en sen- 
tido figurado una metáfora trasladando la palabra monumento 
que pertenece principalmente al orden físico, para colocarla en 
el campo de las ideas morales donde, unida al término rabulismo 
forma un complemento atribuído a la Corte, entidad que “acaba 
de dictar” el auto. 


Como tal complemento se predica de abogados que han 
tenido que ser connotados para ocupar el alto puesto que desem- | 
peñan, no solamente es despectivo sino injuriante este pasaje. 

2” “El auto a que nos referimos es un manifiesto caso de 
denegación de justicia que no puede concebirse sino por el incu- 
rable miedo cerval de los Magistrados que lo firmaron a las ame- 
nazas imsolentes que en múltiples ocasiones les ha hecho el señor 
Martínez L.”.... “Es que no tiene explicación este auto ilegal, 
inmoral, irracional e injusto a todas luces.” 

En este pasaje se exhibe a los Magistrados firmando la sen- 
tencia movidos por el temor a Martínez L. El temor que se les 
atribuye es grande, propio de los venados (cerval) y es perma- 
nente, “incurable,” es decir enfermedad. 

La ardiente imaginación del doctor Dionisio Arango Vélez 
forjó esta metáfora, que es un cuadro vivo de gran ridiculez 
para la Corte. Se ve imaginativamente a los Magistrados tem- 
blorosos firmando la pieza judicial y al General Martínez L., que 
sobresale en el cuadro, amenazándolos si no se despachan aprisa 
en su cometido. 

- 8% “Es ya tiempo de dar el alerta contra este gravísimo pe- 
ligro social que reprsentan algunos de los Magistrados de la Sala 
de Negocios Generales de la Corte Suprema. El honor y la pro- 
piedad de los ciudadanos se hallan en manos de quienes no saben 
o No quieren garantizarlos, a pesar de la ley y la moral que los 
obliga a ello. El próximo Congreso debe cumplir la obra de sa- 
neamiento de la Corte arrojando de su seno a los ignorantes y 
los hombres sin carácter. 

Este pasaje es in Hinioso, porque lo son los epítetos emplea- 
dos, con los cuales se les trata a los Magistrados de la Sala de 
- ignorantes, sin carácter, que no saben o no quieren garantizar el 
honor y la propiedad de los asociados, lo cu es un peligro social. 
No requiere análisis este pasaje. 

; 4* “Y así seguiremos quién sabe hasta ado Justicia pura. 
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y efectiva no tendremos en Colombia mientras cualquier igno- 
rranteso pusilánime pueda ser Magistrado...” Mn ¿de os 
5%“... Las leyes serán letra muerta, la justicia será una 
farsa vergonzosa en manos de individuos sin independencia per- 
«sonal ni pecuniaria...” EE E | 
Estos dos pasajes no son injuriantes para' la Corte o para 
la Sala, porque no se refieren a ella. Empleando el primer aparte 
“en forma meramente optativa y de carácter futuro, no afecta 


“a la Corte. Lo mismo puede decirse del otro. | EE 
6" “Y ahora vamos a demostrar que nuestro concepto sobre 
la actual Sala de Negocios Generales de la Corte es exacto ; Vamos 
a hacer un rápido análisis—al alcance del público en general— 
de los atropellos a la Constitución, u las leyes, a la sana razón 
y a la moral, todos los actos de denegación de Justicia que con- 
tiene la sentencia más cobarde y absurda que se haya dictado en 
Colombia.” ! ed, oda: 

Como hay determinación (la setencia) que haría probable lo 
afirmado, es decir, como contiene un hecho que podría compro- 
barse, caso de ser cierto, este pasaje debía reputarse calumnioso. 
Mas como la Corte no se ha mostrado ofendida sino como inju- 
riada, debe reputarse así, en atención a que en el interrogatorio 
o indagatoria rendida se partió de esa base; 

1* “Si los señores Magistrados de la Sala se imaginaron que 

podían seguir cometiendo impúnemente——al amparo del magis- 
terio de que están investidos—toda clase de atentados al derecho 
ajeno”... “Señalaremos sus ignorantes y sus ilegales actuacio- 
OS re | Lao 04 
Estos párrafos empleados en forma condicional no' contie- 
nen hecho concreto, pero son injuriosos, porque siendo la. Corte 
la entidad más alta del Poder J udicial, llamada a reconocer el de- 
recho, es calificada de ignorante y sus actuaciones de legales, 
lo cual es una ofensa. PANA 

El resto de los pasajes subrayados e incluídos en la copia 

Se reputan igualmente injuriosos. +. 00020 14972 9 
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Cuerpo de los delitos. 


Estos están acreditados con' el ejemplar del número 2.739 
del periódico “El Diario Naciona]” que se adjuntó, correspón- 
diente al 5 de julio del año pasado, editado en esta ciudad y que 
circuló en público, según consta de los informes de tres ofici- 
nas públicas a donde fue enviado. Además aparecen las decla- 
raciones de los testigos con: los cualés se practicaron las dos ins- 
—pecciones oculares sobre los expedientes del juicio en la Corte'y 
las copias que obran en este sumario. HO AA | 


A 


O a 
Responsabilidad 


El doctor Dionisio Arango Vélez reconoció en su indagato- 
-ria ser autor del escrito acusado y aunque dice que todos los 
pasajes subrayados son críticas y censuras a la sentencia de 
la Corte, en virtud del derecho que asiste a todo ciudadano de 
criticar y censurar en la forma que le plazca los actos de los 
funcionarios o empleados públicos en ejercicio de sus funciones 
-o en relación con ellas, ese derecho de censura reconocido por 
la ley (Art. 758 del C. P.), no va hasta invadir el ajeno derecho 
ni podría jamás autorizar la ley el empleo de expresiones ultra- 
Jantes o de desprecio y, además, exige que sobre ser verdadero 
lo que se exprese en la crítica, sea ella no como a cada cual le 
“plazca, es decir, sin detrimento ni afrenta. 

Al juzgado 1* del Circuito fue repartida otra acusación de 
la Corte Suprema contra el doctor Dionisio Arango Vélez y como 
dicho Juez lo enviase al Tribunal, por creer que se trataba del 
mismo delito o delitos por los cuales había sido llamado a juicio 
el doctor Arango Vélez en este expediente, tanto el señor Fiscal 
como el Tribunal expresaron que no existe sino un solo y único 
delito, por lo cual este Despacho no entra a hacer estudio del 
escrito acusado. 

Por lo expuesto, el Juez 2* en lo Criminal de este Circuito, 
administrando justicia en nombre de la República y por autori. 
dad de la ley, resuelve: 

Llamar al doctor Dionisio Arango Vélez a responder en jui- 
cio criminal por los trámites especiales señalados por las Leyes 
51 de 1898, 73 de 1910 y 59 de 1911, por los delitos de calum- 
nia en injuria públicas cometidos por medio de la prensa. 


Háganse al enjuiciado las prevenciones legales. 
Cópiese y notifíquese. 
Fernando Segura.—Roberto Luzardo F. 
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Tribunal Superior del Distrito Judicial. —Bogotá, septiembre 
vemmticinco de mil novecientos veinticinco. 


Vistos: 


Correspondió al Juez 2* del Circuito en lo Criminal de esta 
capital el denuncio dado por el señor Presidente de la Corte Su- 
-prema de Justicia, contra el doctor Dionisio Arango Vélez por 
los delitos de calumnia e injurias inferidas a esa corporación, 
en un escrito publicado en “El Diario Nacional” de 5 de julio 
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de EL. 


del año próximo pasado, . con el título de: “Con la Sala de Nego- 
cios Generales de la Corte Suprema de Colombia,” y habiéndose 


practicado todo lo que fuera pertinente a la comprobación de 


los cargos hechos, a la publicidad del escrito y examinadas las. 
expresiones que forman la imputación y las injurias, el Juz- 
gado dictó el correspondiente auto de proceder, el que notifi-- 


cado fue apelado para ante esta Superioridad, la cual pasa a 
resolver lo pertinente, mediante breves consideraciones. 


La Corte se ha quejado de las siguientes frases y expresio- 


nes: hablando de la sentencia proferida por la Corte, en el pleito 
iniciado por la Nación contra el Ferrocarril del Norte “aquel 


monumento de rabulismo incomprensible ante la ley, la razón, 


la moral y la justicia... El innoble miedo cerval de los Magistra- 


dos que lo firmaron, a las amenazas insolentes, que en múltiples 


ocasiones les ha hecho el señor Martínez L.... habrá otra causa. 
subtarránea que no conocemos? .... auto ilegal, inmoral, irra- 
cional e injusto a todas luces .... este gravísimo peligro social 


que representan algunos de los Magistrados de la Sala de Ne- 
gocios Generales de la Corte Suprema. El honor y la probidad 
de los ciudadanos se hallan en manos de quienes no saben, o no 
quieren garantizarlas, a pesar de la ley y la moral que los obli- 
ga a ello.” Y en otra parte: “arrojando de su seno a los igno- 
rantes y a los hombres sin carácter..... mientras cualquier igno- 
rante o pusilánime pueda ser Magistrado, la justicia será una 


farsa vergonzosa en manos de individuos sin independencia per-. 


sonal ni pecuniaria.... todos los atropellos a la Constitución, 
a las leyes, a la sana razón y a la moral, todos los actos de de- 
negación de justicia que contiene la sentencia más cobarde y 
absurda que se haya dictado en Colombia.... cometiendo impu- 
nemente al amparo del magisterio de que están investidos, toda 
clase de atentados al derecho ajeno.... señalaremos sus igno- 


rantes y sus ilegales actuaciones.... dónde aprenderían esta. 


de audacia y de cinismo?.... criterio infalible de estos ilumi- 


nados.... No es esto el colmo de la ignorancia en materias ele-. 


mentales de derecho?.... ante tánta impudicia.... actos delic- 
tuosos que lleguen a pronunciarse en la Sala de Negocios Ge- 
nerales.... a los Magistrados indignos:... Por qué se admiten 
pruebas a Martínez L. después de citar para sentencia? Pues 
porque se quería a toda costa fallar en contra de la Compañía 
y sin el requisito de la prueba de la personería del demandado, 
el juicio tenía que declararse nulo.” 
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La publicidad de estos dicterios está perfectamente estable- 
cida con la copia adjunta del número del periódico que las con- 
tiene y con los informes de las oficinas públicas que las reciben 
por mandato legal y porque es un hecho notorio la circulación 
abundante de este diario. 


El procesado doctor Arango Vélez reconoce haber sido el 
autor del escrito acusado, sólo que afirma que él es tan solo 
una crítica o censura de una providencia de la Corte, que no 
cae bajo la sanción penal. Niega, pues el carácter malicioso de 
las expresiones materia de la acusación; mas, seguramente no 
tiene fundamento esta circunstancia calificativa, pues de todo el 
escrito se colige que no se trata de crítica científica que es la 
permitida. No hay razonamiento con que se pretenda demostrar 
que la Corte había resuelto injurídicamente:; las expresiones son 
todas relativas a las personas de los Magistrados, en su calidad 
de tales. Los vocablos son claros: “Rabulismo ¿—incomprensible— 
miedo cerval—ignorantes y hombres sin carácter—individuos sin 
independencia personal ni pecumiaria. Estas y todas las frases 
arriba anotadas, de que se queja la Corte, constituyen injurias, 
como que son publicadas con el propósito de disminuír el presti- 
gio y buena reputación, que son condiciones de sumo aprecio 
para quienes forman la más alta corporación judicial. Ahora 
bien, la gravedad de la injuria debe medirse no sólo por lo fuerte 
de las agresiones, sino por la mayor categoría de la persona a 
quien se dirigen, por que entonces no sólo se hiere al individuo 
particular, sino que afecta la dignidad del cargo que ejerce. 


La acusación por calumnia tiene por fundamento las siguien- 
tes frases de la publicación denunciada por la Corte: “Por qué 
se admiten pruebas a Martínez L. después de citar para senten- 
cia? Porque se quería a toda costa fallar en contra de la Com 
pañía y sin ese requisito de la prueba de la personería del de- 
mandado, el juicio tenía que declararse nulo.” 


Este cargo es calumnioso, por cuanto es concreto, determi- 
nado y susceptible de prueba; como que si se hubiera demos- 
trado acarrearía a la Corte no sólo las consecuencias de una fla- 
grante violación de la Ley sino deshonor y odiosidad tanto ma- 
yores, cuanto más alta y obligante es la posición de aquella 
Corporación. El procesado en su último alegato se esfuerza en 
demostrar que cuando dijo en el escrito acusado que se habían 
admitido pruebas a Martínez después de citar para sentencia, 
_ Ko quiso expresar otra cosa, sino que esas pruebas se habían 

admitido fuera del término probatorio. “dba 
| Ahora, bien, fuera de que así lo escribió y lo escrito escrito 
está, con las consecuencias que ya no: pueden enmendarse como 
se enmienda la dicción, hay. que tener en cuenta que lo grave 
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del cargo no es el que se recibieran pruebas fuera del tiempo 
legal, sino en el motivo de por qué se admitieron: “porque se 
quería fallar a toda costa en contra de la Compañía.” 


Aquí se atribuye a la Corte un móvil de su decisión, que es 
lo que encierra lo denigrante para ella. El admitir una prueba 
fuera del término probatorio, es antiprocesal, indebido y podría 
hasta acarrear una responsabilidad penal, pero no encerraría por 
sí nada deshonroso; la aseveración del móvil que se tuvo para 
ello, es lo que daría el deshonor y desprestigio, y ese móvil exis- 
tiría con una expresión o con otra. | 


Por manera pues, que existen los cargos denunciados; que 
está demostrada su publicación y circulación y que son consti- 
tutivos de calumnia unos y de injuria otros, contra una entidad 
de Derecho Público, persona moral, capaz de ser sujeto pasivo 
del delito. 

Por tanto el Tribunal, de acuerdo con el concepto fiscal y 
administrando justicia en nombre de la República y por autori- 
dad de la ley, confirma el auto apelado. 


Cópiese, notifíquese y devuélvase. 


Ignacio R. Piñeros.—Clodomiro Forero Vargas.—Remigio 
González G.—Rafael Ortega Escallón, Secretario. 


Juzgado 2* del Circuito.—Bogotá, primero de diciembre de mil 
| novecientos veinticinco. 
Vistos : 


El Tribunal Superior confirmó el enjuiciamiento fulminado 
por este Despacho contra el doctor Dionisio Arango Vélez, por 
los delitos de calumnia e injuria públicas. bi 


Devuelto el expediente se abrió la causa a prueba y fueron 
puestos los autos a disposición de las partes para que alegaran 
de conclusión; pero como no usaron de su derecho y se agotó el 
procedimiento, se pasa a proferir el fallo de primer grado, por 
no haber causal de nulidad, considerando: 

Originóse la investigación en virtud del eserito acusatorio 
que el doctor Ramón Rodríguez Diago dirigió al Juez del Crimen 
de este Circuito el veinticinco de julio de mil novecientos vein- 
ticuatro. contra el expresado doctor Arango Vélez, por los delitos 
de calumnia e injuria públicas, inferidos mediante la imprenta 
a la Corte Suprema de Justicia, en el escrito Mtitulado “Con la 
Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de Justicia de 
Colombia,” que vio la luz pública' el cinco de ese mes, en el nú- 
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mero 2.139 de “El Diario Nacional” con motivo de la sentencia 
dictada por esa corporación en el juicio seguido por la Nación. 
contra “The Colombian Northern Railway Company Limited,” 
de fecha primero de diciembre de mil novecientos veintitrés, 
que decidió el ruidoso pleito entablado por la Nación contra la 
expresada Compañía, siendo apoderado de ésta el doctor Carmelo 
Arango y de la Nación el General Jorge Martínez L. 


Examinando el libelo de acusación, se vio que la Corte la 
instauró debidamente, porque está probada allí en forma legal 
la personería del doctor Ramón Rodríguez Diaga. En efecto, con 
la copia del Acta de la sesión del 13 de diciembre de 1923, se 
probó que fue nombrado Presidente de la Corporación y con el 
Acta de la sesión del 15 de julio de 1924, se acreditó que por 
acuerdo se le autorizó para entablar la queja. Estaban satisfe- 
chas las exigencias del artículo 45 de la Ley 51 de 1898 y era 
forzoso darle curso a la acusación e inquirir oficialmente el hecho 
denunciado y su responsabilidad. 


- Al estudiar el escrito, se observó que la Corte lo dividía en 
dos partes: una que la estimó calumniosa y otra contentiva del 
delito de injurias. Por eso al final del libelo de acusación dice: : 
“2 Que todas las frases y expresiones insertas son injuriosas 
para la Sala antes mencionada, excepción hecha de la última que 
contiene una calumnia, por cuanto en ella se imputa a la Corte 
el hecho de haber admitido pruebas al señor Jorge Martínez L. 
después de citadas las partes para sentencia, “porque se quería 
a. toda costa fallar en contra de la Compañía,” hecho éste que al 
ser cierto, afectaría el buen nombre de la Corporación, puesto 
que indicaría la falta de imparcialidad y haría parecer a los 
Magistrados que suscribieron el fallo, como dominados por el 
propósito de perjudicar a una de las partes, lo cual está erigido 
- delito.” i | de 

Para proceder con orden, estudiaremos primeramente lo que 
concierne al delito de calumnia y luégo lo tocante al de injuria. 

Y para que se entienda con facilidad el análisis que ha de 
hacerse, conviene insertar los párrafos completos, pero sin que 
el Juzgado estudie más pasajes de los acusados, comoquiera que 
no podría echarle carga de mayor ingencia al enjuiciado, que 
la reclamada por la Corte. | 


Pasaje acusado como calumnioso. 


Dice el doctor Arango Vélez en su eserito: ( 

“No es esto—preguntamos nosotros—una flagrante viola- 
ción del artículo 550 del Código Judicial, que establece explícita- 
mente que las pruebas pueden pedirse y practicarse sólo durante 
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el término probatorio? No dice este artículo que las pruebas pue- 
den pedirse y practicarse en cualquier estado del juicio, con tal 
que no se haya citado para sentencia? Por qué se hacen excep- 
ciones ilegales con el señor Martínez L.? Por qué se admiten 
pruebas a Martínez L. DESPUES de citar para sentencia? Pues, 
PORQUE SE QUERIA A TODA COSTA FALLAR EN CON- 
TRA DE LA COMPAÑIA, y sin ese requisito de la prueba de 
la personería el juicio tenía. que declararse nulo.” 


¿Existe aquí el delito de calumnia? 


Para responder a esta primera cuestión, necesítase ante 
todo saber lo que se entiende legalmente por tal delito y luégo 
examinar si tanto el cuerpo de él como la responsabilidad están 
demostrados en el expediente. 


El artículo 20 de la Ley 51 de 1898 dice que. “toda impu-. 
tación falsa de un hecho que afecte el honor o la buena reputa- 
ción de una persona o corporación, constituye calumnia.” 

Veamos, pues, los elementos constitutivos de la calumnia y 
lo que se entiende por honor y buena reputación. 

A seis se pueden reducir esos elementos: 

1* Imputación ; 

2* Que sea de un hecho; 

3" Que tal hecho sea detractivo del honor; 

4* Que se predique de persona o corporación; 

5” Que la imputación sea voluntaria; y 

6” Que adquiera el carácter de pública. 

En cuanto al primer elemento, o sea la imputación, la defi- 
nición traída por la ley es pésima, porque debido a un tropo 
empleado por el Legislador, consistente en la trasposición del 
adjetivo calificativo en terminación femenina “falsa,” que ha 
debido modificar al sustantivo “hecho” y no al sustantivo “im- 
putación,” quedó defectuosa la definición. No es lo mismo decir 
imputación falsa de un hecho que imputación de un hecho falso. 
Habría bastado decir: “Toda imputación de un hecho falso...” 
La imputación no puede ser la falsa y cuando lo es, no existe 
el delito de calumnia. Lo interesante es que haya imputación, 
es decir, que se atribuya a una persona o corporación el haber 
sido sujeto activo o pasivo de un hecho que si fuera cierto afec- 
taría su honor. Si por ejemplo fuera falso que el doctor Dionisio 
Arango Vélez imputó a la Corte el hecho que él afirma de haber 
recibido pruebas a Martínez L. después de la citación para sen- 
tencia, con el fin de fallar contra la Compañía, si no existiera 
tal imputación, no existiría la calumnia. | 

26 como el doctor Arango Vélez al ser indagatoriado contestó: 
“El autor de ese escrito soy yo”. (Fl. 15. v.), dedúcese que existió 
este primer requisito consistente en la imputación. 
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En cuanto al segundo, la imputación debe ser de un hecho, 
porque cuando es de un calificativo denigrante, existe la injuria. 
Por todos los pueblos ha sido mirada como de mayor gravedad 
la atribución del hecho que la del calificativo denigrante porque, 
de un lado, la del hecho se funda en la mentira, esencia de la 
calumnia, en tanto que la del calificativo se apoya, o puede apo- 
yarse, en la verdad; y de otro, porque afecta más hondamente 
al honor la atribución del hecho falso que la del defecto, debido 
.a que el primero nace frecuentemente de la voluntad libre y el 
segundo no. De los defectos, principalmente de los naturales, el 
hombre no es responsable. En el presente negocio se atribuye a 
la Corte un hecho concreto, como si se dijera, encajado dentro 
de estas circunstancia determinadas; el autor de él, pues se atri- 
buye directamente a la Corte; los medios, como son el haber re- 
cibido pruebas; el tiempo, porque se afirma que se admitieron 
después de la citación para sentencia; el sujeto a quien le fueron 
.admitidas, pues nombra a Martínez L.; el fin, que era el propó- 
sito de fallar contra la Compañía. Amén de esto, la frase adver- 
bial que modifica con gran fuerza el período, representada por 
las palabras “a toda costa,” que quiere decir “necesariamente,” 
“sin reparo de medios” etc. 


Y como en el presente asunto el doctor Arango Vélez con- 
Tesó: “El autor de ese escrito soy yo” (Fl. 15. v.), está cumplido 
material y moralmente el segundo requisito constitutivo de la 
«calumnia. | 


En cuanto al tercero, o sea que la atribución sea detractiva 
del honor, conviene adelantar, para mayor claridad, lo que se 
“entiende por honor o buena reputación y luégo ver si el hecho 
«mputado por el doctor Arango Vélez podía amenguar la honra 


- de la Corte. 


¿Qué es honor? Los mejores teólogos y filósofos han conve- 
nido en definirlo: “Honor autem est externa testificatio aetima- 
«tionis quaede alicuyus excellentia habetur.” (Cury Ferreres de 
detractione). Según esto, el honor se funda en la demostración 
externa de la estimación que merece una persona; idea en la 
«cual se descubre una doble relación: intrínseca consistente en 
una perfección moral, y extrínseca basada en la opinión pública. 

Sería inoficioso demostrar que la Corte es una Corporación 
que goza en el país de honor merecido. 

Se dice que sea la atribución detractiva del honor, pues si 
en vez de disminuírlo lo acrecienta, no causaría perjuicio y no 
merecería el condigno castigo. 

Nuestra legislación, menos rígida que la francesa en este 
-particular, sólo exige que el hecho disminuya el honor. En esta 
“La diffamation, en principe, n'implique pas la fausseté du fait 
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imputé; vrai ou faux du moment ou le fait imputé publiquement, 
avec intention de nuire, est de nature a porter attente a lhonneur 
ou a la consideration, le delit de diffamation existe.” (Barbier- 
Code de la Presse). 
¿Podrá darse hecho de mayor detracción para el honor de: 
la Corte que atribuírle el propósito de fallar a toda costa en 
contra de una de las partes y para ese fin recibir pruebas des: 
pués de vencido el término de citación para sentencia? Si se atiem 
de a la calidad de la Corporación, a la magnitud de la causa 
debatida, a los medios empleados, etc., se verá que con la afir= 
mación del mencionado doctor Arango Vélez se atacó profunda- 
mente no sólo el honor de la Corte sino del Poder Judicial y aún 
cl de la Nación entera, porque un país en el cual la más alta 
Corporación de uno de sus más importantes poderes se rebaja 
hasta el extremo de cometer un repugnante delito en la delicada 
misión encomendada a su cargo del “jus Judicandi,” es un país. 
sin honor que no merece el crédito ni la estimación de nadie: 
En cuanto al cuarto, se funda en que solamente las personas 
naturales o jurídicas son sujetos de derechos que pueden ser: 
acreedores de honor o ser ofendidos en él. La Corte fue ofendida. 
en su honor, según se vio. 
En cuanto al quinto, es decir, que la imputación sea volun-- 
taria, se funda ora en la naturaleza misma del delito, ya en que: 
la ley exculpa a los que no se hallan en el completo uso del cono-: 
cimiento y de la voluntad libres, como también exculpa a quien. 
demuestra que la imputación la hizo por error, comoquiera que 
en tal extravío de la inteligencia, debe suponerse que no hubo- 
dolo. Igualmente. cuando hay arrepentimiento demostrado por: 
medio de satisfacción condigna aceptada por el ofendido, la ley 
exculpa al acusado. y 
En este expediente no aparece la prueba plena de que el. 
doctor Dionisio Arango Vélez procedió por error involuntario. 
ni que haya hasta el presente dado explicaciones a la Corte Suz 
prema, ni que haya rectificado su escrito, lo que indica que no ha 
procedido por error. (Arts. 743 y 750 del C. po dE | 
El buscó un camino distinto, diciendo que su artículo es 
una crítica a la sentencia, procedimiento que está autorizado por 
el artículo 758 del C. P.; pero hay que entender que dicha dispo-- 
sición sólo puede referirse al delito de injuria y no al de calum- 
nia y que la disposición expresada se refiere tan sólo 'a la crítica. 
o censura científicas y de ningún modo al empleo de expresiones. 
ultrajantes, de desprecio e invectiva y menos a la imputación de 
hechos falsos detractivos de la honra. De ahí que se diga que: 
la prensa es libre en tiempo de paz, pero responsable con arre- 


glo a las leyes, porque el derecho de cada eual no puede ir hasta. 
el atropello del ajeno. | ¿LE | 
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¡En cuanto al sexto, o sea que la. imputación adquiera. el 
carácter de pública por alguno de los medios -indicados. por la 
ley, v. ge. la imprenta, se funda tal requisito en que, si no es 
así, la calumnia es meramente privada y como se dijo, en este 
negocio la imputación adquirió gran publicidad, por haber sido 
impreso el escrito en uno de los diarios de mayor circulación. 


Analizados los requisitos esenciales del delito de calumnia, 
procede examinar si el hecho imputado por el acusado a la Corte 
es verdadero, es decir si la Corte admitió pruebas a Martínez L. 
en ese juicio después de citar a las partes para sentencia, o sl 
es falsa la imputación. 


Según las copias auténticas que aparecen en el proceso y 
la inspección ocular practicada, la imputación es falsa y por 
consiguiente calumniosa, como detractiva del honor. Veamos en 
qué forma: ¡ 

El agitadísimo pleito entre la Nación y la Compañía del Fe- 
rrocarril del Norte fue abierto a pruebas por auto de veinte de 
febrero de mil novecientos veintidós, por veintiocho días. Quedó 
notificada la providencia el veintitrés del mismo mes a las dos. 
de la tarde, sin prórroga de término. (Cuaderno N* 1* Fl. 134). 

- El seis de mayo del mismo año de mil novecientos veintidós 
fue ordenada la entrega de los autos a las partes para que ale- 
gasen de conclusión, auto que fue notificado dos días después. 
(Cuaderno N* 1* Fl. 139). 

El mismo día el doctor Carmelo Arango, apoderado de la Com- 
pañía, pidió en largo escrito que se declarara la nulidad de lo 
actuado, por carecer de personería la Compañía demandada. Dice 
así el final del memorial: “Por lo expuesto, suplico a los seño- 
res Magistrados que declaren la nulidad de lo actuado, por ilegi- 
timidad de la Personería de la Compañía demandada, y ordenen 
se ponga en su conocimiento para los fines de los artículos 134 
y 135 de la Ley 105 de 1890. (Cuaderno N” 10. Fl. 4). (Véase 
folio 100 de esta causa). 

El ocho de mayo de mil novecientos veintidós (dos días 
después), el Magistrado Sustanciador accedió a lo solicitado por 
el doctor Arango y ordenó el traslado del escrito por cuarenta y 
ócho horas y que se formara cuaderno separado, pero al notificar 
ese auto a dicho doctor, lo apeló él mismo. 

El veintisiete de mayo de mil novecientos veintidós, por pedi- 
mento del doctor Arango fue reconsiderado el auto por el Ma- 
gistrado Sustanciador quien negó su revocación y en subsidio 
concedió la apelación solicitada para ante la Sala Dual. 

El tres de junio de mil novecientos veintidós el General 
Martínez 'L., apoderado de la Nación, presentó los documentos ' 
que acreditaban la personería de la parte demandada, y entonces 
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el doctor Arango desistió de la articulación de nulidad que había 
provocado él mismo y de la apelación interpuesta contra el auto 
de ocho de mayo ordenatorio del traslado de la articulación y 
además elevó otro memorial pidiendo que no se admitieran las 
pruebas aducidas por Martínez L. 


Dos días más tarde, o sea el cinco de junio, se admitió el 
desistimiento de la petición de nulidad y de la apelación. y en 
el mismo auto se dispuso la agregación de los documentos COrres- 
pondientes al cuaderno empezado, respecto del incidente. 


El nueve de junio del mismo año quedó notificada esa pro- 


videncia. 


El diez y siete de agosto, también de mil novecientos veinti- 
dós, fueron citadas las partes para sentencia. 


¿Es verdad que se recibieron a Martínez L. las pruebas 
mencionadas después de la citación para sentencia, para poder 
fallar en contra de la Compañía ? 


Del estudio cronológico hecho sobre la actuación se deduce 
claramente la falsedad de la imputación, pues las pruebas sobre 
personería a que se refiere el escrito, fueron presentadas el tres 
de junio y corrió mes y medio para que se dictara el auto de 
citación para sentencia, pues solamente el diez y siéte de agosto 
se dictó esa providencia. El personal de este Juzgado, acompa- 
ñado del mismo doctor Arango Vélez y de los testigos doctores 
Leovigildo Acuña y Félix Villate, practicó inspección sobre los 
cuadernos del juicio, conforme lo quiso el acusado y no encontró 
que se hubieran recibido las mencionadas pruebas después del 
auto de citación para sentencia. Así consta de las diligencias 
de inspección ocular. 


Cuerpo del delito de calumnia pública. 


Está establecido suficientemente con el número del perió- 
dico que contiene el párrafo acusado y con los correspondientes 


informes de varias oficinas públicas en que, según la ley, es reci- 


bida la prensa. Además, la publicidad del periódico es de común 
notoriedad. ] 


Responsabilidad en el delito de calumnia pública. 


Está plenamente probada en los autos con la propia confesión 
del doctor Dionisio Arango Vélez, en que se reconoce autor del 


escrito acusado, sin haber demostrado un justo motivo de error 


_ni haber dado satisfacción de su procedimiento. 
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Delito de injurias. 

Para mejor inteligencia esbozaremos someramente lo que 
se entiende por ese delito, sus elementos constitutivos, trascri- 
biremos lo más importante de los párrafos acusados, veremos 
finalmente el cuerpo del delito y su responsabilidad. 


El artículo 20 de la Ley 51 de 1898 dice que “Toda expre- 
sión ultrajante, término de desprecio o invectiva para un indi- 
viduo o corporación, si no lleva consigo la imputación de un hecho, 
es injuria.” 

El Código Penal dice que la injuria comprende la ofensa 
hecha con palabras al honor, al crédito o a la dignidad; la difa- 
mación o divulgación de vicios privados; la contumelia, o sean 
las palabras que envuelven oprobio; la omisión de las señales 


de honor y el echar en cara a otro, delito o falta que haya co- 
metido. 


La palabra injuria se formó de las latinas “in,” que signi- 
fica “sin,” porque es de naturaleza privativa esta preposición, 
y del sustantivo “jus,” que significa “derecho,” por lo cual entre 
los romanos la acción “damnum injuris datum” se extendía a 
«odos los delitos. 

Conviene observar que no ha podido cometer el acusado 
- tántos delitos de injuria cuantos son los párrafos o frases inju- 
riosas O cuantos son los Magistrados que componen la Sala de 
Negocios Generales, porque se atiende más a la relación de la 
parte intencional con el daño hecho, que a la parte meramente 
material u objetiva, así como en el delito de heridas no se puede 
decir que hay tantos hechos criminosos como lesiones de la per- 
sona. Por tanto, no hay en el presente caso sino un solo delito 
de injuria. | | 

El delito de injuria envuelve estos elementos: 

1* Expresión ultrajante, de invectiva o desprecio; 

2* Que se predique ella de persona individual o de corpo- 
ración; 

3" Que se hagan en forma pública, cuando se trata de injuria 
pública; y 1 

4* Que sea voluntaria. 

Al decir que sea realmente de desprecio o invectiva la ex- 
presión injuriosa, debe entenderse que ese carácter lo debe tener 
en el lugar de residencia de la persona o corporación ofendida, 
que es donde principalmente recibe las testificaciones del honor 
debido; y debe ser contra individuos de la especie humana o 
corporaciones, porque son los Únicos sujetos que tienen capaci- 
dad para recibir las demostraciones de honor y ser ofendidos 
en su patrimonio moral; pero debe entenderse que también hay 
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injuria cuando las expresiones se refieren a la obra: del hom- 
bre en que ha tomado participación preferente su inteligencia. 
La, expresión injuriosa debe ser indicativa no: de un hecho sino 
de algún defecto, para que se distinga de la calumnia y debe ser 
suficientemente conocida en. la región o en el país. o.a lo menos 
en el lugar de residencia: de la persona ofendida, para que pueda 
considerarse pública y se distinga de la meramente privada. El 
elemento voluntariedad es esencial para que pueda haber delito. 


Pasajes acusados como injuriosos. 


Primer pasaje.—Dice el doctor Arango Vélez: . 

“La Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Justicia acaba de dictar un auto para negar a la Compañía del 
Ferrocarril del Norte el recurso de casación a que tiene pleno 
v absoluto derecho, de acuerdo con explícitas disposiciones del 
nuevo Código Judicial. El doctor Ramón Rodríguez Diago, con 
entereza que lo honra y fundado en argumentos incontrastables, 
salvó su voto, no quiso compartir con sus colegas la responsa- 
bilidad de aquel monumento de rabulismo incomprensible ante 
ta, ley, la razón, la moral u la justicia. | 


Analicemos este pasaje: en él se califica Ta sentencia de 
la Corte de monumento de rabulismo. Qué significan las pala- 
bras monumento de rabulismo ? Cumplen ellas con los requisitos 
de la injuria? 

La voz monumento nació del verbo latino “moneo,” que sig- 
nifica “aconsejar,” derivado de la raíz “men,” que engendra el 
sustantivo “mens,” el cual significa “mente” o “memoria,” de 
donde podemos decir con fundamento que la palabra analizada 
significa obra pública para recuerdo de las personas, de sus 
hechos o de las cosas. 


De la sentencia de la Corte se dice que es un monumento, 
pero. no un monumento de honor, sino de rabulismo incompren- 
sible, ete. 

Y como por rabulismo se entienden las gestiones abogadiles 
del rábula, leguleyo de bajas y malas condiciones, las dos pala- 
'iras unidas, o esos dos términos ideológicos constituyen una 
metáfora, en la cual se trasladó la palabra monumento, arran- 
cándola del orden físico para trasplantarla al moral, en donde: 
unida al complemento “de rabulismo,” sirve para denotar de: 

manera más difamante la obra de la Corte. 


Segundo pasaje: “El auto a que nos referimos es un mani- 


fiesto caso de denegación de justicia que no puede concebirso 
sino por. el incurable miedo cerval de. los Magistrados que lo 
firmaron. a las amenazas imsolentes que en múltiples ocasiones: 
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les ha hecho el señor Martínez L.”:.: “Es que no tiene expli- 
cación este auto ilegal, immoral, irracional e injusto a dial 
luces.” 

En este pasaje se exhibe a los Magistrados fiimanio E 
sentencia movidos por el miedo a Martínez L. El temor que se 
les atribuye es grande, propio de los venados (cerval);, y es per- 
manente, “incurable,” es decir, enfermedad sin remedio. 

La ardiente imaginación del doctor Arango Vélez forjó esta 
metáfora, cuadro vivo de gran ridiculez para la Corte. Se ve ima- 
einativamente a los Magistrados temblorosos firmando. la pieza 
judicial y al General Martínez L., que. sobresale en el cuadro, 
amenazándolos si no se despachan aprisa en su cometido. 

Tercer pasaje: Es ya tiempo de dar el alerta contra este 
gravísimo peligro social que representan: algunos de los Magis- 
trados de la Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema. El 
honor y la propiedad de los ciudadanos se hallan en manos de 
quienes no saben o no quieren garantizarlos, a pesar de la ley 
v la moral que los obliga a ello. El próximo Congreso debe cum- 
-plir la obra de saneamiento de la Corte arrojando de su seno a 
los ¿ignorantes y los hombres sin carácter.. 

Este pasaje es injurioso, porque lo son los epítetos emplea- 
dos con los cuales se les trata a los Magistrados de ignorantes, 
sin carácter, que no saben o no quieren garantizar el honor y 
la propiedad de los asociados, lo cual es un peligro social. No 
requiere análisis este pasaje. 

Cuarto pasaje: “y así seguiremos quién sabe hasta cuándo. 
Justicia pura y efectiva no tendremos en Colombia mientras 
cualquier ignorante o pusilánime pueda ser Magistrado. . 

Quinto pasaje: “... Las leyes serán letra muerta, pS just1i- 
cia será una farsa vergonzosa en Manos de individuos sin inde- 
pendencia personal ni pecuniaria. 

Estos dos pasajes no son injuriantes para la Corte o para 
la Sala, porque no se refieren a ella. El haber empleado el primer 
aparte en forma meramente optativa y de carácter futuro, no 
afecta a la Corte. Lo mismo puede decirse del otro. 

Sexto pasaje: “Y ahora vamos a demostrar que nuestra 
concepto sobre la actual Sala de Negocios Generales de la Corte 
es exacto; vamos a hacer un rápido análisis—al alcance del pú- 
blico en general—de los atropellos a le, Constitución, a las leyes, 
a la sana razón y a la moral, todos los actos de denegación de 
justicia que contiene la sentencia más cobarde y absurda que se 
haya dictado en Colombia.” 

Como hay determinación (la sentencia) que haría probable 
lo afirmado, es decir, como contiene un hecho que podría com- 
probarse, caso de ser cierto, este pasaje podría reputarse ca- 
lumnioso. Mas como la Corte no se ha móstrado' calumniada en 
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él sino injuriada, debe reputarse como injurioso, en atención a 
que en el interrogatorio o indagatoria rendida se partió de esa 
base. | 


Séptimo pasaje: “Si los señores Magistrados de la Sala 
se Imaginaron que podían seguir cometiendo impunemente, al 
amparo del magisterio de que están investidos, toda clase de 
atentados al derecho ajeno”.... “Señalaremos sus 2gnorantes y 
sus tlegales actuaciones.” 


Estos párrafos, empleados en forma condicional, no contie- 
nen hecho concreto, pero son injuriosos porque siendo la Corte 
la entidad más alta del Poder Judicial, llamada a reconocer el 
derecho, es calificada de ignorante, siendo así que se forma por 
abogados de gran prestigio para poder llegar a este elevado 
puesto. 


No se insertan los demás pasajes subrayados, pues los exa- 
minados son suficientes para demostrar que contienen el delito 
de injurias. 


Cuerpo del delito de injurias : 


Este quedó demostrado con los mismo elementos que el de 
- calumnia, como se vio atrás. 


Responsabilidad en el delito de ¡NJUPÍAS : 


Se encuentra plenamente comprobado este elementos sub- 
jetivo con la confesión espontánea del acusado en su indagatoria. 

Demostrados en forma plena tanto los cuerpos de los deli- 
tos investigados como su responsabilidad, precisa que recaiga 
sobre el doctor Dionisio Arango Vélez un fallo condenatorio. (Art. 
1.656 del C. J.). 


La calificación se hace en tercer grado, porque no hay agra- 
vantes demostradas y sí las atenuantes de la buena conducta an- 
terior que se presume buena, la confesión espontánea, etc. (Art. 
61, Ley 51 de 1898). | 

Las disposiciones Infringidas son: por la calumnia, el ar- 
tículo 21, y por la injuria, el 25 de la Ley 51 citada, por lo 
cual le son imponibles al enjuiciado veinte días de prisión por 
el primer delito y multa de cinco pesos; y por el segundo, la 
pena de diez días de prisión y multa de un peso cincuenta centa- 
vos. Esta se reduce en ambos casos a su cuarta parte, por man- 
dato del artículo 7*. de la Ley 73 de 1910. 

Por lo expuesto, el suscrito Juez, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la ley, condena al 
doctor Dionisio Arango Vélez a treinta días de prisión que se 
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purgará en las cárceles de esta ciudad; al pago de seis pesos cin- 
cuenta centavos de multa al erario público, que deberá entregar 
dentro de diez días. (Art. 13, Ley 59 de 1911) ; y si así no lo hi- 
ciere, serán convertibles en arresto. (Art. 19, Ley 73 de 1910); 
y además a publicar íntegramente y por una sola vez a su costa 
la presente sentencia en tres diarios de esta ciudad. (Art. 24, 
Ley 51 de 1898). 


Cópiese y notifíquese personalmente. (Art. 17. Ley 73 de 
1910). 


Fernando Segura.—Roberto Luzardo F., Srio. 


Tribunal Superior del Distrito Judicial.—Bogotá, abril catorce 
de mal novecientos veintiséis. | 
Vistos: 


Por oficio número 1.000 de 25 de julio de 1924, el señor 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia envió al Juzgado 1* 
del Circuito en el ramo de lo Criminal de esta ciudad, copia del 
acta de la Corte de quince del mismo mes y sobre ese documento 
presentó formal queja contra el doctor Dionisio Arango Vélez 
por los delitos de injuria y calumnia constituídos por las expre- 
siones contenidas en una publicación hecha en el periódico “Dia- 
rio Nacional” número 2.739, correspondiente al 5 de julio de 
1924. En la proposición de la Corte están subrayadas las ex- 
presiones que en concepto de ella mancillan su honra y su decoro. 

Instruído ampliamente el proceso con la práctica de todas 
las diligencias que tanto el Juzgado como el acusado estimaron 
pertinentes, se dictó auto de proceder el 22 de mayo del año 
próximo pasado, en el que apelado. fue confirmado por el Tri- 
bunal con fecha 25 de septiembre último. Vuelto el proceso al 
Juzgado, éste profirió sentencia condenatoria el primero de di- 
ciembre, la que fue apelada en oportunidad por el defensor. 

Ya en el Tribunal esta providencia. la Corte Suprema de 
Justicia puso en conocimiento del Tribunal la siguiente proposli- 
ción aprobada por la Corporación, reunida en pleno en diez de 
marzo último: “La Corte Suprema de Justicia teniendo en cuenta: 
que ella había dado queja contra el doctor Dionisio Arango Vélez 
por los delitos de calumnia e injuria por virtud de lo resuelto 
en la proposición aprobada en la sesión del día 27 de octubre de 
1924; que el expresado doctor, según consta en varios escritos 
dirigidos al Magistrado Sustanciador del Tribunal Superior de 
Bogotá, que conoce de esos asuntos ha manifestado que no fue 
su ánimo ofender a la Corte y ha explicado que su desacuerdo' 
con esta Corporación ha sido solamente en cuanto a la interpre- 
tación de ciertos textos legales, resuelve: 
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“La Corte se declara satisfecha con tales explicaciones, y 
“í se le comunicará al señor Magistrado que en la actualidad 
conoce de dichos asuntos, para los efectos de los artículos 751, 
764 del Código Penal, en relación con el 14 de la Ley 59 de 
1911 y a fin de que quede sustituída en el proceso por la pre- 
sente, la manifestación primitiva.” | 
En consecuencia el Tribunal teniendo en cuenta la muy 
explícita manifestación transcrita, de acuerdo con las disposicio- 
es citadas, administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la ley, y de acuerdo con el concepto del señor 
«“iscal, resuelve: Declararse terminado el procedimiento en esta 
causa contra el doctor Dionisio Arango Vélez, a solicitud de la 
acusación. En nota de atención comuníquese a la Corte Suprema 
de Justicia. 


Cópiese, notifíquese y archívese el expediente. 


Ignacio R. Piñeros.—Clodomiro Forero Vargas. —Remigio 
González G.—Rafael Ortega Escallón, Secretario. 


HR A A 
€ E A A 


—+ 1109 — 


La temible reclamación inglesa” 


La idiosincracia de nuestro amado medio, en donde no bas- 
tan sentencias ni hechos para fundar el derecho, en donde la lógica 
es derrumbada por un chiste o una afirmación absurda lanzada 
en'los mentideros que llamamos corrillos, nos obliga a estampar - 
las siguientes líneas como resumen de razones opuestas a “la 
tremenda reclamación inglesa.” 

Solamente con fundamento en flagrante denegación de Jus- 
ticia podría intentarse una reclamación diplomática. 

Y qué denegación de justicia pueden alegar “los ingleses” 
en estos negocios judiciales y administrativos de la Nación, en 
su carácter de persona jurídica, con los cesionarios de la conce- 
sión para el usufructo del Ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, 
cuando el Poder Público Estado o “Poder Ejecutivo, declaró la 
caducidad a virtud de la situación de hecho y de derecho creada 
por el apoderado de la Nación en virtud de contrato de bienes 
ocultos” ? 

La declaración que acabamos de transcribir está consignada 
en la Resolución ejecutiva número 13 de 1925, publicada en el 
“Diario Oficial” número 19.922 de 13 de junio del propio año, 
y se funda en los siguientes hechos: 


I. El apoderado de la Nación formuló la siguiente petición 
al Gobierno, ramo de Hacienda y Crédito Público, con fecha 26 
de enero de 1924: 


“La Nueva Etapa—La Acción Administrativa” 


“Artículo 17. Caducará este privilegio en caso 
de que los concesionarios no llenen los compromi- 
sos contraídos en los artículos 5” y 6* del presente 
contrato, cuya caducidad podrá declarar el Poder 
Ejecutivo del Estado. 

“Artículo 18. Toda diferencia que se suscite sobre . 
la inteligencia o interpretación de este contrato 
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será decidida por los Tribunales ordinarios con- 
forme a la ley, SIN PERJUICIO DE LA FACUL- 
TAD QUE SE reserva AL PODER EJECUTIVO 
EN EL ARTICULO ANTERIOR.” 

(Ley 30 de 1884, 12 de diciembre, aprobatoria 
de un contrato, contrato incorporado en el artículo 
28 del de 26 de febrero de 1889, elevados a escri- 
tura pública el 10 de mayo de 1890, ante el Notario 
2% de Bogotá, bajo el número 400). (Véase Diario 
Oficial número 7.723). 

Se trata, pues, de una acción independiente de 
la judicial, cuyo cumplimiento corresponde al Po- 
der Ejecutivo. 

J. M. L. 


Señor Ministro de Hacienda y Crédito Público: 


Yo Jorge Martínez L., mayor y vecino de Bogotá, como 
apoderado de la Nación para hacer efectivos varios derechos de 
ésta contra The Colombian Northern Railway Company Limited, 
respetuosamente digo a ese Despacho: | 


En el contrato celebrado entre el Gobierno Nacional y Juan 
M. Dávila, concesionario del ferrocarril del Norte o de Zipaqui- 
rá y antecesor de The Colombian Northern Railway Company ' 
Limited, contrato que lleva fecha 21 de abril de 1897 y que se 
hizo constar en la escritura pública número 695 de 28 de abril 
de 1897, de la Notaría 2* de Bogotá, se estipuló lo siguiente: 


“Artículo 1* El concesionario se obliga a organizar una Com- 
pañía anónima cuyo capital lo constituirá el valor del ferroca- 
rril entre Bogotá y Zipaquirá. 

“Artículo 2* El concesionario entregará en el Ministerio de 
Hacienda o al funcionario que designe el Gobierno, títulos de 
acciones de la expresada Compañía por valor de cien mil libras 
esterlinas (£ 100.000), como prenda para garantizar la devolu- 
ción de las sumas que el Gobierno ha dado de subvención reem- 
bolsable para la construcción del mencionado ferrocarril, para 
asegurar los compromisos contraídos por los contratos que se 
modifican por el presente y la nueva obligación que se contrae 
de construír el camino de hierro de que se hablará en los artícu- 
los siguientes. 


“Artículo 3* El Gobierno acepta como garantía de las obli- 
gaciones a que se refiere el artículo o cláusula anterior, los títu- 
los de acciones de la Compañía a que se refiere la cláusula 1* de 
este contrato, por valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000), 
y declara que, excepción hecha de la prenda en acciones a que 
se refiere esta cláusula, la Empresa del ferrocarril entre Bo- 
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gotá y Zipaquirá queda libre de todo gravamen, hipoteca, ete., 
constituidos o que debieran constituírse en favor del Gobierno. 
Por tanto, el concesionario o quien sus derechos represente como 
cesionario del ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá, podrá vender, 
hipotecar o gravar libremente en cualquiera forma la dicha em- 
presa del ferrocarril. 


“Artículo 7* El Gobierno queda con el derecho de cobrar los 
dividendos correspondientes a las acciones por valor de cien mil 
libras esterlinas (£ 100.000) que el concesionario da en prenda 
y aun el de enajenar las dichas acciones, en el caso de que 
el concesionario o quien sus derechos represente no devuelva 
al Gobierno las sumas que tiene recibidas, en los términos y 
plazos fijados en los contratos arriba mencionados. 

“Artículo 8* El Gobierno se compromete a devolver al con- 
cesionario los títulos de acciones que éste da en prenda, en can- 
tidades proporcionales a las sumas de dinero que reciba en pago 
de la subvención que ha dado al ferrocarril.” 


El concesionario señor Dávila formó la Compañía prevista 
en este contrato, o sea The Colombian Northern Railway Com- 
pany Limited; pero no entregó al Ministerio de Hacienda las 
acciones estipuladas como prenda sustitutiva de la hipoteca de 
la empresa, hipoteca que antes del contrato todavía no había 
otorgado y que después de él no era el caso de otorgar, con todo 
lo cual quedó el Gobierno o la Nación sin seguridad respecto 
de las obligaciones exigibles al concesionario. 

En el contrato de transacción de 1905 no pudo entrar dentro 
de la enunciación “demás prestaciones” que allí se hace, la obli. 
gación de entregar las predichas acciones estipuladas antes como 
prenda o garantía, pero lo cierto es que la Compañía, con apoyo 
a su Juicio en tal transacción, continuó dejando a la Nación sin 
aquella seguridad. 

Ein el estudio previo a la presentación del denuncio del bien 
Oculto y de la demanda que hice sobre este particular, se deter- 
minó lo siguiente: que el hecho de la sustitución de la garantía 
hipotecaria por una prendaria en acciones, era indiferente con 
tal de tener siempre la Nación una garantía, por lo cual carecía 
de interés una petición de nulidad fundada en este concepto, 
estimando que lo importante y primordial era que se cumpliera 
con una de las dos promesas de garantía; que lo conducente era 
hacer resurgir netamente la obligación de dar la prenda en ac- 
ciones tal como se estipuló en dicho contrato, lo cual resultaba 
invariablemente de la nulidad que se pediría de la transacción 
de 1905; que para hacer más neto este resurgimiento y dejarlo 
libre de toda controversia, convenía pedir la nulidad del artículo 


— 112 — 


111 de dicho contrato, fundándose en un concepto de remisión: o 
condonación de la obligación de hipotecar, por cuanto ésta: pu- 
diera estimarse de seguridad mayor que la prenda en acciones, 
a fin de provocar una. declaración judicial sobre el particular, 
al mismo tiempo que se pedía una declaración de vigencia y 
fuerza obligatoria del contrato con o sin esa cláusula demandada, 
según lo resolviera la Corte. 


El resuitado ha comprobado lo fundado del juicio formado, 
o sea lo previsto en aquel estudio, pues la Corte Suprema de 
Justicia, en la sentencia definitiva de 1* de diciembre de 1923, 
cuya edición oficial remití personalmente al señor Ministro, de- 
claró la nulidad de la transacción de 1905, en los siguientes tér- 
minos: 

“2 Decláranse nulos en sus efectos los artículos 44, 45, 46, 
47, 48, 49, 50, 51, 52, 53 y 54 del contrato de transacción cele- 
brado entre el Gobierno Nacional y The Colombian Northern 
Railway Company Limited, con fecha 22 de septiembre de 1905, 
“para la prolongación del ferrocarril del Norte” salvo lo que 
de los artículos 50, 53 y 54 se refiera a los artículos anteriores 
al 44, que versan especialmente sobre la prolongación del ferro- 
carril.” (Página 94 del folleto de la Corte). 

Al mismo tiempo la sentencia no accedió a la declaración 
de nulidad del artículo 3* del contrato de 1897, pues dijo: 

“.... por ese artículo no se condona ni se remite la expre- 
sada garantía, sino se le sustituye con una prenda en acciones, 
lo que no constituye ni remisión ni condonación.” (Página 56 
del folleto de la Corte). 

Pero declaró vigente el contrato así: 

“3” Declárase que está vigente y que obliga entre sí a las 
partes contratantes, el contrato de veintiséis de febrero de mil 
ochocientos ochenta y nueve, para la construcción de un ferroca- 
rril entre Bogotá y Zipaquirá, celebrado entre el Gobierno Na- 
cional y Juan María Fonnegra, con las modificaciones que le 
introdujeron el contrato de seis de marzo de mil ochocientos 
ochenta y nueve... y el celebrado entre el Gobierno y el señor 
Juan M, Dávila, con fecha 21 de abril de mil ochocientos no- 
venta y siete...” (Página 95 del folleto de la Corte). 


En virtud de estas declaraciones de la Corte Suprema de 
Justicia, se produce lo siguiente: 

1* El contrato de 1897 está vigente y obliga entre sí a las 
partes contratantes. | 

2" La cláusula 111 de ese contrato no está expuesta a varia- 
ción alguna por recurso de ninguna especie ante el Poder Judicial. 
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Péro como la Compañía no le ha entregado al Ministerio 
de Hacienda las acciones y ha desaparecido la excusa para ha- 
cerlo, o sea la transacción de 1905, la Compañía debe entregarle 
al Ministerio de Hacienda dichas acciones con los dividendos 
correspondientes desde que se emitieron hasta la fecha, más 
reconocer el derecho de percibir los que se produzcan en lo suce- 
sivo y la facultad hasta de enajenar las acciones, para lo cual 
el Ministerio debe hacer a la Compañía la exigencia del caso, 
exigencia a que debe ella acceder inmediatamente, so pena de 
dar lugar a una acción inmediata de resolución del contrato, de 
conformidad con el artículo 1.546 del Código Civil, o a una decla- 
ración administrativa de caducidad del mismo contrato, de con- 
formidad con el artículo 5* de la Ley 53 de 1909. 


Es tan necesario hacer esa exigencia, y sería tan conforme: 
con los contratos y consecuencias de la sentencia proferida por la 
Corte Suprema, que ésta dice: 


“Por lo que aparece de las certificaciones de los Ministerios 
de Hacienda, Obras Públicas y Tesoro (fojas 36 a 38 y 46, cua- 
derno número 8 de las pruebas del demandante), ni el conce- 
sionario señor Dávila ni la Compañía que lo sucedió constituye- 
ron la fianza convenida en el contrato de mil ochocientos no- 
venta y dos, ni entregado los títulos de acciones por valor de 
£ 100.000, estipuladas en el contrato de mil ochocientos noventa 
y siete, a los cuales se ha extendido el estudio que se ha venido 
haciendo. : 


“Esto equivale a que la Nación no está asegurada realmente 
para el cumplimiento de las obligaciones de la Compañía.” (Pá- 
gina 56 del folleto de la Corte). 

Al hacer el Ministerio la dicha exigencia a la Compañía o 
al recibir los dividendos, el Ministerio debe tener en cuenta y 
: determinar cuáles son los dividendos que le deben ser entrega- 
dos al Gobierno, porque acontece que la Compañía no ha venido 
destinando para dividendos las cantidades que a ello correspon- 
de, sino éstas menos los servicios de unas obligaciones propia- 
mente personales o cuya cuantía no fue invertida en la empresa 
Oo ferrocarril, pero que para garantizarlas se hipotecó ésta. 

En las empresas ferrocarrileras las utilidades son el pro- 
ducto neto de la explotación, que consiste en el producto total 
menos los gastos de administración; esas utilidades (o neto) 
se destinan a los servicios de intereses y amortización de los 
capitales invertidos en la obra, y lo que resta lo reciben los aecio- 
nistas a título de dividendo, y porque saben que lo que dejan 
de recibir, por atender a aquellos servicios, acrece implícitamente 
el valor de sus acciones. Pero si, como ocurre en el presente caso, 
los capitales que se sirven y amortizan no se invirtieron en la 
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empresa, y por consiguiente no están representados en ella, su 
servicio no acrece el valor de las acciones, las cuales reciben 
siempre a título de dividendos una cantidad menor de la que les 
corresponde y dejan de obtener la valorización intrínseca de la 
amortización de los capitales; legal y comercialmente, una ac- 
cionista no podría serlo en estas condiciones sino siempre que, 
en la misma proporción en que es accionista, sea condómino de 
la riqueza o propiedad, distintas de la empresa, en que se invir- 
tieron y están representados los capitales que se sirven y amor- 
tizan con los productos de la empresa distinta y que ésta misma 
earantiza con hipoteca sobre ella. Pero como el Gobierno no tiene 
ese condominio sobre la propiedad que represente los capitales 
para los cuales fue hipotecado el ferrocarril y que se están sir- 
viendo y amortizando con sus productos netos, él no puede, por 
lo menos sin protesta, aceptar los dividendos que hayan acep- 
tado y que puedan aceptar los condueños de esa propiedad, cual- 
quiera que ella sea. 


Estas distinciones cobran mayor importancia e interés para 
el Gobierno si se tiene en cuenta que la sentencia de la Corte 
reconoce a la Nación el derecho a las participaciones estipuladas 
en el contrato de 1884, participaciones que son sobre las utili- 
dades o producto neto de la empresa (1). 


La misma sentencia de la Corte condenó a la Compañía a 
pagarle a la Nación las cantidades de dinero que los anteceso- 
res de la Compañía recibieron del Gobierno a título de subven- 
ción reembolsable, y aunque dijo que lo pagaría en moneda de 
oro legal a la rata del 10.000 por 100, agregó: “Pero si el ante- 
cesor de la Compañía recibió todo o parte de esa cantidad en 
oro por valor nominal de la suma o sumas recibidas, pagará la 
Compañía al Gobierno, en oro legal, la cantidad o cantidades que 
así se le hayan cubierto a los antecesores de aquélla.” Quiere esto 
decir, no que la Compañía debe pagar en papel moneda a la rata 
del 10.000 por 100, sino que debe pagar en la moneda que reci- 
bió los dineros según las pruebas que de ello tenga el Gobierno, 
y como éste sí tiene la prueba de que pagó en oro, y conozco yo 
suficientemente esa prueba, no debe él aceptar el pago en mo- 


(1) Como por la sentencia las cosas han vuelto al estado que tuvieron 
desde el principio, las hipotecas constituídas sobre la empresa no abrazan 
ni afectan los derechos de la Nación a las participaciones estipuladas en 
el contrato de 1884, participaciones que significan y constituyen un condo- 
minio de la Nación, en la cuantía de ellas, con el concesionario. (Artículo 
2.441 del Código Civil). En este opúsculo véase “Para mejor proveer,” en 
la página 138. 
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neda distinta. Uno de los muchísimos elementos constitutivos de 
esa prueba, es el contenido del artículo 8* del contrato de 1897. 

El Gobierno, apoyado en tales elementos probatorios y de 
conformidad con lo dicho en la sentencia de la Corte, debe sos- 
tenerse en la verdad de que entregó al concesionario oro a título 
de subvención, y en la resolución de no recibir en cambio otra 
especie de moneda, para lo cual es de urgencia que le ordene a 
las oficinas correspondientes que no le reciban a The Colombian 
Northern Railway Company Limited ningún reembolso de la 


subvención en moneda distinta de oro, de cien centavos oro por 
peso. 


Señor Ministro: en virtud de lo que dejo expuesto, solicito 
del Despacho a su digno cargo, que exija de The Colombian 
Northern Railway Company Limited la entrega inmediata de 
la prenda a que me he referido, y de los dividendos correspon- 
dientes; y que, caso de que esta entidad no cumpla con la esti- 
pulación en referencia, es decir, con el contrato que celebró con 
el Gobierno Nacional el 21 de abril de 1897, dicte el Gobierno 
Nacional la resolución respectiva de caducidad de la concesión 
de que es cesionaria la mencionada entidad. 


Respetuosamente, 
Jorge Martínez L. 
Bogotá, enero 26 de 1924.” 
(Los Bienes Ocultos de la Nación en la Empresa del Ferrocarril 


del Norte—o sea en The Colombian Northern Railway Company 
Limited—LA AORTA DEL TESORO ROTA. 


Bogotá.—Imprenta Nacional.—1924). 


IT. El Gobierno se negó a declarar lo pedido por medio de 
la Resolución número 24 de 21 de marzo de 1924, del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, que en lo fundamental dice: 


“Para resolver, 


se considera ; 


En virtud de contrato celebrado entre el Gobierno y el señor 
Jorge Martínez L., éste demandó como apoderado de la Nación 
a la Compañía denominada The Colombian Northern Railway 
Company Limited, y el respectivo pleito fue fallado por la Corte 
Suprema de Justicia en sentencia. de primero de diciembre pa- 
“sado. Las declaraciones que pide el señor Martínez L. tienden a 
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que por la Administración se hagan efectivas las prestaciones a 
que según la sentencia esté o pueda estar obligada la Compañía 
demandada; pero, como la ejecución de una sentencia corres- 
ponde al Juez que pronunció la de primera instancia, es ante 
las autoridades judiciales y no ante el Gobierno ante quien el 
apoderado de la Nación debe solicitar la efectividad de las pres- 
taciones a que la sentencia obliga. ! 

En el litigio de que se trata comparece la Nación como per- 
sona jurídica de derecho privado, y el papel del Gobierno en casos. 
como éste de bienes nacionales ocultos se reduce a investir al 
denunciante de la personería necesaria para hacer efectivos los 
derechos del Estado y ordenar al respectivo Agente del Ministerio. 
Público que coadyuve la acción o acciones necesarias al efecto.. 
(Artículo 30 del Código Fiscal). 

De lo expuesto se deduce que el Gobierno no está obligado. 
a hacer las declaraciones que de él se solicitan por la vía admi- 
nistrativa, pues no podría hacerlo de manera eficaz, dentro de: 
las facultades legales. 


En consecuencia, 
Resuelve: 


El Gobierno se abstiene de hacer las declaraciones que soli-- 
cita el señor Jorge Martínez L., apoderado de la Nación, para. 
hacer efectivos los derechos de ésta contra The Colombian Nor- 
thern Railway Company Limited, por corresponder la ejecución 
de la sentencia a las autoridades del Poder Judicial. | 


Cópiese, comuníquese y publíquese. 


Aristóbulo Archila.” 
(Diario Oficial número 19.562). 


TIL El apoderado de la Nación pidió la revisión y nulidad 
de la anterior Resolución ante el H. Consejo de Estado, y éste 
dictó la siguiente sentencia el 4 de agosto de 1924: 


“Consejo de Estado.—Sala de lo Contencioso Administrativo. 


(Consejero ponente, doctor Valverde R.).-——Bogotá, cuatro de 
agosto de mil novecientos veinticuatro. 


El General Jorge Martínez L., en libelo de fecha 7 de abril 
último, y en su carácter de mandatario de la N ación para hacer: 
efectivos, ante todos los Poderes Públicos, y, por modo especial, 
ante el Poder Judicial, los derechos de su mandante que se deri- 
ven de los contratos celebrados por el Gobierno Nacional con 
The Colombian Northern Railway Company Limited y sus ante- 
cesores y cesionarios, carácter que acredita con el poder escritu-- 
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rado de fecha treinta de junio del año de mil noveciéento vein-- 
tiuno, acusa por ilegal y lesiva de los derechos civiles de la Nación 
o República de Colombia, la Resolución número 24 de fecha 21 
de marzo del año en curso, proferida por el Ministerio de Hacien- 
da y Crédito Público, para que, con audiencia del señor Fiscal 
del Consejo, y por ambos o cualesquiera de los motivos indica- 
dos, se anule la citada Resolución número 24 y se disponga en 
su lugar, de conformidad con lo pedido en su memorial citado. 
en ella, al que se refiere como antecedente y sobre el cual recayó 
dicho acto del señor Ministro de Hacienda y Crédito Público. 


El mandatario de la Nación invoca, para justificar su de- 
manda, el numeral 14 del artículo 120 del Estatuto Constitucio-. 
nal de la República, el artículo 7* del Código Fiscal, los artículos 
1.602, 1.603, 1.626 y 1.627 del Código Civil, el artículo 5* de la 
Ley 53 de 1909, el capítulo III, artículos 78, 79, 80 y 81 de la 
_Ley 130 de 1913, y los siguientes fundamentos de hecho preciso, 
a saber: 5 


Y el señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, por 
medio de la Resolución acusada, cuyo texto se ha transcrito 
atrás, declara abstenerse de decidir sobre lo pedido alegando para 
ello que la ejecución de la sentencia corresponde al Juez que la 
pronuncia y que las solicitudes del General Martínez L., al ser 
resueltas favorablemente, entrañaban la ejecución o cumplimiento 
por parte de la Administración Pública, de las prestaciones a 
que pudiera estar obligada la Compañía The Colombian Northern 
Railway Company Limited, por ministerio de la sentencia de la 
Corte invocada por el peticionario. 

Cabe ahora preguntar: ¿Lo demandado por el General Jorge 
Martínez L., del señor Ministro de Hacienda y Crédito Público 
entraña, efectivamente, la ejecución o el cumplimiento, por parte 
de la Administración Pública, de la sentencia de fecha 1* de di- 
ciembre de 1923, pronunciada por la Corte Suprema de Justicia ? 

En manera alguna. 

Quiere la ley (artículo 537 del Código Judicial) que la eje- 
cución de las sentencias corresponda a la autoridad que hubiere . 
conocido en primera o única instancia, o aquella que le haya 
sucedido en sus atribuciones. 

Pero, es entendido, y hoy ni siquiera discutido, por la uni- 
formidad al respecto, de la jurisprudencia de la más alta auto- 
ridad judicial de la República, que las sentencias de la justicia 
ordinaria se ejecutan o se cumplen por esa misma justicia Or- 
dinaria cuando de ella aparece una condenación expresa de dar 
o no dar, de hacer o no hacer. Pero hay sentencias de las cuales. 
sólo resulta el reconocimiento de un derecho o viceversa, o la de-- 
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«cClaratoria de validez o invalidez de un acto cualquiera, y enton- 
ces la última palabra ha sido dicha, esto es, por imperio de la | 
declaración judicial respectiva, el juicio ha fenecido. 


En el caso que se contempla, de la mentada sentencia de 
1” de diciembre de 1923, proferida por la Corte Suprema de: 
Justicia, no resulta condenación expresa contra la Compañía The 
Colombian Northern Railway Company Limited para que entre- 
gue al Gobierno la prenda de cien mil libras (£ 100.000) en títulos 
de acciones de la misma Compañía ni para que pague al Gobier- 
no los dividendos correspondientes a dichas cien mil libras, sino 
que declara válidos y obligatorios los contratos por medio de 
los cuales se hicieron tales estipulaciones. Es decir, hace un re- 
conocimiento, neto, inconfundible, de los derechos de la Nación 
en este particular. De forma que mal pueden estimarse, sin hilar 
muy delgado, las peticiones del mandatario de la Nación como 
tendientes a la ejecución, por parte de la Administración Públi- 
ca, de la sentencia, varias veces referida, de la Corte, cuando ellas 
sólo exigen, por modo claro y terminante, el cumplimiento de la 
palabra empeñada por los concesionarios del Ferrocarril del Norte 
en la serie de contratos, antes historiados. 


Y si el señor Ministro de Hacienda y Crédito Público no 
tiene competencia para decidir lo solicitado por el mandatario 
de la Nación, ¿cuál será la autoridad competente para conocer 
de ellos? ¿Ha de ser la misma Corte Suprema de Justicia que ya 
le puso punto final al negocio en la parte de que se trata? 


Claro que no. Esta sola consideración, basta y sobra para 
dejar sin vida jurídica la Resolución acusada y poner de cuerpo 
entero el deber ineludible del señor Ministro de Hacienda y Cré- 
dito Público de resolver, afirmativa o negativamente, las peti- 
clones que, en nombre de. la Nación, le ha hecho el General Jorge 
Martínez L. 

Pero ilustremos un poco más los asuntos con un ejemplo: 

La misma sentencia de 1* de diciembre de 1923, proferida 
por la Corte Suprema, en uno de los varios puntos de que consta 
su parte resolutiva reza: 

5" Condénase a. The Colombian Northerp Railway Company 
Limited a pagar a la Nación la cantidad de doce mil noventa y 
tres pesos ochenta y cuatro centavos ($ 12.093,84) oro legal, 
valor que, en esa moneda, fijaron los peritos, a los trayectos de 
camino público situados entre el punto llamado El Banco y Las 
Manas de Cajicá, y entre el punto denominado El Portachuelo y 
Zipaquirá, ocupados por la vía férrea del ferrocarril de Bogotá 
«a Zipaquirá, pago que le hará al] primera a la segunda dentro de 
seis días de notificada esta sentencia.” | 

Si las peticiones del General Martínez L. se refirieran al 
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punto de la sentencia que 'se acaba de transcribir, o a otros seme- 
jantes, andaría jurídicamente acertado el señor Ministro de Ha- 
cienda y Crédito Público al hacer las declaraciones que hace en 
la Resolución acusada, porque esta parte de la sentencia sí cons- 
tituye una condenación expresa de hacer un pago, y si la Com- 
pañía condenada no lo verifica, dentro del término que le fija 
la sentencia, hay que iniciar contra ella la acción ejecutiva corres- 
pondiente ante la misma autoridad que profirió la sentencia o 
sea la Corte Suprema de Justicia. 


Lo que se deja dicho cobija la petición del mandatario de 
la Nación referente a la orden que debe darse a las oficinas de 
recaudación para que no reciban consignación alguna proveniente 
del reembolso de la subvención que los concesionarios del ferro- 
carril obtuvieron del Gobierno, en moneda distinta de oro, con 
la sola advertencia de que el fallo de la Corte en este particular 
es condicional y debe, por tanto, establecerse o verificarse, en 
forma grata a la ley, por parte del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, que se satisfizo cumplidamente la condición. 


En cuanto a la solicitud del mandatario de la Nación, ten- 
diente a que el Consejo resuelva que, si The Colombian Northern 
Railway Company Limited no cumple con la obligación de dar 
la prenda o caución en la especie y condiciones estipuladas con- 
tractualmente, el Gobierno debe declarar la caducidad adminis- 
trativa del privilegio y concesión al tenor del artículo 17 del con- 
trato primitivo, aprobado con modificaciones por la Ley 30 de 
1884 del extinguido Estado Soberano de Cundinamarca y. del 
artículo 5* de la Ley 53 de 1909, ello no procede. 


La Ley 130 de 1913 le señala, por modo preciso y terminante, 
sus atribuciones al Consejo de Estado, y esta corporación que, 
como todas las autoridades de la República, apenas es un man- 
datario de la ley, no puede, sin estar en falta con su mandante, 
ir más allá de los mandatos legales. 

Para concluír, el Consejo acoge y reproduce estos robustos 
conceptos jurídicos de la vista fiscal: 

“Según se colige de las reglas de procedimiento civil, las 
sentencias proferidas por los Jueces y Magistrados se ejecutan 
por la justicia ordinaria cuando de ellas resulta una condenación 
expresa de dar, hacer o no hacer alguna cosa; pero puede suce- 
der que la demanda no persiga una condenación de esa clase 
sino una simple declaración de validez de un acto o una declara- 
ción de propiedad, lo que en derecho se denomina acción peti- 
toria, y entonces el juicio queda en rigor terminado con la de- 
claración judicial al respecto. 

“Sirven para poner de presente la diferencia que existe 
entre las acciones persecutorias de la cosa, que son aquellas por 
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las*cuales pedimos 'lo que se nos:debe o loque nos falta de nues- 


tro patrimonio, y las acciónes, -petitorias, que persiguen una 


simple declaración judicial, verbigracia, de dominio sobre una 
cosa, las siguientes doctrinas de la Corte Suprema: | | 

“La petición para que se declare que la propiedad exclusiva 
de una cosa pertenece al demandante no es acción reivindicatoria 
sino petitoria. Estas acciones son diferentes: en la reivindicato- 


ria el demandante, apoyándose en que es dueño de la cosa a que 


se refiere el litigio, pide que se le restituya, y en la petitoria 
pide que se le declare dueño de la cosa materia del litigio. En 
la acción reivindicatoria lo que se pide es la restitución de una 
cosa, y en la acción petitoria lo que se pide es una declaración 
de propiedad. Tienen algo de común estas acciones; pero son 
en el fondo diferentes. (Número 47 del tomo I, segunda edición 
de la Jurisprudencia de la Corte). 


“La demanda que tiene por objeto únicamente el que se haga 
una declaración de propiedad (que pertenecen a la Nación las 
minas o depósitos de petróleo, etc., que se hallan en el subsuelo 
de un Municipio, era el caso), 'es simplemente una acción peti- 
toria, que no entraña una demanda reivindicatoria propiamente 
dicha. (Jurisprudencia citada, número 46 del tomo I1). 


. “En relación con'la prenda de cien mil libras esterlinas en 
acciones de la Compañía del Ferrocarril, que debe estar en poder 
del Gobierno, y del derecho de recibir los dividendos que le co- 
rrespondan, la Corte Suprema de Justicia no hizo declaración 
alguna sobre entrega y pago de ellos, como que eso no fúe ma- 
teria de la demanda, y únicaménte decidió que eran válidos y 
obligatorios los contratos en que constan tales estipulaciones. 
Por tanto, la petición elevada por el General Martínez L. al Mi- 
nisterio para que se exija la prenda y los dividendos correspon- 
dientes, no entraña la ejecución de la sentencia por los Jueces 
ordinarios, puesto que en ésta no se hizo condenación expresa 


al respecto, y únicamente tiende a que se recabe de la Compañía 


el cumplimiento de un contrato. 
“Y no estando la competencia para decidir sobre la solici- 
tud del General Martínez L. en el Poder Judicial, queda sin base 


Jurídica la Resolución acusada, y es deber del Ministro, como Jefe 


superior del ramo, resolver afirmativa o negativamente tal pe- 
tición, en vista de sus fundamentos, y de que esa gestión le co- 
rresponda directamente, o deba hacerla el apoderado de la Na: 
ción de conformidad con el contrato sobre denuncio de bienes 
ocultos. Qi ed 
“En cuanto a la solicitud del mismo General Martínez. 54; 
para que se ordene por el Ministerio a los recaudadores nacio- 
nales que no reciban a: la Compañía del Ferrocarril consigna- 
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ción alguna en pago de la subvención reembolsable, que le dio 
el Gobierno, en moneda distinta de oro por su valor nominal, 
esto es, que la consignación hecha en oro no se pueda: conside- 
rar como producto de liquidaciones de sumas.en papel moneda 
sobre un tipo o rata de cambio dado, porque en oro. se pagó la 
subvención, debe tenerse en cuenta lo siguiente: | | 

“La sentencia de la Corte declaró que la Compañía del 
Ferrocarril debe pagar al Gobierno, en los términos estipulados, 
las cantidades de dinero que los concesionarios recibieron a título 
de subvención reembolsable, y agregó: 

“Para. el efecto de que la: Compañía haga el pago de esta 
suma, se considera que ella fue recibida en papel moneda, y la 
pagará la Compañía demandada al Gobierno en moneda de oro 
legal a la rata del diez mil por ciento; pero si el antecesor de la 
Compañía recibió toda o parte de esa cantidad en oro por valor 
nominal de la suma o sumas recibidas, pagará la Compañía al 
Gobierno, en oro legal, la cantidad o las cantidades que así se 
le hayan cubierto a los antecesores de aquélla. 

“Atendida esta declaración condicional de la Corte sobre 
la especie de moneda en que debe hacerse el pago de la subve:x:- 
ción reembolsable al Gobierno, y la petición del General Martí- 
nez L., correspondía al Ministro, como Jefe Superior del ramo 
de Hacienda y Crédito Público, resolver, en vista de los datos 
existentes en su Despacho, en qué moneda debía recibirse el rein- 
tegro de la subvención dada a la Compañía del Ferrocarril, por 
los empleados recaudadores, e impartir a éstos las correspondien- 
tes Órdenes, que son del exclusivo resorte administrativo. 

“En conclusión, debe anularse la Resolución acusada, pues 
de lo contrario la Nación quedaría privada de poder exigir direec- 
tamente o por medio de su apoderado, según el caso, y sin recu- 
rrir a un juicio, el cumplimiento de valiosas obligaciones contraí- 
das por The Colombian Northern Railway Company Limited 
y sus antecesores, mediante contratos legalmente celebrados. 

“La petición contenida en la demanda para que el Consejo 
éntre a hacer las declaraciones solicitadas por el actor del señor 
Ministro de Hacienda y Crédito Público, no es procedente, por- 
que al Consejo de Estado sólo compete decidir si el acto minis- 
terial que se acusa es nulo por ser contrario a la Constitución 
o a la Ley o lesivo de derechos civiles, sin que le sea permitido 
hacer declaraciones de índole distinta, según tesis sustentada, 
de manera uniforme y constante, por la Sala de lo Contencioso 
Administrativo, que tiene su apoyo en los artículos 1* y “8 de 
la Ley 130 de 1913.” | 

En fuerza de los motivos expuestos, el Consejo de Estado, 
administrando justicia en nombre de la República y por autorl- 
dad de la ley, ' ito eb e | 


— 2 
Falla: 


1* Es nula la Resolución número 24 de veintiuno de marzo 
del corriente año del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
acusada, en nombre de la Nación, por el señor General Jorge 
Martínez L.; y 

2* Abstiénese de conocer a fondo acerca de los demás puntos 
materia de la acusación. 

Notifíquese, cópiese, comuníquese a quien corresponda y 
publíquese en los Anales del Consejo. 

SIXTO A. ZERDA—José A. Valverde R.—Sergio A. Bur- 
bano—J. M. García Hernández—Alberto Manzanares V., Secre- 
tario en propiedad. | 


NOTIFICACIONES 


En seis de agosto de mil novecientos veinticuatro, notifiqué 
el auto anterior al señor General Jorge Martínez L. 


Firma. JORGE MARTINEZ L.—Alberto Manzanares pd 
Secretario en propiedad. 


En seis de agosto de mil novecientos veinticuatro notifiqué 
el auto anterior al señor Fiscal. 


Firma. ROBERTO MANTILLA VALENZUELA—Alberto 
Manzanares V., Secretario en propiedad. 


“Diario Oficial” número 1.970). 


IV. En virtud y obedecimiento de la anterior sentencia. 
siempre bajo la solicitud tesonera del apoderado de la N ación, se 
dictaron las siguientes Resoluciones, que se copian en lo perti- 
nente: 


“RESOLUCION número 59.—Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público.—Sección Primera.—Bienes Nacionales y Ocultos. 
Bogotá, septiembre 30 de 1924. 


. .... .... o e... .... o. ...... ... e . ... A AS IS: A RA a ES O AN 


Para resolver, 


Se considera: 


El memorial primeramente indicado, o sea el de fecha 26 
de enero, se remitió a la Secretaría General de la Presidencia 
con oficio número 884, para que fuera considerado por el hono- 
rable Consejo de Ministros, de acuerdo con lo dispuesto por la 
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Ley 63 de 1923. En tal virtud fue devuelto con un informe que 
concluye así: 


“El Consejo de Ministros conceptúa que no hay lugar a 
que por el Gobierno se hagan las declaraciones que solicita el 
señor Jorge Martínez L., apoderado de la Nación, para hacer 
efectivos los derechos de ella contra The Colombian Northern 
Railway Company Limited.” 


En consideración a este concepto, se dictó la Resolución 
"número 24, de 21 de marzo último, que dice: 


“El Gobierno se abstiene de hacer las declaraciones que 
solicita el señor Jorge Martínez L., apoderado de la Nación, para 
hacer efectivos los derechos de ésta contra The Colombian Nor- 
thern Railway Company Limited, por corresponder la ejecución . 
de la sentencia a las autoridades del Poder Judicial.” 

Esta providencia fue acusada ante el honorable Consejo de 
Estado, y decidida por aquella corporación en fallo de fecha 4 
de agosto pasado, que en su parte declaratoria dice: 

“1? Es nula la Resolución número 24, de 21 de marzo del 
corriente año, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
acusada en nombre de la Nación, por el señor General Jorge 
Martínez L. 

““2* Abstiénese de conocer a fondo acerca de los demás puntos 
materia de la acusación.” 

Así las cosas, el señor Jorge Martínez L. presentó copia del 
fallo anteriormente citado con el memorial de 12 de los corrien- 
tes, en que pide se resuelva lo solicitado en su memorial primi- 
tivo de 26 de enero. | 

Con oficio número 1.323, de 21 del pasado- mes de agosto, 
se remitió nuevamente el expediente formado al rededor de este 
asunto, con el fin de que fuera sometido a la consideración del 
honorable Consejo de Ministros, si así lo determinaba el Exce- 
lentísimo señor Presidente. 

El negocio fue devuelto con informe, cuya parte final es así: 

“Pásense nuevamente estas diligencias al señor Ministro 
de Hacienda y Crédito Público, para que se sirva resolver en 
el fondo la petición del señor Jorge Martínez L. en la forma que 
lo estime conveniente y por ser de su competencia.” 

La sentencia de la honorable Corte Suprema de Justicia 
declaró nulo el contrato de transacción celebrado el 22 de sep- 
tiembre de 1905, con excepción de los artículos reconocidos en 
vigencia para los efectos consiguientes por la misma sentencia; 
por tal virtud, los contratos reconocidos como legalmente exis- 
tentes por el fallo de la Corte, obligan a las partes signatarias ' 
en los términos en que están consignadas las respectivas obliga- 
ciones, a partir de la fecha de su origen. 
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Esto sentado, la Compañía está en la obligación de cumplir 
«con las obligaciones y deberes que no haya cumplido, hasta el 
presente, y según un certificado expedido por el Secretario del 
Ministerio de Hacienda, de fecha 4 de febrero de 1921, aparece 
que no se encontró en el archivo del Ministerio constancia alguna 
de que la Compañía concesionaria explotadora y usufructuaria 
del ferrocarril de Bogotá a Zipaquirá haya entregado al Gobier- 
no las cien mil libras esterlinas (£ 100.000) en acciones, de acuer- 
do con lo estipulado en el contrato elevado a escritura pública 
el 28 de abril de 1897, bajo el número 695, de la Notaría 2* de 
.esta ciudad. ( 


El artículo 7* de la escritura que se acaba de citar en el punto 
anterior, da al Gobierno el derecho de cobrar los dividendos eo- 
rrespondientes a las acciones por valor de cien mil libras ester- 
linas (£ 100.000), que el concesionario da en prenda, y aun de 
enajenar las dichas acciones en el caso de que el concesionario 
o. quien sus derechos represente, no devuelva al Gobierno las 
sumas que tiene recibidas, en los términos y plazos fijados en 
los contratos arriba mencionados, y referentes al ferrocarril de 
Bogotá a Zipaquirá. 


Respecto a la clase de moneda en que ia Compañía deba 
pagar a la Nación las cantidades que le adeuda, a causa de las 
estipulaciones de los contratos que ligan a las partes, la Corte 
.en el fallo tántas veces citado, dice que la Compañía debe pagar 
a la Nación las sumas que esté obligada a devolver en la misma 
moneda que las recibió, pero como en la sentencia pronunciada 
por la honorable Corte Suprema aparece que entre los funda- 


mentos que exponen los dos primeros peritos, dicen que obtuvie- 


ron del examen de los libros de la Tesorería el dato de que las 
erogaciones del Tesoro se hicieron en oro, y lo mismo aparece 
de las copias procedentes del Archivero de la Corte de Cuentas, 
folios 13 a 18 de este cuaderno, se tendrá en cuenta esto para 
disponer que la Compañía pague al Gobierno en moneda de igual 
valor a la en que recibiera de él | | 


El anterior principio estampado en los considerandos del 
fallo de que se ha venido hablando, lo repite la parte resolutiva 
de la sentencia en cada una de las declaraciones en que condena 
a la Compañía a pagar sumas de dinero líquidas a favor del Te- 
soro Nacional, salvo algunas declaraciones que determinan que 
€l pago se haga en oro legal. 

De lo anteriormente expuesto, resulta que la Compañía de- 
Hominada The Colombian Northern Railway Company Limited, 
está en la obligación de entregar al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, títulos de acciones de la expresada Compañía, 
Por valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000), de acuerdo 
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«con lo establecido por el artículo 3* del contrato consignado en 
la escritura pública número 695, de 28 de abril de 1897, otorgada 
.en la Notaría 2* de esta ciudad. 

Que a virtud de lo estipulado en el artículo 7* del contrato 
- mencionado, tiene derecho el Gobierno para cobrar los dividen- 
dos correspondientes a las acciones por valor de cien mil libras 
esterlinas (£ 100.000), a partir desde la fecha del contrato. 
| Por último, que la Compañía debe pagar al Tesoro Nacional 
en moneda de oro legal, las sumas que haya recibido del Go- 
bierno en oro, por motivo de los contratos vigentes entre las 
partes y en la misma moneda las que haya recibido en moneda 
corriente o en papel moneda. Las recibidas en moneda corriente 
Se reducirán a oro legal al tipo corriente del cambio en la época 
de los pagos, y las recibidas en papel moneda, al tipo del diez 
“mil por ciento (10.000 por 100). | 

En consecuencia, el Ministerio 


a 


Resuelve : 


- Notifíquese a la Compañía denominada The Colombian Nor- 
thern Railway Company Limited, o a su apoderado o represen- 
tante en Bogotá: 


Primero. Que debe entregar al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, dentro de un término de quince (15) días, a 
partir desde la fecha de la respectiva notificación, las acciones 
por valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000), a que está 
obligada por el contrato que consta en la escritura pública nú- 
mero 695, de 23 de abril de 1897, de la Notaría 2* de esta ciudad. 


Segundo. Que debe consignar en la Recaudación General 
de Rentas las cantidades que correspondan como dividendos al 
Gobierno por las acciones que representen el valor de cien mil 
libras esterlinas (£ 100.000). 


Tercero. Que la Compañía debe pagar ai Tesoro Nacional 
en moneda de oro legal, todas las sumas que haya recibido en oro 
del Gobierno, por motivo de los contratos vigentes entre las par- 
tes; pagará en la misma moneda de oro legal las cantidades que 
haya recibido en moneda corriente o en papel moneda. Las sumas 
recibidas en moneda legal se reducirán a oro legal al tipo ceo- 
rriente del cambio en la época de los pagos, y las recibidas en 
papel moneda, al tipo del diez mil por ciento. 


Cópiese, notifíquese y publíquese. 
| | Aristóbulo Archila.” 
(Diario Oficial, número 19.717). 
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“RESOLUCION NUMERO 66.—Ministerio de Hacienda y. 


Crédito Público.—Sección Primera.—Bienes Nacionales y Ocul- 
tos.—Bogotá, octubre 28 de 1924. | 


El señor Carlos A. Dávila, como Gerente de la Empresa de- 
nominada "The Colombian Northern Railway Company, Limited, 
por medio del precedente memorial, manifiesta que habiéndose 
negado la reconsideración y revocación solicitada oportunamente 
de la Resolución número 59, de la Sección Primera, Bienes Na- 
cionales y Ocultos, de 30 de septiembre último, sería el caso de 
cumplirla si no hubiera para ello imposibilidad física. 

Al efecto, presenta copia notarial de la escritura pública. 
número 101, de 30 de enero de 1907, otorgada en la Notaría Se- 
gunda del Circuito de Bogotá, que contiene la protocolización 
de la escritura de asociación y los Estatutos de la referida Com- 
pañía, y expresa lo siguiente: 

1* Que el despacho registrado de la Compañía se halla en 
Inglaterra; 

2" Que el capital de la Compañía es de £ 300.000, dividido 
en 30.000 acciones de a £ 10 cada una, con facultad de aumentar 
el capital, de acuerdo con lo establecido en la misma escritura 
de asociación, y observa al efecto lo siguiente: 

“Es de advertir que todas esas treinta mil acciones han sido 
emitidas,” pagadas por los accionistas y adjudicadas a ellos”; 

3" (Que la Asamblea General de Accionistas, es la única que 


puede aumentar el capital, emitiendo al efecto nuevas acciones; 


4* Que los Directores de la Compañía pueden convocar la 
reunión de una Asamblea General extraordinaria para darle 
cuenta de la Resolución número 59 del Ministerio, a fin de que 
dicha Asamblea apruebe lo conducente al cumplimiento de dicha 
Resolución, disponiendo el aumento del capital y la emisión de 
nuevas acciones que deben entregarse en prenda al Ministerio; y 

5” Que los Directores de la Compañía, residentes en Lon- 
dres, son quienes pueden disponer que las ganancias anuales de 
la misma Compañía, se dividan entre los socios, de acuerdo con 
lo prescrito en los respectivos Estatutos. 


Finalmente, estima el peticionario que todas las operaciones 


relativas al cumplimiento de la Resolución número 59, no podrán 


hacerse en un término menor de seis meses, en consideración a 


las circunstancias arriba anotadas, y en especial a que las Asam- 


bleas Generales extraordinarias de las Sociedades anónimas in- 


glesas se convocan con un mes de anticipación según la ley de 
aquel país. ¡ 
Para resolver, se considera : 


La escritura número ciento uno (101), constitutiva de la 
Sociedad The Colombian Northern Railway Company, Limited, 
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vu 


los fines para que se estableció la Compañía fue el de adquirir, 
tomar posesión, conservar y ejercer todos y cada uno de los de- 
rechos, beneficios y privilegios de cierta concesión de fecha 20 
de octubre de 1884,, como luégo fue aprobada y modificada por 
el Gobierno de la República de Colombia, en la América Meridio- 
nal, para la construcción, equipo y explotación de un ferrocarril 
de Bogotá a Zipaquirá, junto con la porción de ferrocarril ya 
construído. 


se registró en Londres el 1* de febrero de 1898, v el primero de 


El contrato por el cual se comprometió la Compañía a dar 
en prenda al Gobierno Nacional títulos de acciones de la expresa- 
da Compañía, por valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000), 
tiene fecha 21 de abril de 1897, y está consignado en la eseri- 
tura pública número 695, de 28 de abril de 1897, de consiguiente 
quedó incluído en las modificaciones introducidas por el Gobierno 
de Colombia a la concesión de 20 de octubre de 1884. Por la citada 
escritura social, la Compañía estableció un capital de £ 300.000, 
dividido en 30.000 acciones de a £ 10 cada una; y según confe- 
sión del apoderado Gerente de la Compañía, han sido emitidas 
todas esas acciones, las cuales son acciones por valor de la con- 
cesión y privilegios a que se refiere el punto a) del artículo 3* 
de la escritura social. 


Por el artículo 52 de los Estatutos de la Compañía, los Di- 
rectores están facultados para pignorar, hipotecar. o dar en ga- 
rantía los bienes y el activo de la Compañía presentes y futuros, 
inclusive el capital no cubierto a la sazón, hasta por la suma de 
doscientas mil libras esterlinas (£ 200.000), sin la sanción para 
ello de la Asamblea General. De suerte que en la misma escritura 
social se limitó la facultad de disposición de los bienes y demás 
efectos de la Compañía hasta la suma de £ 200.000. sin duda 
porque tenían conocimiento los constituyentes, de que acciones 
por valor de £ 100.000, estaban comprometidas como prenda para 
garantizar la devolución de las sumas que el Gobierno ha dado 
por subvención reembolsable para la construcción del mencionado 
ferrocarril, y para asegurar los compromisos contraídos por los 
contratos que se modificaron por el de fecha 21 de abril de 1897. 

Según este contrato, las acciones que está obligada la Com- 
pañía a entregar al Gobierno Nacional, son las acciones que emita 
la Compañía que se obligó a organizar el concesionario señor 
Juan M. Dávila, cuyo capital lo constituirá el valor del ferroca- 
rril entre Bogotá y Zipaquirá, y como la Compañía constituida 
por el acto registrado el 1” de febrero de 1898 en Inglaterra, 
tomó la concesión con todas las modificaciones introducidas por 
el Gobierno de Colombia, la Compañía está en la obligación, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2* de) contrato de 21 de 
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abril de 1897, suscrito entre el Gobierno y el señor Juan M. 
Dávila, a entregar títulos y acciones de la Compañía que orga: 
nizó, o sean, acciones de las emitidas por el acto social protoco- 
lizado en Colombia bajo el número 101, de 30 de enero de 1906; 
y no acciones emitidas actualmente por la Compañía, pues en 
ese caso el Gobierno perdería el derecho que le reconoce el artículo 
7* del referido contrato, y que dice: 


“Artículo 7* El Gobierno queda con el derecho de cobrar los 
dividendos correspondientes a las acciones por valor de £ 100.000, 
que el concesionario da en prenda y aún el de enajenar las 
dichas acciones en el caso en que el concesionario o quien sus 
derechos represente, no devuelva las sumas que tiene recibidas. 
en los términos y plazos fijados en los contratos arriba mencio- 
nados.” 


De la confesión hecha por el apoderado de la Compañía, 
resulta claramente que emitidas las 30.000 acciones representa- 
tivas del capital con que abrió operaciones la Compañía, debie- 
ron entregarse al Gobierno los títulos. de acciones por valor de 
£ 100.000, pues la Compañía no podía darlas a la venta por 
cuanto estaban pignoradas, y el derecho de venderlas, en caso 
de incumplimiento de los concesionarios, correspondía única- 
mente al Gobierno Nacional. 


Esta manifestación del apoderado de la Compañía es una 
confesión expresa del no cumplimiento del contrato, puesto 
que emitidas las treinta mil (30.000) acciones representativas 
de £ 100.000, capital social, han debido entregarse acciones de esa 
clase y emisión, representativas del valor de £ 100.000 a que 
se refieren los contratos y obligaciones del concesionario, y en 
especial el contrato consignado en la escritura pública número 
695, de 28 de abril de 1897, otorgada en la Notaría Segunda de 
Bogotá, y de que anteriormente se había hecho mérito. 


De lo dicho hasta aquí, resulta claramente que no es de 
Justicia ni de equidad conferir el plazo que solicita el señor apo- 
derado de The Colombian Northern Railway Company, Limited, 
pues ello implicaría revocatoria de la Resolución número 59, en 
cuanto al plazo allí señalado, y la renuncia por parte del Go- 
bierno al derecho que tiene sobre las acciones iniciales o de 
capital, a los dividendos que de esas acciones le corresponden 
desde la fecha de su emisión hasta el presente, y por último, 
un reconocimiento de que la Compañía tiene la facultad de cam- 
biar el compromiso de entregar títulos de acciones por valor de 
£ 100.000 del capital inicial, por acciones cuyos títulos se emitan 
en la actualidad, que por consiguiente, implican un aumento de 
capital ,una disminución consecuencial de: los dividendos, cosas 
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ambas que son contrarias a la letra y espíritu de los contratos, 
y que perjudican grandemente los intereses del Tesorc Nacional. 

De todas las consideraciones anteriores, se llega a la con- 
clusión de que la ¿imposibilidad física alegada por el señor Ge- 
rente de la Compañía, no existe en realidad, si se observa la ante- 
rioridad del compromiso relativo a la prenda de acciones de la 
Compañía que el concesionario se comprometió a organizar, pues 
es claro, que al aceptar en la escritura social la concesión con 
todas las modificaciones introducidas por el Gobierno, se aceptó 
la obligación de entregar como prenda las acciones sobre cuya 
entrega actual se alega la imposibilidad física, de suerte que 
ésta sólo existe como una consecuencia necesaria del no cumpli- 
miento de obligaciones por parte de la Compañía que la alega. 

En consecuencia de lo expuesto, el Ministro resuelve: 

Estése a lo dispuesto por este Despacho en la providencia 
número 52 de 30 de septiembre último. 


Cópiese, notifíquese y publíquese. 
Aristóbulo Archila.” 
(Diarito Oficial, número 19.747). 


V. Ejecutoriadas estas Resoluciones, el mismo apoderado 
de la Nación pidió con fecha 21 de cetubre de 1924 que se de- 
clarara la caducidad, previo el informe y constancia de la re- 
nuencia de la Compañía, y el Ministerio del ramo dispuso lo 
siguiente: 


“RESOLUCION —Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico.—Sección Primera.—Bienes Nacionales y Ocultos.—Bogotá, 
noviembre 5 de 1924. 


Por el señor Secretario de este Ministerio, ríndase informe 
acerca de si la Compañía denominada The Colombian Northern 
Railway Company Limited, ha entregado acciones por valor de 
100.000 libras a que se refiere la Resolución número 59, de 30 
de septiembre del corriente año, y si está en la actualidad ven- 
cido el término de quince días dentro del cual ha debido hacer 
la entrega de las referidas acciones. 


Cúmplase. 
Aristóbulo Archila.” 


INFORME-—-“El suscrito Secretario del Ministerio de Ha- 
cienda y Crédito Público, en cumplimiento a lo ordenado en la 


Resclución que precede, de fecha 5 del presente mes, informa 
que la Compañía denominada The Colombian Northern Railway 
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Company Limited, hasta el presente no ha entregado las accio- 
nes por valor de cien mil libras esterlinas (£ 100.000), a que 
se refiere la Resolución número 59 de 30 de septiembre del co- 
rriente año, y que el plazo de quince días fijado por la indicada 
Resolución, venció el treinta (30) de octubre próximo pasado, 
excluyendo los días feriados. 


Bogotá, noviembre 12 de 1924. 


Señor Ministro. 
Domingo A. Combariza M.” 


(Hay un sello que dice: “República de Colombia.—Ministe- 
rio de Hacienda y Crédito Público.”). 


Se expide en tres fojas útiles, hoy treinta y uno de diciem- 
bre de mil novecientos veinticuatro. 


El Secretario del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 


Domingo A. Combariza M.” 


Las declaraciones de los doctores Archila y Combariza, atrás 
insertas, como también el texto y el espíritu de la declaratoria 
de caducidad, nos relevan de publicar otros documentos llevados 
al proceso; pero no resistimos la tentación de reproducir en este 
capítulo los siguientes, del mismo Ministro Jesús M. Marulanda: 


J.. M. E. 
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DE LA MEMORIA 


del Ministro de Hacienda y Crédito 
| Público al Congreso de 1925 


“Ferrocarril del Norte. 


La administración ejecutiva que se inició el 7 de agosto de 
1918 y que fue presidida por el Excelentísimo señor don Marco 
Fidel Suárez, declaró bienes ocultos de propiedad de la Nación 
Jos derechos denunciados por el señor Jorge Martínez L. contra 
The Colombian Northern Railway Company Limited, provenien- 
tes de los contratos celebrados por el Gobierno nacional con dicha 
entidad y con sus antecesores para la construcción y explota- 
ción del ferrocarril entre Bogotá y Zipaquirá; y como conse- 
«Cuencia de esa declaración, formulada después de un detenido 
estudio del asunto, y del contrato celebrado con el denunciante, 
se otorgó a éste el poder necesario para hacer efectivos en favor 
del Estado los derechos de que se ha hecho mención. 

El apoderado inició ante la Corte Suprema de Justicia un 
Juicio ordinario que terminó con la sentencia de 1* de diciembre 
de 1923, en la que se condenó a la Compañía al tenor de varias 
peticiones de la demanda; y «solicitó en repetidas ocasiones del 
Poder Ejecutivo que declarara la caducidad del contrato sobre 
concesión y privilegio del llamado Ferrocarril del Norte, solici- 
tud a que, después de varios incidentes, fue preciso acceder. De 
suerte, pues, que la sentencia condenatoria de la Corte Suprema 
y la Resolución ejecutiva de caducidad del contrato son apenas 
“resultados naturales y directos de la declaración de bienes ocul- 
tos a que se ha hecho referencia, y del poder que para recupe- 
rarlos se otorgó al señor Martínez L., como antes se dijo. 

Colocado el Gobierno ante la situación de hecho y de derecho 
«creada por la anulación del contrato de transacción de 1905 de- 
«cretada por la Corte, e instado ahincadamente por el apoderado 
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de la Nación para que hiciese la declaración administrativa de 
caducidad del contrato, debió examinar cuidadosamente la cues- 
tión, lo que hizo durante varios meses, hasta formular un pro- 
vecto que fue sometido sucesivamente al estudio del Consejo de: 
Ministros y del Procurador General de la Nación. Algunas con-- 
sideraciones relacionadas con la ejecutoria de la sentencia de 
la Corte demoraron por entonces la decisión del Poder Ejecutivo ; 
mas cuando ya la providencia citada estuvo en firme, se llevó 
a cabo un nuevo análisis del problema, y. como consecuencia, se: 
dictó la Resolución número 4, de 4 de mayo de 1925, que declaró 
caducados el privilegio y la concesión discutidos,y ordenó noti.- 
ficar al representante legal de la Compañía que debía proceder: 
a entregar al Gobierno Nacional, dentro del término de un mes, 
el ferrocarril, con su equipo, materiales, zonas, ete. 

El apoderado de la Compañía, en extenso memorial, pidió 
que se reconsiderara y revocara la providencia anterior ; pero 
meditados y debatidos serenamente los argumentos de aquél y 
ponderadas con frialdad las razones del Gobierno, fue preciso 
concluír que lo resuelto al principio era lo equitativo y lo legal, 
lo que los intereses de la justicia y las conveniencias nacionales. 
reclamaban, y lo que imponía el cumplimiento de los deberes 
anexos a la función gubernamental, por más que ello pudiera 
desconocer situaciones de hecho que parecían legalizadas ya por 
el transcurso de los tiempos. El apoderado de la Nación solicitó. 
también que se reformara la Resolución de que se trata; pero: 
no fue posible acceder a lo pedido, porque se oponían a ello ele- 
mentales principios de justicia. Er 

En folleto separado presento a los honorables miembros de 
la Representación Nacional los documentos a que he hecho refe- 
rencia, junto con otros que ayudarán a formar un criterio acer- 
tado sobre la ardua materia a que me refiero en estas líneas. 

Una vez en firme la Resolución ejecutiva, se dio cuenta de 
ella, para su cumplimiento, al Ministerio de Obras Públicas, re- 
presentante nato del Gobierno para el efecto de recibir la em-. 
presa. | E | 
os pia ds pet ” (Páginas 40 y 41). 


DE LA MEMORIA 
del Ministro de Hacienda y Crédito Público 
al Congreso de 1926 


“Ferrocarril del Norte. | 
- En el informe que presenté al Congreso en 1925 expuse sus-- 


cintamente 'los pormenores relacionados con la Resolución eje- 
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cutiva que declaró la caducidad de la concesión y el driilegids 
referentes al llamado ferrocarril del Norte, y la tesis sostenida. 
por el Gobierno Nacional sobre la jurisdicción de las autoridades 
llamadas a conocer de cualquier reclamo que la Compañía con-- 
ceslonaria creyera conveniente iniciar contra la propecia eje-- 
cutiva. 


- En aquella ocasión hice notar que la resolución de caducidad 
era una simple consecuencia, natural y directa, de la sentencia 
dictada por la Suprema Corte de Justicia, que entre otras dis- 
posiciones anuló el contrato de ión celebrado en 1905. 
También hice presente entonces que el origen de todo este largo 
y variado problema, era la declaración de bienes ocultos del Es- 
tado hecha con respecto a los derechos de la Nación en esa em-- 
presa por la Administración Ejecutiva que presidió el Excelen-- 
tísimo señor don Marco Fidel Suárez. 


Conviene hacer notar que hasta el presente la Compañía: 
no ha iniciado ninguna acción, ni ejercitado ninguno de los. 
recursos que nuestras leyes le reconocen para obtener la revisión 
de la providencia ejecutiva a que me vengo refiriendo. 


_ Personas poco enteradas de la realidad de las cosas o igno- 
rantes de los trámites legales, han insinuado que el Gobierno avocó: 
el conocimiento de un asunto que estaba sub-judice, y que en su 
decisión, por lo mismo, usurpó jurisdicción y se atribuyó facul- 
tales que no le concernían. 


Permítaseme infirmar rotundamente este aserto. La Corte: 
Suprema de Justicia, en sentencia que lleva fecha 1* de diciem-- 
bre de 1923, falló sobre las diversas acciones propuestas ante: 
ella por el apoderado de la Nación, y esa providencia estaba ya 
ejecutoriada cuando el Gobierno dictó la Resolución ejecutiva 
de 4 de mayo de 1925 a que vengo refiriéndome. Por otra parte: 
la sentencia de la Corte nada decide en relación con la caducidad 
del contrato, ni ante ella cursaba demanda alguna tendiente a. 
obtenerla. Luego el asunto que decidió el Poder Ejecutivo, dentro 
de las normas legales y los principios más estrictos de justicia y 
de equidad, no estaba sub-judice, y, por lo mismo, es del todo 
errónea la afirmación. Quiero creer, en honor de quienes hacen 
valer semejante argumento, que no han medido los perjuicios. 
que esa actitud puede ocasionar a la República. 


A la Compañía del Ferrocarril del Norte no obligaron a 
cumplir sus compromisos para con la Nación, ni el requerimiento- 
expreso consignado en una Resolución de este mismo Ministerio, ni. 
consideraciones de otro orden que nunca debiera haber perdido. 
de vista....” (Páginas 43 a 45). 
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No hay, pues, ambiente para la reclamación terrible por 
denegación de justicia; y la Compañía dejó prescribir la acción 
«contra la Resolución de caducidad: 


“LEY 53 DE 1909 
(27 de noviembre) 


sobre términos administrativos y prescripción de 
ciertas acciones en cuanto a contratos celebrados 
con el Gobierno. 

Artículo 3” Los interesados deben intentar las 
acciones civiles que para ellos emanen de las de- 
cisiones de que hablan los artículos anteriores, den- 
tro del plazo de seis meses comunes, contados desde 
la ejecutoria de la respectiva decisión. Vencido este 
término, sin que los interesados hayan hecho re- 
clamación alguna, se presumirá que han renun- 
ciado' toda acción civil, y la Nación quedará libre 
de responsabilidad por perjuicios. El término para 
la reclamación será doble respecto de las personas 
enumeradas en el artículo 2.530 del Código Civil. 

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo no eom- 
prende las resoluciones administrativas dictadas en 
asuntos entre particulares, los cuales podrán inten- 
tar las acciones civiles respectivas, conforme al 
derecho común. 


.... ...s. 


LA VERDAD ESCUETA 


No queda, de consiguiente, sino esta verdad en el hecho y en 
derecho: Que el Gobierno no quería declarar la caducidad, y 
«así lo confiesa en los documentos transcritos; y que fue el apo- 
derado de la Nación quien obligó al Poder Ejecutivo a cumplir 
con la obligación constitucional de obrar como al fin lo hizo. 


¿Cómo es, pues, que si la caducidad se consumó, se calificó 
y se hizo efectiva en virtud de las gestiones del apoderado de la 
Nación en forma contractual, se pretenda aseverar, para des- 
conocer sus derechos, que esa caducidad fue decretada por una 
simple iniciativa de la Administración? 

¿Se ha meditado por quienes llevan la representación del 
Estado en el dilema que está planteado ? e 

Nosotros mismos no podríamos renunciar a nuestro derecho 
.stn lesionar el derecho y el nombre de la República. 
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Recuérdese la declaración del Gobierno, declaración que 
hadie, menos el mismo Gobierno, podría infirmar sin hacer agra- 
vio enorme a la verdad y a la misma Nación: 


éc 


Antes de concluír, es forzoso hacer constar que el Gobierno 
actual se halló frente a la Compañía del Ferrocarril del Norte 
en una situación jurídica y de facto que no estaba en sus manos 
modificar en manera alguna. Esa situación la crearon tres hechos 
patentes, a saber: la sentencia ejecutoriada de la Corte Suprema 
de Justicia, que anuló la transacción efectuada entre el Gobierno 
y la Compañía en el año de 1905; la renuencia expresa y reite- 
rada de la misma Compañía de garantizar el cumplimiento de 
alguna de sus obligaciones; y la solicitud hecha por el apoderado 
de la Nación para que se declarara la caducidad que se había 
efectuado por tales motivos. Ante estos hechos, el Gobierno ha 
tenido que inclinarse, por muy penoso que le sea tener que tomar 
determinaciones de esta índole, que afectan intereses y son ocas 
sionadas a encontrados pareceres.” 

(Firmados) PEDRO NEL OSPINA—El Ministro de Ha- 
cienda y Crédito Público, Jesús M. Marulanda.” 


¿Podría un Poder Público de la República, o un simple 
colombiano honorable, negar estos hechos para desconocer rabu- 
lescamente derechos contractuales? 


No queremos estampar las otras consideraciones que bullen 
-en la mente. 


Pero si la situación de hecho y de derecho es tan sólida para 
la Nación, si ella está en posesión tranquila e invulnerable de 
ese sector de ferrocarril que era a manera de puente por cuyo 
paso tenía que pagar enormes tributos el material y el personal 
del Ferrocarril nacional del Norte, si desapareció el privilegio 
que mantuvo estancado el desarrollo de Cundinamarca y Boyacá 
durante 27 años y se anuló por 12 años más, si el público recu- 
peró 24 kilómetros de su principal carretera de primer orden, si 
diariamente entra al patrimonio del Estado el usufructo de aque! 
sector primero de ferrocarril que aumentará progresivamente 
en los 72 años próximos, amén de otros provechos y sumas líqui- 
das que huelga enumerar, el causante de tánto bien para el Estado 
no ha alcanzado la simple equidad, y hay quienes se atreven a 
afirmar que no se le hará justicia. 

Y entretanto, como resultado, mientras esa diosa que nece- 
sita de andaderas para llegar y “da a cada uno su derecho,” 
nuestros acreedores en sumas que hubimos de tomar a mútuo 
para invertirlas en los gastos de tal empresa reivindicadora, nos 
tienen recibiendo mandamientos ejecutivos desde el primer Juz- 


gado Municipal hasta el último de orden del Circuito, porque esos 
Mesenas han perdido la fe y la esperanza en la palabra del Es- 
tado y nuestro crédito ha fracasado en medio de los financistas 


y gente de bien. 


Y lo malo, lo peligroso, lo contagiable no es precisamente 


que se hayan detentado derechos individuales en cuya defensa 


hablamos, sino que se esté formando con tales prácticas fenicias 


una falsa conciencia nacional estimulda por el pesar del bien 
ajeno que corroe las entrañas; que hasta en actos de mera con- 
memoración de comunes aspiraciones, de estímulo santo para 


fomentar el espíritu público y de solidaridad colectiva, como fue 


la reciente fiesta de góndolas en un día hostil de la naturaleza, 


que en frase nunca bien elogiada llamó el Excelentísimo doctor 


Abadía Méndez “la primera etapa de nuestra peregrinación hacia 
el mar,” 
ron la vía del Nordeste, ni de los gobernantes transitorios de 
Cundinamarca que la contrataron contra el escándalo de los inte- 


reses creados, ni de los escritores que partieron el sol defen- 


diéndola durante trece años, ni de los diputados que la hicieron 
triunfar en los más enconados debates, ni de quienes exponiendo 


tranquilidad—dinero y posiciones—salvaron la concesión e hi- 


cieron su prospecto conocido y ponderado en los centros finan- 


U 


cieros donde la “santa cicatería” cierra las cajas y las fábricas 


pletóricas de dinero y material a toda empresa que no devuelva 


diez mil por uno. 


Y nadie protesta, ni siquiera hay una simple glosa entre 


tánta pluma de águilas y faisanes. 


Pero 'nosotros, aceptando las cosas como son, sin intentar 
liquidación de generación en generación, y mucho menos con la 
suma de estos negocios especulativos «a: otros servicios nunea' 
jamás cobrados que 'se hunden en los tiempos lejanos de lealtad, 


desinterés y culto del honor trocados por el ditirambo a los mer- 


caderes afortunados, seguimos creyendo como el gran tribuno 


francés que * la publicidad es la mitad del fallo de la posteridad.” 


nadie se acordó de quienes con labor tesonera impusie- 


AA A 
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SOLECISMO 


Damos a estas páginas el título de “Los nuevos piratas del 
Estado” porque confiamos en que los Poderes Públicos nos harán 
justicia y condenarán los hechos en ellas exhibidos, pues al no 
ser así cambiarían el epígrafe por el de “El Estado pirata.” 

Y como de la lengua latina han quedado incrustadas en el 
lenguaje semipopular algunas expresiones que se usan a la ma- 
nera de sentencias o de modismos, tales como vox-populi, vae 
victis, casus belli, do ut des, mutatis mutandis, y otras como 
VERA EFIGIES, en forma ablativa nosotros hemos búscado el 
-_ solecismo y empleamos VERO EFIGIE, en vez de la frase au- 
ténticamente latina, deseando con estas libertades no singula- 
rizarnos sino individualizar a quienes gratuitamente nos han 
perjudicado hasta el extremo de obligarnos a ser querellantes 
de la misma Nación a quien hemos servido y por “cuya” honra 
tenemos en nuestro haber mucho más de lo que hicimos por sus 
meros intereses. 


Lu. Y conste que en estas páginas omitimos voluntariamente 
tratar de ciertas negociaciones clandestinas sobre los debentures, 
que un ingenio y jurista eminente llama “las desventuras”; y 
que. no involucramos estas cuestiones con las que exhibiremos 
en otro Mete bajo el título real de LODO Y PLATINO. 


Jorge MARTINEZ L. 


Septiembre de 1926. 
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Para mejor proveer 


(Véanse folios 113 y 114). 


Y esa Sala de Negocios Generales de la Corte Suprema de 
Colombia, tan ultrajada, que no solamente ha'hecho justicia sino 
gracia a quienes representaron a la Compañía, en el deseo de 
hacer menos penoso el vencimiento impuesto por el derecho de 
la Nación, ha dictado el siguiente auto en el juicio de cuentas 
donde ninguna prueba pudo aducir The Colombian Northern 
Railway Company Limited: 


EDICTO—El Secretario de la Sala de Negocios Generales de la Corte 


Suprema HACE SABER: Que en el juicio especial de cuentas promovido 


por el General Jorge Martínez L., apoderado de la Nación, contra The Co- 
lombian Northern Railway Company Limited, para que ésta rinda a aquélla 
las de explotación del Ferrocarril del Norte entre Bogotá y Zipaquirá, desde 
el 23 de abril de 1898, se dictó el auto siguiente:—Corte Suprema de Jus- 
ticia.—Sala de Negocios Generales.—Bogotá, septiembre catorce de mil 
novecientos veintiséis.—Para mejor proveer se dispone: la práctica de las 
siguientes pruebas:—I. Dentro de tercero día designarán las partes sendos 
peritos versados en contabilidad y negocios bancarios, a fin de que, previa 
la correspondiente posesión, dictaminen fundadamente sobre los siguientes 
puntos: a) Conforme a los principios y prácticas comerciales y bancarias, 
las sumas que una empresa invierte en el pago de los intereses de las 
cantidades que tal empresa ha recibido en préstamo de terceras personas, 
constituyen un gasto que deba deducirse del producto bruto para el efecto 
de averiguar las utilidades netas de la empresa ? —b) Con arreglo a los 


mismos principios y prácticas, la devolución de los capitales tomados en 


préstamo por una empresa constituye una erogación que haya de deducirse 
del monto de las utilidades generales para el efecto de liquidar el producto 
neto de la empresa?-——c) Las sumas destinadas al fondo de previsión o de 
reserva son conforme a los indicados principios y prácticas deducibles de 
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la masa total de utilidades para la formación del producto neto de una 
empresa?—d) De las cuentas presentadas por The Colombian Northern 
Railway Company Limited y sus anexos, o de los demás datos que sumi-- 
nistra el expediente, aparece que para formar el producto neto que arrojan 
las indicadas cuentas se ha deducido el monto de las utilidades de la em- 
presa del ferrocarril del Norte las partidas destinadas a pago de intereses 
de los bonos de las hipotecas, a amortización de dichos bonos y a fondo de 
reserva? —e) Cuál es el monto, por separado, de las sumas invertidas por 
la compañía en pago de intereses de las hipotecas y en amortización de los 
bonos de las mismas, así como de las destinadas al fondo de reserva, desde 
el 23 de abril de 1898 hasta el 23 de abril de 1918, y Cuál es el monto, 
también por separado, de tales inversiones desde esta última fecha hasta 
el día de la rendición de las cuentas?—II. Líbrese atento exhorto al señor 
Ministro de Obras Públicas pidiéndole se sirva informar a esta Sala acerca 
de la fecha en que el ferrocarril del Norte pasó a poder de la Nación. 
Notifíquese.—LUIS. F. ROSALES—JULIO LUZARDO FORTOUL—FRAN- 
CISCO TAFUR A.—LUIS A. AMADO, Ofl. Mayor. 


La preocupación de la Corte para cortar el nudo no puede 
ser menos que encomiable, aun cuando el caso eco es el del 
Ferrocarril de la Sabana: 


¿Quién paga los intereses de la hipoteca que pesa sobre el 
mentado ferrocarril? | 

No es la Empresa, porque como en la del Norte no se invir- 
tió en ella ni un penique del valor de tal hipoteca. 

Aun más: Cundinamarca cobra, como accionista, el dos por 
ciento (2%) de perjuicios anuales a quien permitió hacer la 
hipoteca, sobre la Empresa cuando sólo se trata de obligaciones 
personales. 

La Compañía no pudo ni podía probar que las hipotecas o 
su producto se invirtieran en la Empresa. De manera que la Corte, 
que no es Tribunal de hecho, sólo podrá fallar conforme al proceso. 


JioM. L. 
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